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Prólogo 
 

 

 

El lector encontrará en este escrito, no sólo la exégesis jurídica sino también referencias a la realidad social, 

se trata con ello, de promover la integración de las ciencias jurídicas con las sociales. Me hubiere gustado que 

fuese más extenso, deteniéndome en los aspectos constitucionales del derecho migratorio; no obstante, por 

razones prácticas, abandono estas reflexiones en cuanto la materia adquiere el carácter de derecho público 

ordinario. De la misma manera, hubiese querido tratar con más profundidad lo relativo a la regulación de la 

nacionalidad guatemalteca, pero debido a que se apartaba del tema, preferí dejarlo como una tarea pendiente 

en el alfiler que compila los recados y recordatorios de las inquietudes académicas. Otra limitación importante 

consiste en no abordar los aspectos de regulación migratoria a partir de tratados y convenciones pues 

implicaría reflexiones sobre la realidad social más amplias que las expuestas a lo largo del trabajo, espero 

realizar esta tarea en un futuro cercano. 

 

El análisis jurídico que se desarrolla tiene como característica principal ser esencialmente crítico. Algunas 

personas pueden considerar que para sustentar la censura a la legislación actual se recurrió a la retórica. 

Aunque esta es una cuestión debatible, el lector debe estar seguro que a pesar que el autor está convencido y 

aspira a una legislación humanista, jamás torció la evidencia de lo textual ni se supusieron otras cosas más 

que las que constaban en las leyes analizadas. 

 

En la consulta de fuentes y jurisprudencia tengo que señalar que el trabajo fue posible, en gran parte, gracias a 

la biblioteca jurídica de mi padre Antonio Mosquera Estrada (fallecido). Entre sus libros encontré 

compilaciones de leyes, textos de doctrina y apuntes ocasionales que denotaban prudencia jurídica y juicio 

crítico. Mi padre inició su carrera en la judicatura la que tuvo que abandonar por los aciagos acontecimientos 

de la década de 1950 donde una invasión favorecida por EUA, alteró de manera significativa la vida política 

de Guatemala, sea este trabajo una modesta remembranza de su compromiso con el Estado democrático de 

derecho. 

 

Un antecedente de este trabajo fue una consultoría que me encomendó la Facultad Latinoamericana de 

Ciencias Sociales, FLACSO, sede Guatemala durante el 2000, en ese entonces bajo dirección de René 

Poitevin Dardón que gentilmente aceptó mi colaboración con los trabajos de esa institución. Regularmente, 

gracias a llamados de Silvia Irene Palma Calderón, coordinadora del programa de investigación sobre 

migración de esa sede, discutí las conclusiones y principales hallazgos con miembros de la Mesa Nacional de 

Migración cuyo objetivo consiste en buscar que la condición de migrante adquiera la dignidad que 

corresponde a todo ser humano. Dejo constancia de mi gratitud por su confianza y apoyo. 

 

La movilidad es inherente a la naturaleza humana, en consecuencia, muchos hemos sido viajeros y por lo 

tanta foráneos en otros países; por esa razón, me gustaría que este texto fuera leído tanto por connacionales 

para urgirlos a que asuman una posición en función de favorecer, defender y reconocer a los viajeros de otras 

tierras como sus semejantes, así como por quienes son calificados como extranjeros, para que sepan la 

existencia de un amplio movimiento de defensa y comprensión de su situación. Al final, es obvio que invito a 

que se reforme la ley de la materia para hacerla humana, despojarla de racismo, canales para extorsionar a 
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extranjeros y se les dote de dignidad en Guatemala. Este será un primer paso para demandar igual condición 

para los compatriotas en el extranjero, en especial en EUA. A ellos está dedicado este trabajo. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

I. Introducción al estudio de la extranjería 
 

Es conveniente, antes de examinar a fondo la materia migratoria, relacionar las bases metodológicas que 

animan la comprensión del fenómeno y por ende de los criterios críticos que se lanzan contra los antecedentes 

y legislación de la actual República de Guatemala. 

 

En principio, se debe señalar que se trata de una reflexión donde se considera la actividad del Estado con 

relación a la migración y, en especial, a la inmigración. Es decir, se reconoce que es una actividad realizada 

por quienes monopolizan el poder estatal que modelan una actitud generalizada entre la ciudadanía 

consistente en la definición de clases o tipos diferentes de personas y por lo tanto, los funcionarios se creen 

legitimados para regular su estancia en el territorio nacional así como definir limitaciones de derecho. 

 

La diferenciación de una persona haciendo caso omiso de sus características generales como otro humano, 

cuenta con bases sociobiológicas, manifestación de elementos relacionados con la continuidad histórica de los 

individuos en cuestión, análisis situacional y finalmente, la expresión de una situación de dominio 

organizativo o de sociología de la dominación. Tal fundamento opera de manera que despierta una actitud 

donde coexiste el temor al desconocido; se reviven mitos del pasado entendidos como portados por los 

diferentes; así como también, se genera una actitud de superioridad que se acentúa por el reconocimiento de la 

carencia de redes sociales por parte del extraño que puedan apoyarlo en una situación dada; y finalmente, se 

busca utilizar el poder público contra el diferente para asegurar su inocuidad. 

 

Cuando se señala una base sociobiológica en el reconocimiento del distinto (no familiar, no vecino, no 

conciudadano etc.), se intenta resaltar la puesta en marcha de algo parecido a un filtro por medio del cual se 

permite a una persona acercarse. Observando esa actitud desde fuera, es decir trascendiendo el punto de vista 

desde los actores para diferenciar personas, es posible identificar una actitud defensiva. El principio para la 

defensa consiste en fijar un área bajo su control, esto es, hacer valer su territorialidad. Se trata de un 

comportamiento reiterado en muchas situaciones de la vida, así es posible identificar como manifestación de 

territorialidad: la actitud que se asume en la casa, el patio, los terrenos cerrados, las mesas de restaurantes, las 

calles, los barrios etc.
1
 Naturalmente, la forma más elevada está constituida por las líneas fronterizas que 

tienen fechas y construyen un acuerdo de limitación precisa entre sistemas políticos dilatados. Así la 

demarcación territorial busca crear seguridad pues los objetos desconocidos que la trascienden se yerguen 

amenazantes. Es de esperar que frente a cualquier frustración originada por la falta de mantenimiento del 

control de la territorialidad humana, se desencadenará un acto agresivo. Como se sabe, la frustración siempre 

está asociada con la agresión. 

 

                                                           
1
 Para una explicación sobre las bases sociobiológicas de la conducta puede consultarse en textos de 

sociología. Cfr. Pierre Van Den Berghe. El hombre en sociedad. Trad. Antonio Mayo Sánchez García. 

México: Fondo de Cultura Económica, 1984. Capítulo I y II. 
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Una condición para señalar al diferente consiste en la operación opuesta, esto es, reconocer al semejante, al 

integrante del grupo propio. Para el efecto, inicialmente los humanos operaban a través de reconocimiento del 

fenotipo, como otras especies biológicas. Sin embargo, el carácter de las sociedades modernas implica una 

mayor presencia de diversos grupos étnicos y por lo tanto, no basta con la identificación primaria fenotípica 

sino se necesita de una identificación simbólica. Esta identificación simbólica conduce necesariamente a un 

conflicto de reconocimiento que se desea resolver por múltiples vías. 

 

La falta de seguridad que genera la ambigüedad de entrar en relación con una persona que se desconoce si es 

semejante o extraño conlleva a la exasperación. Esta situación confusa genera la demanda de una definición 

rápida y precisa. En general, en las sociedades complejas se espera que el grupo dominante, especialmente el 

que mantiene la hegemonía por medio del control del gobierno, señale al foráneo para encontrar seguridad. 

No obstante, ese señalamiento no es directo sino se basa en un procedimiento reiterado donde es muy 

importante referirse al pasado. De esa cuenta, se reviven los mitos históricos para manipular mejor el 

señalamiento de las personas distintas. 

 

Ya que consiste esencialmente en una operación de creación simbólica, no se espera mucha consistencia en el 

pensamiento de los grupos dominantes. De hecho, en la mayoría de los casos, y la legislación migratoria es un 

buen ejemplo, al marcar como diferente a una persona, el grupo hegemónico que controla el gobierno puede 

operar con proposiciones contradictorias. Lo importante es que al final exista un señalamiento de un grupo 

presente de personas. El discurso para la dominación en este tema es altamente arbitrario pues cambia por 

conveniencias políticas sin ninguna dificultad. Así, el que ayer era enemigo y portador de una cultura 

antagonista se convierte en un conciudadano dentro de un proyecto de integración para formar grandes 

bloques económicos. La arbitrariedad del discurso no conlleva a la idea que carece de continuidad; al 

contrario, el constante fluir del discurso observa variaciones que finalmente conducen a resultados que no se 

podían prever en un momento anterior. La ambigüedad también es corriente en la identificación del forastero 

pues inicialmente puede serlo pero por procedimientos igualmente simbólicos deja esa situación para ser 

aceptado como similar. En el fondo, el discurso encaminado a señalar al distinto es un mecanismo, entre 

otros, encaminado a servir a la dominación. Los grupos dominantes buscan a través de esas operaciones de 

simbolización, manipular al público para asegurar la necesidad de su posición privilegiada. 

 

Como se acaba de señalar, una fuente importante para atribuir la calidad de extraño que sirva a la dominación, 

consiste en revivir los mitos del pasado. Se trata de manipular al pasado con la construcción de afirmaciones 

que supuestamente recogen hechos de la memoria; pero en realidad, son asertos nuevos realizados en función 

de necesidades de la sujeción en el presente. La historia no es otra cosa sino este deseo de perpetuar la 

dominación por medio de una construcción retórica que supuestamente recoge los hechos, no los juicios, 

sobre el pasado. En el caso de la caracterización del extranjero es importante señalar que el fundamento 

inicial de esa operación consistió en suponer la falta de continuidad genética con el grupo, sólo muy 

recientemente ha comenzado a quedar el ius sanguinis en el basurero de la historia. Acudir a la leyenda es 

importante porque se considera que el pasado por muy remoto que sea, puede condicionar el presente. Dentro 

de esta mitología, el mito fundacional es central porque sólo vincula al dominante no al dominado ni al 

extraño. Con el extranjero esta operación de extrañamiento, en sentido hegeliano, es fácil porque se parte que 

no puede activar redes de solidaridad que impidan su individuación como diferente, lo que constituye la 

prueba de su carácter foráneo. En el fondo, los que ejercen el poder saben que pueden operar con impunidad 

para aislar y sujetar al forastero. 

 

El poder civilizatorio en el continente americano ha venido estableciendo una serie de ordenamientos para 

reglar la actividad gubernativa con los extranjeros. En principio, la legislación se inició reconociendo al 

migrante como humano, es decir lo incluyó como sujeto de derechos humanos, le reconoció las mismas 

garantías de que gozaba la ciudadanía. En un segundo momento, los gobiernos comienzan a tratar el tema 

conectándolo con las relaciones que se mantienen con los otros Estados. Y finalmente, la legislación se 

convierte en un asunto de gobierno interno. Es decir, la legislación migratoria integra una parte del derecho 

público en el ramo de la seguridad. Actualmente se debate entre ser considerada un tema de orden público o 

de derechos humanos. 

 

La reconstitución de los diferentes momentos, fijados en las leyes, no es ociosa pues descubre una compleja 

negociación entre el grupo hegemónico que controla al gobierno y otras fracciones sociales que pugnan por 
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ganar influencia política. La legislación consiste entonces en un acuerdo estratégico del grupo hegemónico 

para darle dirección al Estado. Más todavía, estos ordenamientos legales son fruto del imaginario del grupo 

hegemónico para conformar un ideario que movilice la conciencia de los ciudadanos hacia la conformación de 

un patrón de respuesta frente a los extranjeros. No obstante, las funciones concretas de represión y coerción se 

le encargarán a una oficina con su séquito de funcionarios y guardianes. 

 

Para analizar la regulación estatal guatemalteca, se ha preferido partir de una secuencia de fases de creación 

de diferentes ordenamientos estatales. La secuencia puede ser sujeta a futuros cambios pero en gran parte 

busca establecer que se han organizado distintos pactos políticos o al menos propuesto por parte de quien 

ejercía y buscaba la legitimidad política. Evidentemente, aunque se fija el inicio de la periodización con la 

independencia, se considera que de esa manera se recoge mejor los cambios del discurso legal. De la misma 

manera que se ha acusado a quienes hegemonizan en política la ambigüedad para fijar el pasado, en este caso 

sucede lo mismo pero sin perseguir fines aviesos. En efecto, se trata en la medida de lo posible de señalar que 

los ordenamientos legales tienen un carácter republicano; es decir, que en el fondo ameritarían ser 

sancionados por la ciudadanía. Que no lo hayan sido o lo fueran sólo parcialmente, busca insistir en la 

necesidad de incidir en el futuro. La regulación migratoria debe no sólo ser conocida sino transformada 

cuando se constituya una acción dirigida a reconocer en cada humano a un semejante. No se trata de una 

afirmación superficial sino está dirigida a asumir una perspectiva humanista en el trato cotidiano. 

 

Las personas en la actualidad confían en el estado civilizatorio del planeta para poder ser reconocidos como 

humanos. Tal calidad les permite convivir con otras personas de buena voluntad sin ser objeto de agresión 

alguna. Fuera de los lugares donde priva la agresividad generalizada como forma de obtener ventajas de los 

semejantes tal como sucede en barrios salvajes de las megápolis, regiones violentas de países empobrecidos o 

territorios en disputa bélica, se espera que la humanidad pueda cohabitar y colaborar para mejorar su vida. No 

obstante en la organización de los Estados modernos y en especial en los más desarrollados, permanece toda 

una gama de temores al diferente y sentimientos de territorialidad que siguen oponiendo a las personas, en 

especial a los que se definen como extranjeros. Se han establecido mecanismos de diferenciación humana, 

ciudadanos de segunda clase y personas que pueden ser sujetas de abuso por el poder público. Tal estatuto ha 

llegado a ser tan infamante que muchos consideran que es una forma de racismo; pues esa actitud estatal, se 

generaliza muchas veces a toda la población que adopta una actuación conjunta de hostilidad contra las 

personas extrañas. Los viajeros, en especial, son vistos como distintos, apreciados únicamente para obtener 

algo de su riqueza u odiados por ostentar su pobreza y estar en busca de una mejor suerte. Se ha ido 

igualmente difundiendo la convicción que todas estas personas deben estar sujetas a regulación, control y 

explotación por su extranjería. Por estas razones, el análisis de la regulación legal es un campo ilustrativo de 

todos estos miedos, envidias y odios ocultos, cuyo fondo es un sentimiento de inferioridad que busca 

compensarse con la agresión. 

 

El concepto de extranjero proviene del latín extraneus, extraño. Sabido es que los pueblos de la antigüedad 

pueden ser tachados de poco tolerantes hacia el extranjero. Uno de los textos más influyentes de la cultura 

occidental judeo cristiana, se basa en la idea de un pueblo elegido frente a los demás. De donde, muchas ideas 

xenófobas actuales tienen asidero hasta en consideraciones religiosas: sobre todo, entre los grupos religiosos 

fundamentalistas o renacidos. La exaltación racial con la consiguiente denigración de los demás, ha sido un 

elemento presente en el odio al foráneo. 

 

En la Grecia antigua, los extranjeros eran llamados bárbaros porque se consideraba a su forma de hablar como 

una repetición de la palabra ‘bar’, o sea se hacía escarnio de los forasteros, afirmando que apenas conocían 

una sílaba. Todavía más, entre las ciudades griegas, las disposiciones para testar, ocupar cargos políticos 

estaban afectadas si se era nativo de una ciudad distinta. En la Roma antigua, se utilizó el término extranjero 

para referirlo a quienes no gozaban de todos los derechos de la ciudad, no obstante había varias categorías en 

ese estado. En efecto, el bárbaro o enemigo era extranjero con relación a los miembros del imperio, el 

peregrino era extranjero con relación a los ciudadanos romanos. No obstante se reconoció un ius gentium así 
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como se nombró un pretor peregrinus para resolver, con base en ese derecho, los litigios que involucraban a 

los extranjeros.
2
 

 

Actualmente con base en evidencia arqueológica, se considera que a partir del siglo III de nuestra era, en los 

pueblos mayenses así como en sus vecinos del centro de México, coexistían pueblos de nacionalidades 

diferentes tanto en el nivel regional como en las grandes ciudades. El carácter destructivo de la invasión 

española del siglo XVI no permite tener mayor idea de la manera como se relacionaban las personas 

pertenecientes a diferentes etnias. Sin embargo, el análisis de las leyes sobre el tema en Guatemala puede ser 

un campo ilustrativo para mejorar la comprensión sobre el origen del miedo al diferente y la actitud agresiva 

que origina. 

                                                           
2
 Cfr. Miguel Arjona Colomo. Extranjero. En Carlos E. Mascareñas, comp. Nueva enciclopedia jurídica. 

Barcelona: Editorial Francisco Seix, S. A., 1958. Tomo IX preparado por Buenaventura Pellisé Prats. Páginas 

403 a 407. 
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II. Antecedentes de la consideración jurídica del 

extranjero 
 

La regulación legal de la extranjería en el continente americano tuvo como antecedente a la legislación 

colonial así como la establecida en España. En efecto, el Estado era heredero de un proceso de colonización 

que había dejado escindido al país sobre una base racista. Cuando los castellanos expandieron el imperio 

español consideraron a los pueblos que oprimían como diferentes. La oposición entre los invasores frente a 

los indios marcó todo el período colonial con su carga de trabajos serviles, prohibición y escamoteo de 

derechos así como intentos por establecer un régimen de castas. 

 

A. La reconquista española como inicio de la extranjería 
 

La base racista de la colonización se debió en gran parte a las ideas formadas durante la Guerra de 

Reconquista. Los castellanos triunfantes en ese largo proceso bélico terminaron endureciendo su regulación 

legal contra los extranjeros. Curiosamente, cuando la iniciativa en las guerras localizadas pasa del bando 

musulmán al cristiano, no existía la idea de diferenciar a las personas por su origen territorial. En efecto, 

desde el siglo XIII cuando coexistían cristianos, moros y judíos en un territorio caracterizado por la guerra y 

el botín, las reglas sobre el particular eran más tolerantes. En efecto, en 1255, el Fuero Juzgo atribuido a 

Alfonso X, El Sabio, reconocía la libertad de credos, prohibía la coacción para forzar al cambio de religión y 

otorgaba amplia libertad a los peregrinos sin considerar su origen territorial, además se concedían libertades 

de comercio y de petición ante los tribunales. En las Siete Partidas, se insiste en la protección al extranjero en 

especial a los mercaderes. 

 

El triunfo de la casta cristiana en la guerra de reconquista dio lugar a la elaboración del concepto de 

ciudadano y por ende su contrario: el extranjero. Los reyes católicos, Isabel y Fernando, consideraron 

súbditos en la península a quienes abrazaban la fe cristiana, de donde resultaron extranjeros aquellos que 

habían vivido en sus dominios con una confesión distinta. Las expulsiones en 1492, 1502 y 1609, de judíos, 

moros y moriscos se explican por la consideración de la nueva nacionalidad española. El costo social de esta 

expulsión que pretendía conseguir la unidad nacional es objeto de debates. La pérdida de agricultores, 

artesanos y científicos se dice que es una de las causas de la decadencia del imperio español. Al privilegiar a 

la casta cristiana dedicada a la guerra, la producción quedó a la deriva y la economía decayó. 

 

Mientras las personas del pueblo eran consideradas extranjeras en la tierra donde habían nacido y donde sus 

ascendientes habían habitado por varias generaciones, la nobleza tenía un trato diferente. Para acceder a 

bienes de lujo, se levantó en 1493, la prohibición de ejercer oficios por los extranjeros en las Cortes de 

Barcelona, así como la prescripción del Usatge 136 ordena que se atienda con preferencia a los extranjeros en 

los litigios.
3
 

 

B. Las leyes de Indias y la consideración de los extranjeros 
 

Evidentemente, foráneos eran los invasores del continente americano. Sin embargo, se debe prescindir de esa 

consideración para fijarse en la regulación que se impulsó en el régimen colonial para definir a extranjeros 

                                                           
3
 Cfr. Miguel Arjona Colomo. Op. Cit. página 410. 
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fuera de los invasores. Entonces, se reputaron foráneos a los esclavos y a quienes eran súbditos de monarcas 

distintos a los españoles. Fueron los primeros, la cantidad más dilatada de extranjeros ya que la corona 

prohibió tempranamente, la esclavitud de los indios. 

 

Los esclavos fueron en su mayor parte originarios del África,
 4

 trasladados por una extensa red de negreros de 

distintas nacionalidades que los vendían en el continente americano. La condición de extranjería no se 

mantuvo por mucho tiempo pues la corona española deseosa de súbditos, ya que esta calidad aparejaba la 

tributación, reconoció en la Real Cédula del 27 de abril de 1574 a los manumisos como nuevos súbditos.
5
 Más 

todavía, en la Real Cédula del 29 de abril de 1577, reiterada en la ley 3, título 5 del libro 7 de la Recopilación 

de Leyes de las Indias de 1680, se dispuso que los mulatos y negros libres, vivieran con amos conocidos para 

que se pudiesen cobrar sus tributos. No obstante no fue un paso a la abolición de la esclavitud pues desde 

1527 se había establecido que los hijos de esclavos no nacían libres.
6
 

 

A pesar de reconocérseles la calidad de súbditos plena o parcial, las personas de tez obscura estuvieron 

sometidas a medidas especiales. En efecto, el 29 de noviembre de 1602, se estableció en Real Cédula, “que 

los negros y mulatos libres, trabajen en las minas y sean condenados a ellas por los delitos que cometieren”. 

Igualmente en la ley 7 título 5 del libro 7 de la Recopilación de Leyes de Indias de 1680 reiteraba órdenes 

hechas desde 1551, que prohibían “que los negros y negras libres o esclavos (...) se sirvan de indios ni 

indias”.
7
 También se vedó legalmente desde 1571 el arreglo femenino, como se expresa cuando se niega a 

“las negras y mulatas horras (...) traigan oro, seda, mantos ni perlas.
8
 En contra, se admitió a mulatos y 

mestizos como escribanos así como que en la milicia no hubiere discriminación de los morenos libres.
9
 

 

La empresa colonial inicialmente se pensó abierta “a todos los súbditos y naturales del Imperio” según 

licencia del emperador Carlos V en 1525. Pero, los funcionarios castellanos que dominaban los aparatos 

burocráticos de la colonización, el Consejo de Indias y la Casa de Contratación de Sevilla, pugnaron siempre 

por la monopolización. Tal exclusividad suponía la negativa de establecerse en los territorios poblados, poblar 

nuevos territorios así como prohibición al comercio por sí o por interpósita persona a quienes no fueren 

castellanos. Los tratadistas de la colonización era unánimes en sostener esa pretensión. Así, en Real Cédula 

del 22 de febrero de 1549 dada en Valladolid se prohibió que sin dispensa particular pudieran los no naturales 

de los Reinos de Castilla y León obtener encomiendas. Un famoso cronista, Solórzano en su Política Indiana, 

afirma que los “extranjeros están prohibidos de passar a estas Indias por tantas Cédulas, y tan particulares 

razones como en ellas se expresan: a que añade Baldo en casos semejantes otra, de la que se teme y procura 

evitar que no escudriñen y sepan los secretos”.
10

 

 

No obstante, los extranjeros y los súbditos de otros Reinos de la península podían obtener carta de 

naturalización de los pueblos de Castilla y León para poder viajar a las Indias. Los requisitos fueron 

modificándose buscando hacer nugatoria la naturalización. Inicialmente se requería tener casa abierta y estar 

casado con mujer castellana por diez años, después se elevó el plazo a veinte años. Nuevamente se restringió 

la validez de las cartas de naturalización excluyendo a la Casa de Contratación de Sevilla, concentrando la 

concesión de naturalizaciones en el Consejo de Indias. El 11 de octubre de 1618 se estableció que los 

extranjeros podían viajar sólo si su fortuna se elevaba a cuatro mil ducados certificados en escritura pública y 

no en información testifical. En la Recopilación de Leyes de Indias de 1680 se ordenó que los extranjeros, 

                                                           
4
 Cfr. José María Ots Capdequí. Manual de historia del derecho español en las Indias. Buenos Aires: 

Editorial Losada, S. A., 1945. Página 265 a 267. 
5
 Ratificada el 5 de agosto de 1577 y el 21 de octubre de 1592, recogida en la ley 1, título 5 libro 7 de la 

Recopilación de Leyes de Indias de 1680. 
6
 Reales Cédulas del 11 de mayo de 1527, 20 de julio de 1538 y 26 de octubre de 1541, reiteradas en la ley 5, 

título 5 del libro 7 de la Recopilación de Leyes de Indias de 1680. 
7
 Reiteración de las Reales Cédulas del 11 de noviembre de 1551 y 14 de junio de 1589. 

8
 Reiteración en la ley 28, título 5 del libro 7 de la Recopilación de Leyes de Indias de 1680 de la Real Cédula 

del 11 de febrero de 1571. 
9
 Reales Cédulas del 15 de noviembre de 1576 y 7 de junio de 1621 recogidas en la ley 40, título 8 del libro 5 

de la Recopilación de Leyes de las Indias de 1680; y Reales Cédulas del 21 de julio de 1623 y 19 de marzo de 

1625 recogidas en las leyes 10 y 11, título 5 libro 7 de la misma recopilación. 
10

 Citado por José María Ots Capdequí, Op. Cit. página 186. 
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“aunque lleven licencias no pasen de los puertos y vendan en ellos mercaderías; que ningún extranjero rescate 

oro ni plata ni cochinilla; que en las Indias no se admita trato con extranjeros, bajo pena de la vida y 

perdimiento de los bienes”. A pesar de lo normado, los extranjeros pudieron siempre viajar al continente 

americano como lo prueba la manuscrita Colección Belmonte. En otras palabras, las prohibiciones eran sólo 

para alimentar la corrupción, la compra de cartas, cohecho de inspectores, jueces etc. Más aún, los extranjeros 

pudieron regularizar su situación por composición de tiempo en tiempo, cuando la corona se veía en apuros 

económicos. 

 

La pretensión castellana de exclusividad no pudo concretarse en los hechos. El 28 de abril de 1553 y el 3 de 

noviembre de 1581 se reconoció a los navarros beneficios eclesiásticos en las Indias. El mismo Solórzano 

señala que los aragoneses nunca fueron obligados a composición a pesar de ser extranjeros en las Indias. En la 

Recopilación de Leyes de Indias de 1680 se consideró naturales además de los navarros a los valencianos, 

catalanes, aragoneses, mallorquines “y los demás de aquellas Islas”. En contra de lo que en esa misma 

recopilación se había establecido pues se negó la capacidad de contratación para los extranjeros en las 

Indias.
11

 La realidad demuestra lo contrario, pues los negocios efectuados en los puertos, involucran a 

franceses, alemanes, ingleses, flamencos y sobre todo a genoveses, florentinos, corsos, milaneses y 

napolitanos que por medio de la banca financiaban las operaciones comerciales, destacan en estos negocios 

las familias Grimaldos y Centuriones de acuerdo con el Archivo de Protocolos de Sevilla.
12

 

 

C. Modificación de la extranjería en el imperio español 
 

Los tratados firmados por España como el del paz de los Pirineos y el de Ryswick (1697) obligaron a 

reconocer más derechos a los extranjeros. Así, la nueva dinastía borbónica impulsó agregados a la 

consideración de los extranjeros. En efecto, en 1767, se asientan 6 mil colonos alemanes y flamencos, 

católicos, labradores y artesanos en Andalucía en especial cerca de la Sierra Morena. En 1768 se admite a 

colonos griegos que emigran desde Córcega aceptando que mantengan su idioma. 

 

Por orden de Carlos III en 1791 se restringen los derechos a los extranjeros pues se ordena que todo foráneo 

sea investigado, ya sea transeúnte o domiciliado. A los transeúntes se les solicitaba un juramento de sumisión 

al soberano y leyes de policía bajo apercibimiento de expulsión. En 1805, se establecieron los jueces 

conservadores que eran los encargados de atender los reclamos de extranjeros en el marco de los tratados. Así 

mismo, se regula la concesión de las cartas de naturaleza que debían ser aprobadas por las ciudades y villas 

con votos de las Cortes. 

 

En el siglo XIX se generalizó la idea que los extranjeros que se encontraban en una entidad política gozaban 

de asilo. Se trataba de afirmar que en el territorio de un país se seguían los principios cristianos o 

humanitarios. En España se suprimió el fuero de extranjería el 6 de diciembre de 1868. Ya en esa época, se 

había emancipado de la monarquía la mayor parte del continente americano. 

                                                           
11

 Leyes 29, 30, 31 título 27 Libro 9 y 13, 14, 15 y 32 título 41, libro 9 de dicha recopilación. 
12

 Cfr. José María Ots Capdequí. Op. Cit. página 187 a 191. 
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III. Consideración general de los extranjeros en 

las primeras constituciones 
 

A casi 200 años de la constitución de repúblicas en el continente americano, las pasiones que despertó ese 

movimiento han amainado y en su lugar aparece una valoración más clara sobre la amplitud social que 

tuvieron las ideas de la ilustración sobre las elites independentistas.
13

 Dejando fuera la enumeración de otros 

motivos económicos y políticos que determinaron al movimiento emancipador, la popularidad adquirida por 

las ideas en favor de una ciudadanía libre contrastaba con la decadente exaltación de unos monarcas 

irresponsables de sus decisiones frente a sus súbditos, sin territorio que cuidar sino ávidos de encontrar reinos 

para gozar abusivamente de sus riquezas. 

 

La fuerza de la nueva nacionalidad, se suponía, sólo podía radicar en una nueva moral, en todo superior a la 

del antiguo régimen colonial español. Así, la ciudadanía se basaba en el reconocimiento de la calidad humana 

para todos. Aunque era obvio que los lazos de sangre y territorio eran importantes, debía también tener lugar, 

las acciones que beneficiaban a los demás, vale decir: a la república. En consecuencia, eran compatriotas, los 

que sin haber nacido en el lugar, manifestaban su voluntad libre de defender y engrandecer al pacto político 

frente al despotismo de los tiranos. Todavía más, cualquier perseguido, los esclavos, las masas hambrientas 

del mundo; en fin, todo el género humano podía cobijarse en brazos de la libertad de los países del continente 

que había dejado de ser las Indias para pasar a constituirse en América. En la convocatoria al congreso de 

Panamá que buscaba la defensa del nuevo orden político, Bolívar transmite la intensa emoción que se vivía en 

ese momento de cambio: “Nada ciertamente podrá llenar tanto los ardientes votos de mi corazón como la 

conformidad que espero de los gobiernos confederados a realizar este augusto acto de la América”.
14

 

 

A. Apreciación legal de los extranjeros en el período 

preindependiente 
 

El orden jurídico colonial se trastocó con la invasión napoleónica de la península ibérica. Por una parte, la 

constitución dictada por José Napoleón, juzgaba como súbditos a todos los residentes en el territorio del 

imperio. La naturalización fue regulada expresamente en el artículo 125 de ese cuerpo legal también conocido 

como Constitución de Bayona, lugar donde fue dictada el 6 de julio de 1808. Allí se establecía que quienes 

prestaran servicios importantes al Estado, los que por talento, invención o industria, dueños de grandes 

establecimientos o propiedades que paguen cincuenta pesos podrían adquirir el derecho de vecindad. Para el 

efecto debían realizar un trámite ante el Ministro de lo Interior que corría audiencia al Consejo de Estado. 

 

En contra, la Constitución Política de la Monarquía Española estableció en el artículo quinto claramente y con 

un criterio amplio a quienes debía entenderse como españoles: 1º. Los hombres libres nacidos y avecindados 

en los dominios de España y sus hijos; 2º Los extranjeros con carta de naturaleza otorgada por las cortes; 3º 

Los extranjeros con diez años de vecindad sin necesidad de la carta de naturaleza; 4º Los libertos en las 

                                                           
13

 Mas todavía, en Guatemala, la historiografía reciente con raíces ligadas al pensamiento conservador ha 

promovido una actitud revisionista que muchas veces cae en la denigración de la emancipación americana. 
14

 Simón Bolívar. Invitación a los gobiernos de Colombia, México, Río de la Plata, Chile y Guatemala a 

formar el congreso de Panamá. En José Pijoan, comp. Historia del mundo. Barcelona: Salvat Editores, S. A., 

1978. Página 43. 
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Españas. De esta manera, la Constitución de Cádiz del 2 de mayo de 1812, se mostraba más generosa que su 

opuesta. La residencia y la obtención de la libertad para los esclavos eran formas novedosas sin intervención 

de órganos de gobierno que otorgaban la nacionalidad. Además, la Constitución de Cádiz ordenaba como 

deber de los españoles “a ser fiel a la Constitución, obedecer las leyes y respetar las autoridades establecidas” 

en su artículo séptimo. De donde no es de extrañar, que uno de los primeros actos del Rey Fernando Séptimo, 

al recibir nuevamente el trono en parte debido a la insurrección popular, fuera abolir la constitución y 

prepararse a gobernar sin limitaciones legales. 

 

En consecuencia, los caudillos independentistas estaban claramente de parte de la razón y en contra de la 

tiranía. En 1809, además de los pensadores liberales nativos del continente, cientos de ciudadanos franceses 

esparcían las ideas republicanas revolucionarias en lo que dejaba de ser Las Indias. La presidencia de 

Jefferson en los Estados Unidos de América expresaba claramente sus simpatías por los revolucionarios 

latinoamericanos y los cabildos abrazaban la idea de autogobierno. El reino de Guatemala se unió a esta 

marea histórica e inició la formación de una república. 

 

B. Regulación durante la República Federal 
 

La importancia concedida a los extranjeros quedó manifestada desde el primer momento de las deliberaciones 

republicanas federales en Centroamérica. En efecto, antes de realizar su encargo constitucional, la Asamblea 

Nacional Constituyente aprobó una ley para permitir la inmigración con base en contratos que habrían de 

celebrar los Estados con particulares para asentar no menos de 15 familias provenientes del extranjero. Aparte 

de las ventajas que se les otorgarían a los contratistas se señaló que los terrenos deberían ser cultivados por lo 

menos por ocho años, así como podían acrecentar el área de laboreo durante ese período en otros sitios 

baldíos.
15

 

 

Esa intención legislativa fue claramente plasmada en la regulación sobre los extranjeros que se encuentra en 

la Constitución de la República Federal de Centroamérica del 22 de noviembre de 1824. Allí, la Asamblea 

nacional constituyente declaraba: 

 

Artículo 12.- La República es un asilo sagrado para todo extranjero y la patria de todo el que quiera 

residir en su territorio. 

 

En la federación hubo mucho trecho entre lo declarado y la realidad. A pesar de que se norma: 

 

Artículo 13.- Todo hombre es libre en la República. No puede ser esclavo el que se acoja a sus leyes, 

ni ciudadano el que trafique en esclavos. 

 

En el mes de mayo de 1825, más de cien esclavos se desplazaron desde Belice hacia Guatemala para 

conseguir su libertad. Manuel José Arce, presidente de la federación, en vez de otorgar el asilo ordenó su 

devolución.
16

 Ciertamente algunos diputados liberales se opusieron o trataron de enervar la medida 

sujetándola a condiciones. No obstante, el superintendente inglés de Walis (el actual Belice), un negrero, 

había medido la altura cívica del gobierno de la federación. La impunidad en la violación de los derechos en 

materia migratoria se inaugura con este vergonzoso episodio. 

 

La federación reconocía como nacionales a los naturales del país mayores de diez y ocho años siempre que 

“exerzan alguna profesión útil o tengan medios conocidos de subsistencia” como se establece en el artículo 

14. También eran nacionales los nacidos en el extranjero cuyos padres estuvieren al servicio de la federación 

                                                           
15

 Cfr. William J. Griffith. Proyectos de colonización. En Jorge Luján Muñoz, comp. Historia General de 

Guatemala. Guatemala: Asociación de Amigos del País, Fundación para la Cultura y el Desarrollo, 1995. 

Página 317. Tomo IV. 
16

 Parece ser que no todos los esclavos acataron la orden de expulsión dictada por Arce pues algunos 

permanecieron en el país. Según afirma el Times del 7 de enero de 1826. Cfr. Alejandro Marure. Bosquejo 

histórico de las revoluciones de Centroamérica. Guatemala: Editorial del Ministerio de Educación Pública 

“José de Pineda Ibarra”, 1960. Página 259. Biblioteca guatemalteca de cultura popular volumen 36. 
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“o quando su ausencia no pasare de cinco años y fuere con noticia del gobierno”, tal como señala el artículo 

16. Aunque no hacía falta se reguló en el artículo 19 que cada uno de los ciudadanos de los Estados que 

componían la federación tenían “expedito el exercicio” de la ciudadanía, pero lo importante era que la 

normativa también estableció la pérdida de la ciudadanía. 

 

Artículo 20.- Pierden la calidad de ciudadanos: 1º, Los que admitieren empleo o aceptaren pensiones, 

distintivos o títulos hereditarios de otro gobierno; o personales sin licencia del Congreso; 2º, Los 

sentenciados por delitos que según la ley merezcan pena más que correccional, si no obtuvieren 

rehabilitación. 

 

De esa manera, los títulos nobiliarios aparejaban la exclusión de la república, los únicos honores extranjeros 

que podían ostentarse debían ser autorizados por el Congreso. El artículo 21 también suspendía los derechos 

ciudadanos por proceso criminal, por ser deudor fraudulento o deberle a la hacienda pública bajo 

requerimiento judicial, los viciosos, los judicialmente declarados incapaces y los sirvientes domésticos. En 

consecuencia, establecía el artículo 22, sólo los ciudadanos en ejercicio pueden obtener “oficios en la 

República”. 

 

La concesión de cartas de naturaleza estaba confiada al Congreso federal, en el artículo 15 para todos aquéllos 

que lo solicitaran y que según el inciso 1º, hubieren hecho servicios relevantes a la nación y designados por 

ley; o según el inciso 2º fuesen científicos inventores; de forma menos espectacular, el inciso 3º indicaba la 

vecindad de cinco años; y el 4º, cuando por tres años vinieren a radicarse con sus familias, contrajeren 

matrimonio o adquirieran bienes raíces por un valor determinado en la ley. Se equipararon por el artículo 17, 

como ciudadanos naturalizados, a los extranjeros y en especial españoles, que al momento de la 

independencia, la juraron. Así como ordenaba que cualquier ciudadano de los países americanos que 

manifestara su deseo de naturalización se le tuviere por tal, en el artículo 18. 

 

El 19 de junio de 1834 fue instalada la capital en San Salvador por Francisco Morazán, aunque la 

reorganización federal necesitaba de reformas a la Constitución, mantuvo lo normativo sobre extranjeros y 

nacionales. La federación y, en especial, el gobierno de Gálvez, convino con compañías inglesas la 

colonización de la costa caribeña del Estado. En 1837, la compañía Verapaz que había atraído a 220 colonos 

ingleses había quebrado y éstos en su mayoría ya no se encontraban en el territorio.
17

 

 

La disolución de la federación en 1839, provocó que el Presidente del Estado de Guatemala, Mariano Rivera 

Paz estableciera en el Decreto Número 76 del 14 de diciembre de ese año, la ciudadanía guatemalteca en base 

al ius soli según la sección 2, artículo 1º. El régimen existente en Guatemala se encuentra bajo el dominio 

militar de las huestes conservadoras de Rafael Carrera. El nuevo pacto político tiene un alcance limitado cuya 

característica sobresaliente consiste en dejar de lado los lazos centroamericanos y establecer un nuevo 

Estado.
18

 

                                                           
17

 Cfr. W. J. Griffith. Op. Cit. página 323. 
18

 El nuevo régimen conservador constituye la segunda república pues los ciudadanos se integran en un nuevo 

pacto u organización constitucional, se reordena la hegemonía y la situación de los grupos subalternos. La 

Iglesia Católica Romana renova su influencia y poder. 
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IV. La extranjería en la República de Guatemala 
 

El fracaso del proyecto federal en Centroamérica puede acreditarse a muchas razones; lo contrario: la 

secesión, el fraccionamiento, es claro que tiene que adjudicarse a nefastos caudillos que impulsaron el 

desorden sin ningún proyecto político más que su ambición de lucro y poder personal. Así, la única 

posibilidad de estabilización política estuvo dada por las posiciones conservadoras. Cuando se recuperó la 

gobernabilidad, hubo posibilidad de pensar en regular la migración. Por esas fechas, los proyectos iniciados 

durante la federación para atraer colonos entraban en decadencia. Así, el poblado de Abbotsville realizado en 

una segunda intentona de la compañía Verapaz, a principios de 1842 tenía entre 120 y 125 habitantes, de ellos 

sólo una veintena eran colonos extranjeros y el resto garífunas.
19

 Estos habían llegado al país después que en 

1802, Marcos Monteros, haitiano, se estableció en lo que se transformaría en la aldea de Livingston en 1834 

cuando ingresaron un número grande de garífunas que se empleaban de leñadores.
20

 El negocio de la madera 

era de apropiación privada por parte de los funcionarios públicos de la Federación. 

 

A. La nacionalidad y los extranjeros en el régimen 

conservador 
 

El régimen conservador modificó la política de inmigración y de nacionalidad. Se sabe que en 1865 

desembarcaron algunos finqueros confederados con esclavos que quizás fijaron su residencia en Belice. Otros 

norteamericanos también llegaron coincidiendo con esos acontecimientos. No obstante, el proyecto más 

espectacular del régimen conservador fue una convergencia de los deseos imperialistas belgas que envidiaban 

la expansión holandesa en el continente americano en lo que hoy es Surinam y la nueva hegemonía 

conservadora que pretendía un proyecto diferente a los realizados durante la federación. 

 

1. La Comunidad La Unión 
 

Debido a la insistencia guatemalteca que se tratara de inmigrantes católicos, la comuna tuvo a un jesuita como 

director espiritual, el padre Pierre-Joseph Walle que en cuanto arribaron los colonos al país, abandonó a su 

grey para irse a vivir a la capital de Guatemala. Además, la comuna fue integrada de manera vertical por el 

Ministro de Interior y el Ministerio de Relaciones Exteriores, quienes encargaron respectivamente a August 

T’Knit de Roodenbeck y a Marcial Cloquet como gestores de la empresa. Para evitar complicaciones oficiales 

se organizó una compañía privada, la Compagnie Belge de Colonisation que integró un cuadro directivo 

formado fundamentalmente por militares. La corrupción estuvo presente en todos los niveles a lo largo de la 

realización del proyecto.
21

 

                                                           
19

 Cfr. W. J. Griffith. Op. Cit. página 327. 
20

 El nombre de Marcos Monteros aparece en los registros históricos de Chiquimula. En la tradición oral, se le 

llama Marco Sánchez Díaz, como aparece en folleto turístico anónimo, editado para celebrar 200 años del 

primer asentamiento. Ambas fuentes coinciden en que era haitiano y su nombre era Marcos, el apellido debió 

haber sido de origen francés. 
21

 Actuales investigaciones históricas basadas en la tradición oral demuestran que el reclutamiento se hizo con 

engaños y corrupción. Mientras los ministros presentaban planes formales para escamotear dinero en 
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El director general no soportó ni siquiera el viaje pues falleció en la travesía. En junio de 1843 desembarcaron 

59 colonos en la bahía de Amatique. Entonces, se eligió al encargado agrícola, Capitán T. Phillipot, como 

director general, que de entrada afirmó que el cofre con los fondos iniciales tenía un faltante y el resto lo 

despilfarró a manos llenas lo que puso al borde de la quiebra a la llamada Communauté de l’Union 

(Comunidad la Unión). Por ello, el director espiritual hizo valer un documento secreto que consignaba que 

podía asumir la dirección en caso de problemas, pero renunció en febrero de 1844. 

 

Entonces, la colonia abandonó su carácter religioso para adquirir un carácter militar. Pero tal régimen no 

estabilizó la situación sino sólo incrementó los conflictos y la corrupción. En julio de 1844, los colonos 

llegaron a alcanzar la cantidad de 848 personas. Desde febrero hasta septiembre de 1844, una parte de las 

provisiones de los 11 barcos que envió la compañía belga de colonización fue vendida de contrabando en el 

mercado negro. Los militares encargados entraron en rencillas por el monopolio del contrabando así como por 

involucrar a otros inmigrantes de diversas nacionalidades especialmente alemanes en los planes de 

colonización. 

 

Los pobres colonizadores, gente del pueblo belga, languidecían agobiados por el clima, el desconocimiento 

del trópico americano y las enfermedades. Los directivos militares los acusaban de fingirse enfermos a pesar 

de que murieron 151 colonos. Así, muchos empezaron a desertar hacia Honduras que ofrecía acogerlos o se 

embarcaban en los barcos que tocaban Belice. A finales de año, la población en la comuna era de 250 

habitantes, que se sublevaron contra el Mayor Scevole Guillaumot, oficial francés al servicio de la corona 

belga. Éste partió con todos los fondos de la comuna y encargó al Capitán Dorn la dirección de la misma. 

Mientras tanto, el Barón C. G. A. Bulow, primer director militar de la comuna, intrigaba ante el parlamento 

belga culpando a la inclinación socialista de los comuneros del fracaso. El parlamento decidió ordenar que se 

cambiara al régimen de libre empresa y suprimió el aval gubernamental para los préstamos que había 

contraído la Compagnie Belge de Colonisation. Bulow regresó a Guatemala buscando vender los terrenos que 

quedaban abandonados so pretexto de impulsar la propiedad privada pero la muerte de 56 colonos más a 

mediados de 1845, provocó que el cónsul francés sugiriera al gobierno belga la repatriación de los 

inmigrantes. La comunidad había desaparecido y Bulow se dedicaba a estafar emitiendo pagarés e 

incrementando el contrabando. 

 

Finalmente, en junio de 1846, Edouard Blondeel van Cuelebroucke, enviado por el Ministerio de Relaciones 

Exteriores, propuso al gobierno de Guatemala que la república le cediera un territorio para crear una colonia o 

protectorado belga a cambio de una carretera desde el puerto de Santo Tomás hasta el puerto fluvial de 

Gualán, por medio de un préstamo de dos millones de francos a 25 años y con un interés del 12%. A pesar de 

que el gobierno conservador de Guatemala aceptó la firma del tratado, su proponente, el aristócrata Blondeel 

rehusó firmarlo. En enero de 1847, el parlamento ordenó el cese de pagos a los oficiales militares belgas, en la 

seguridad que se trataba de un mal negocio establecerse en tierras que enajenaban los conservadores 

guatemaltecos, de donde regresaron 60 colonos y el pueblo quedó poblado con hijos de los inmigrantes, 

menores de edad en su mayoría y algunos huérfanos, así como unos pocos que no quisieron volver. En 1851, 

sólo quedaba una bodega que sin personal, cerró operaciones al año. El entonces presidente Carrera no se 

resignaba a perder el negocio de enajenar el territorio nacional de donde no ejecutó el decreto legislativo que 

declaró insubsistente el contrato entre el país y la compañía belga sino después de una espera de tres años. 

 

2. Legislación sobre nacionalidad 
 

Un cambio importante en la regulación de la nacionalidad ocurrirá en el régimen conservador. Convocada el 

24 de mayo de 1848, la Asamblea Constituyente de Guatemala decreta un Acta Constitutiva de la República 

de Guatemala, el 19 de octubre de 1851. El acta es promulgada por el Jefe de Estado, Mariano Paredes que 

prepara el ascenso de Rafael Carrera a la presidencia del país. Allí, se regula la nacionalidad con un criterio 

amplio. En principio se aplica el criterio de conceder la nacionalidad a quienes se encontraban en el territorio 

al momento de la independencia. No había necesidad de jurarla o hacer petición de nacionalidad. En 

consecuencia se suponía la voluntad para todos los que no protestaron la declaración y permanecieron en el 

                                                                                                                                                                                 

supuestos preparativos, en galpones se reclutaban con mentiras a obreros sin hogar desesperados por su 

situación. Cfr. Documental cinematográfico. La Vera Paz. Migración belga a Guatemala. 2001. 
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territorio. Además, se partía de que el espacio nacional anterior a la independencia era el del imperio español 

y por lo tanto mientras no se hubiera declarado la independencia, no había nacionalidad guatemalteca. 

 

También se incluye el ius sanguinis, al considerar a los hijos nacidos en el extranjero de guatemaltecos como 

tales. La importancia que tuvo el tema aparece de entrada en el acta constitutiva: 

 

Artículo 1º. Son guatemaltecos todos los que hayan nacido en la República o que se hallaban en ella 

al tiempo de hacerse su independencia de la España. Los hijos de padres guatemaltecos, aunque 

hayan nacido en país extranjero.- Los naturales de los otros Estados de Centro América, 

avencindados en la República.- Los estranjeros naturalizados con arreglo a las leyes.- Son 

ciudadanos los guatemaltecos que tengan una profesión, oficio o propiedad que les proporcione 

medios de subsistir con independencia.- Se tienen también como naturalizados y ciudadanos los 

orijinarios de las Repúblicas hispanoamericanas, y de la monarquía española, que teniendo las otras 

calidades para el ejercicio de la ciudadanía, y residiendo en la República, fueren nombrados para 

algún cargo público, o empleo, si aceptaren el nombramiento.- La calidad de ciudadano se pierde por 

tomar armas contra la República, o por condenación a pena corporal, mientras no se obtenga 

rehabilitación.- Los derechos de ciudadano se suspenden por proceso criminal en que se haya 

proveído auto-motivado de prisión, por autoridad competente.- Por el estado de fallido, mientras no 

se declare la quiebra inculpable, o por ser deudor fraudulento, declarado por sentencia.- Por conducta 

notoriamente viciada.- Por interdicción judicial. 

 

Como se advierte todavía hay confusión entre nacionalidad y ciudadanía. Además, es curioso que se haya 

omitido la edad como requisito de ciudadanía. La naturalización también se flexibilizó pues bastaba ser 

nombrado para un cargo público para equiparar la nacionalidad. La pérdida de ciudadanía por cargos 

nobiliarios desaparece y en contra se establece que los levantados en armas contra la república sufrirán esa 

pena. Era lógico pues el Capitán General Don Rafael Carrera haría ostentación de Caballero de la gran cruz de 

la orden pontificia de San Gregorio Magno en la clase militar, Gran cruz de la de Guadalupe de México; 

Comendador de la de Leopoldo de Bélgica; etc. durante su presidencia vitalicia de la entonces recién fundada 

república de Guatemala. 

 

B. Inicio de la regulación migratoria como materia del 

Derecho Público. 
 

Correspondió a la reforma liberal realizar el deslinde de los conceptos de ciudadanía, nacionalidad y 

extranjería. La extranjería es una de las materias que muestra cómo la ideología liberal fue perdiendo 

coherencia en Guatemala. En unos temas como la regulación de las relaciones interculturales, la pérdida de 

coherencia fue casi inmediata.
22

 En el asunto de los extranjeros, hubo dos etapas: una de afirmación de los 

derechos humanos para todos seres humanos independientemente de su origen y finalmente el establecimiento 

de una política parasitaria y racista que continúa hasta la fecha. 

 

La reforma liberal es fruto de un movimiento armado que intentaba una transformación de las costumbres del 

país. Por ello, el estudio de la intervención del Estado en la migración constituye un campo ilustrativo de las 

presunciones que asumió la nueva dirigencia del país para lograr el progreso del país. 

 

                                                           
22

 El régimen conservador había declarado que los indígenas tenían falta de capacidad actual careciendo, en 

consecuencia, de ilustración para conocer y defender sus propios derechos, según la sección 2 artículo 3 del 

decreto número 76 de la Asamblea Constituyente convocada el 25 de julio de 1838 para establecer la 

Declaración de los derechos del Estado y sus habitantes que fue promulgada por Mariano Rivera Paz, 

Presidente del Estado, el 14 de diciembre de 1839. Los liberales en contra ignoraron el tema estableciendo la 

igualdad ante la ley pero renovaron el trabajo forzoso en 1877 con el Reglamento de Jornaleros. No lo 

iniciaban ya que los conservadores también habían sostenido el trabajo forzoso en sendas normativas de 1848 

y 1851. Pero la Reforma liberal se contradijo en este importante aspecto. Cfr. Jorge Skinner Klee, comp. 

Legislación indigenista de Guatemala. México: Instituto Indigenista Interamericano, 1954. 
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1. El destierro 
 

Los nuevos dirigentes iniciaron una lucha sin cuartel contra el clero. En parte influenciados por la reforma 

liberal mexicana y en parte por la alianza de la jerarquía eclesiástica con el régimen conservador, se tomó la 

decisión de expulsar a órdenes religiosas. Ya en 1829, Francisco Morazán había ordenado la expulsión de 

todas las comunidades religiosas del territorio de la Federación. Pero, el movimiento liberal de 1871, no sólo 

lo decretaría sino lo pondría en práctica, ya que aseguraba la orden de destierro apoderándose a la par, de los 

conventos. Justo Rufino Barrios ordena la expulsión de los jesuitas del occidente de Guatemala en julio de 

1871, y nuevamente Barrios y Miguel García Granados ordenan la expulsión de los jesuitas el 4 de septiembre 

del mismo año.
23

 La base de la expulsión consistía en culparlos de la agitación que en su contra realizaban 

personas prominentes en especial, mujeres. 

 

La determinación de los liberales quedó clara cuando el 22 de octubre se decretó el extrañamiento del 

arzobispo Bernardino Piñol y Aycinena acompañado también de un ayudante el obispo Mariano Ortiz 

Urruela.
24

 El uso de la expulsión del país se mostró eficaz para controlar la opinión pública pues en abril de 

1872, por medio del Decreto número 52 se estableció que todo el que hiciera discursos contra las autoridades 

podía ser extrañado.
25

 No le tembló la mano a Barrios para hacer ejecutar esta facultad pues en el Decreto 100 

del 2 de julio de 1873 extrañaba perpetuamente de la república al encargado del gobierno eclesiástico, el 

presbítero Francisco Espinoza y Palacios.
26

 Desafortunadamente, esas medidas que se presentaban como 

extraordinarias para conseguir la gobernabilidad solo favorecieron la aceptación de sucesivas dictaduras. 

 

La política de expulsar a opositores clericales tuvo una larga data en el país.
27

 Dejó de practicarse en el primer 

tercio del siglo XX. Pero reaparecería el destierro por parte de los gobiernos en contra de sus opositores 

acudiendo a la amenaza de cárcel que obligaba al exilio del opositor durante el resto de ese siglo. 

 

2. Atracción de inmigración 
 

Indudablemente, la imagen de progreso que proyectaron los Estados Unidos de América, EUA, sobre el resto 

del continente, fue fundamental para pensar en modificar las reglas que habían ordenado la vida social. 

Cuando las colonias emancipadas de la costa este de los EUA iniciaron su vida independiente, eran una 

reunión de aldeas, si se comparaban con las ciudades coloniales españolas que se convulsionaban con sus 

ansias de independencia. Cuando se celebró el centenario de la revolución americana en 1876, las ciudades, 

en ese entonces, eran las de la costa este de EUA mientras se habían convertido en aldeas, las capitales 

latinoamericanas. Un ejemplo es la ciudad de Chicago que pasó de medio millón de personas en 1880 a un 

millón en 1890. 

 

La sensación de decadencia que se compartía como parte del desintegrado imperio español produjo 

nuevamente la voluntad de reformar las instituciones. El modelo de los EUA era importante pues mostraba el 

empuje de una república que había sabido incorporar masas de inmigrantes y mantener instituciones 

democráticas fuera de consideraciones aristocráticas y clericales. 

 

Al momento de la independencia en 1776, los EUA tenían alrededor de 2 millones y medio de personas, en 

1789 eran 4 millones y en 1850 habían llegado a 23 millones de personas. Se estima que desde el siglo XIX 

                                                           
23

 Cfr. José Santacruz Noriega. Gobierno del Capitán General D. Miguel García Granados. Guatemala: 

Delgado, 1979. Páginas 113 y siguientes. 
24

 Cfr. Decreto Gubernativo No. 23, extraña al señor Arzobispo Doctor don Bernardino Piñol y Aycinena, 

octubre de 1871; y Decreto Gubernativo No. 24, extraña de la República al señor Don Mariano Ortiz Urruela, 

Obispo de Teya, octubre de 1871. 
25

 Cfr. Decreto número 52. Pena de extrañamiento a quien haga discursos contra las autoridades. Abril de 

1872. 
26

 Cfr. Decreto número 100. Extraña al señor Gobernador del Arzobispado, Presbítero Don Francisco A. 

Espinoza y Palacios, julio de 1873. 
27

 El último decreto gubernativo de expulsión es el Decreto 798 que extraña al arzobispo Don Luis Muñoz y 

Capurón, septiembre 1922. 
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hasta la década de 1920, cuando EUA restringió la inmigración, ingresaron alrededor de 36 millones de 

personas. Hasta 1880, los viajeros provenían de Irlanda, Alemania y los países nórdicos, después llegaron 

contingentes de Italia, Polonia, Grecia y el Imperio Ruso. El conteo de inmigrantes se inició en 1820, lo que 

permite señalar que en promedio en la década de 1830 ingresaban 20 mil personas al año y en la década de 

1850 ingresaban 260 mil personas anualmente. Después de la guerra civil, se pidió nombrar un comisionado 

para atraer a nuevos habitantes; de hecho, a partir de esa fecha, varios gobiernos estatales enviaron agentes 

que promovían la inmigración en varios puertos de Europa. El crecimiento poblacional favorecido por la 

inmigración se vio acompañado de una industrialización rápida acompañada de un incremento de las vías de 

comunicación. En EUA, había menos de 100 mil millas de vías férreas en 1880, para 1910 eran 250 mil 

millas.
28

 

 

Es cierto que la lucha contra el clero ha sido el aspecto más relevante en los estudios sobre la reforma liberal. 

Pero no debe pasarse por alto, que los liberales veían a los EUA como un modelo de desarrollo social. El 

asombro por el despegue económico de ese país era constatado por muchas personalidades liberales. Así por 

ejemplo, Miguel García Granados había vivido en la ciudad de New York y conocía personalmente la 

transformación que ocurría en EUA.
29

 Entre los finqueros del Soconusco se conocía la expansión de 

California después de la fiebre de oro y no pasaba desapercibido el empuje industrial, militar y político que 

había ganado en poco tiempo los EUA. Barrios seguramente estuvo cercano a esas reflexiones que tenían 

lugar en las tertulias de Tapachula, a donde solía acudir antes de su carrera revolucionaria.
30

 Tales ejemplos 

sugieren que esa actitud era general entre los liberales, de donde resultaba lógico llamar a la inmigración pues 

conllevaría la integración de una ciudadanía diestra en nuevas técnicas y artes que posibilitarían el progreso. 

 

La discusión del tema migratorio fue incluso anterior a la revolución de 1871; la enumeración puede iniciarse 

con la revista La Sociedad Económica que había tratado el tema en 1870, 1871, y en 1873 en varios artículos 

que reflejaban el pensamiento de los “amigos del país”, El malacate órgano al servicio del partido de Barrios 

había tratado el tema en 1872, el periódico oficial El Guatemalteco, también escribió en 1877 y1878, y 

finalmente también intervino la Revista de la Universidad de Guatemala en 1878.
31

 Como consecuencia de 

esta discusión, desde 1877, se suceden una serie de intentos por legislar en torno a la inmigración. Las 

diferentes iniciativas de ley, en ese sentido, sugieren la existencia de un debate que suponía rivalidades por 

controlar el proceso migratorio, obviamente para obtener ventajas. Finalmente, se aprobó un decreto para 

regular la misma. El decreto es el siguiente: 

 

Decreto Número 171 de J. Rufino Barrios, Jeneral de División y Presidente de la República de 

Guatemala. 

Considerando que es indispensable fomentar la inmigración en la República y que para lograrlo se 

hace necesario reglamentarla de una manera conveniente para que produzca los resultados que el 

Gobierno tiene en mira: 

Que la formación y emisión de tal Reglamento no puede hacerse desde luego, sino después de un 

detenido examen y estudio de la materia, para no dejar burlados los deseos del Gobierno, como ha 

sucedido con otras leyes anteriores sobre el mismo asunto, emitidas de momento y sin la meditación 

y consideración que su importancia exije: 

Que para el indicado Reglamento es preciso previamente formar un proyecto de trabajo que requiere 

el concurso de varias personas que tengan conocimiento de las leyes, usos y costumbres de los 

habitantes de las diversas naciones que pueden concurrir á la inmigración; y 

Que el establecimiento de una Sociedad con este nombre compuesta de nacionales y estranjeros, 

facilitará no solo esos trabajos preliminares, sino los ulteriores después de emitido el Reglamento, ya 

                                                           
28

 Cfr. United States of America en Compton’s Interactive Encyclopedia. San Francisco: Compton’s New 

Media, Inc. 1996. 
29

 Cfr. Miguel García Granados. Memorias del general Miguel García Granados. Guatemala: Editorial del 

Ministerio de Educación Pública, 1952. Biblioteca de Cultura Popular 20 de octubre. Tomo I. 
30

 Barrios visitó en 1882, Francia, Inglaterra, y las ciudades de Washington, Chicago y San Francisco, 

seguramente un anhelo juvenil que concreto en la Presidencia de igual manera que su matrimonio. 
31

 Cfr. Thomas R. Herrick. Desarrollo económico y político de Guatemala durante el período de Justo Rufino 

Barrios (1871-1885). Trad. Rafael Piedrasanta Arandi. Guatemala: Editorial Universitaria de Guatemala, 

1974. Página 156. 
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sea nombrando corresponsales en el esterior y poniéndose en relación con otras sociedades, juntas ó 

comisiones del mismo género, ó ya para dar informes y hacer publicaciones donde lo crea 

conveniente; 

Artículo 1o. Establecer en la Capital de la República una Sociedad llamada de “Inmigración”, 

compuesta de diez individuos, mitad nacionales y mitad estranjeros, con el carácter de socios 

propietarios y diez honorarios en la misma proporción de nacionales y estranjeros, cuya presidencia 

honoraria tendrá el Ministro de Fomento. 

Artículo 2o. Dicha sociedad nombrará entre sus individuos un Presidente, un Vice-Presidente y dos 

Secretarios, formará su reglamento interior y una vez organizada, procederá á la formación del 

proyecto de Reglamento y demás leyes sobre “Inmigración,” haciendo venir previamente de las 

repúblicas del Perú, Chile, Confederación Argentina y E.E. U. U. del Norte, cuantos reglamentos, 

leyes y disposiciones se hayan dado sobre la materia, á fin de que sirvan de base para el estudio que 

debe preceder á la formación del proyecto, con que oportunamente se dará cuenta. 

Artículo 3o. Cuando se haya emitido por el Gobierno el Reglamento de que se trata el artículo 

anterior, esta Sociedad se arreglará a lo que el mismo reglamento determine acerca de ella. 

Artículo 4o. El Ministro de Fomento queda encargado de la ejecución del presente decreto. 

Dado en el Palacio Nacional en Guatemala, á veinte de enero de mil ochocientos setenta y siete. 

 J. Rufino Barrios. 

 El Ministro de Fomento 

 Manuel Herrera. 

 

Como se observa, se trataba de integrar una comisión de trabajo estatal que se dedicara a promover la 

inmigración utilizando la experiencia de EUA, Argentina, Chile y Perú. Sólo había quedado un detalle muy 

importante sin regular que consistía en las dietas y recursos para que pudiera operar esa “Sociedad”. Para 

subsanar esa omisión, un mes después, el 25 de febrero de 1877, se establece un impuesto de un centavo sobre 

cada botella de aguardiente destilado en el país, a partir del primero de marzo de ese año, destinado a favor de 

la sociedad, así como declarar que se podía hacer uso de terrenos baldíos para asentar inmigrantes.
32

 

 

Las experiencias de inmigración en Guatemala habían tenido efectos atemorizantes para la oligarquía 

guatemalteca, ya sea por prejuicios raciales o porque consideraron que se atentaría contra la religión católica 

romana, pero todos los ensayos habían fracasado. Igualmente se sabía del fraude de Carlos Antonio Meany y 

Marshal (llamado Marcial en el país) Bennet en 1834, cuando solicitaron tierras baldías para la colonización y 

lo que hicieron fue explotar la caoba. 

 

La respuesta a la oferta del régimen liberal fue inusitada, pues ese año de 1877, llegaron sin previo aviso, un 

grupo grande de campesinos tiroleses. Estos fueron apresuradamente instalados en los alrededores de la 

ciudad de Guatemala, en Pamplona y Los Ocotes se asentaron estas familias austríacas que, contra lo 

esperado, no formaron un centro poblado sino un parcelamiento.
33

 Esta dispersión no gustó a las autoridades 

que, como se verá después, señalaron que en toda fundación debía haber un centro poblado. 

 

Por otra parte, los empresarios Luna y Tinoco embarcaron a 177 italianos hacia el país, los que arribaron al 

puerto de Livingston, el 22 de septiembre 1877. Los recién llegados, se inconformaron al encontrar la selva 

virgen desconocida por ellos, por lo que alegaron haber sido engañados y con su posterior comportamiento en 

algunas fincas, asustaron a los dueños pues los tacharon de forajidos. Los que permanecieron en Guatemala se 

ubicaron en pueblos del oriente y en la ciudad de Guatemala. Vale la pena anotar que esos lejanos hechos 

todavía conmovían a los intelectuales derechistas de Guatemala. Un buen ejemplo es el ministro de economía 

de algunos regímenes genocidas guatemaltecos, a fines del siglo XX, cuando escribe largas disquisiciones 

sobre la inconveniencia de la inmigración para constituir comunas. Según Valentín Solórzano, ministro de 

Lucas García, esa inmigración no es posible por la existencia de extensa población indígena. 

 

                                                           
32

 Cfr. Decreto número 180, J Rufino Barrios, Jeneral (sic) de División y Presidente de la República de 

Guatemala, del 25 de febrero de 1877. 
33

 En la actualidad, 1999, se observa que estos inmigrantes progresaron por las grandes casas que edificaron 

en esos terrenos. Las edificaciones originales están alejadas, una de otra. No edificaron un pueblito austríaco 

como pretendían los gobernantes. 
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En todo caso, aquellos señores nunca pensaron que la mejor “inmigración” que nosotros podemos 

tener es la de integrar económicamente a la clase paria de los guatemaltecos, que no consume y 

produce poco, los indios. (cursiva nuestra)
34

 

 

Fuera de los trabajos de atracción y propaganda de la Sociedad que presidían Manuel Echeverría, Ingeniero 

José María Vela y Agustín Carrillo; el 2 de marzo de 1878, para reparar los errores y ajustar el procedimiento 

que estaba en marcha, se dicta el Decreto número 200, donde se hace expedita la entrega de solares a los 

extranjeros tanto en el país como los que acepten viajar al territorio nacional. Dicho decreto parte de 

considerar que el territorio está desierto, que desde la independencia se ha considerado de necesidad absoluta 

de fortalecer la inmigración y convertir “por medio de ella en campos cultivados y pueblos industriosos 

nuestras estensas soledades”. Así se confunde la realidad con los deseos, pues se cree que vendrán muchos 

extranjeros con erogaciones del gobierno y para evitar que “permanezcan extranjeros sin ligarse a los hijos del 

país” deberán renunciar a su nacionalidad. La normativa dictaba las actividades que debían realizarse en el 

puerto de arribo, para hacer constar esas renuncias en acta, ante autoridad local; pero, en realidad, lo que 

buscaba era, calmar a los extranjeros residentes en el país que renovaban peticiones de recursos y tierra, por 

medio de establecer el término de dos meses, para poder gozar de esos privilegios, así como podrían 

naturalizarse al año, si observaban buena conducta.
35

 La repetición del tema de que los extranjeros debían 

poseer una buena conducta, era una constante, en la normatividad sobre los extranjeros. 

 

El 19 de agosto de ese mismo año, en el Decreto 217, nuevamente se enmienda la legislación. Se expresa el 

temor que algunos migrantes pueden resistir la renuncia después de haber recibido fondos, y, en tal virtud, no 

viajar a Guatemala, por lo que se decreta que la renuncia se realice ante los cónsules, si desean obtener tierras. 

Además, los residentes en Guatemala deben ejecutar el abandono de su nacionalidad original.
36

 

 

Finalmente, el esperado proyecto para atraer población extranjera de la Sociedad de Inmigración se presentó 

en 1879, este año era muy importante políticamente porque sesionaba la Asamblea Constituyente con el 

objeto de dotar de una constitución al país. Sin embargo, la verdad era que Barrios deseaba prolongar su 

mandato a través del expediente de hacerlo aparecer como un nuevo período político. No obstante, la 

importancia del tema a pesar de la complejidad política, queda manifiesta en la promulgación de la primera 

Ley de Inmigración. 

 

El 27 de febrero de 1879, Justo Rufino Barrios, al decretar la ley, señala que es resultado del proyecto de la 

Sociedad de Inmigración que ha sido dictaminado afirmativamente.
37

 Los primeros tres capítulos tratan de la 

organización de la mencionada sociedad, afirmando que contará con oficina central, los fondos provendrán de 

la dotación de terrenos baldíos y otros designados por el gobierno, así como llevará un archivo de los 

inmigrantes. 

 

La oficina podrá hacer contratos de colonización y contará con agentes en el interior y exterior del país que 

serán retribuidos por la Sociedad. Los agentes exigirán y expedirán una cédula de inmigrante, se percatarán de 

la existencia de “atestados” de buena conducta y aptitud, “espedidos” por “persona de respetabilidad” en los 

últimos seis meses. En la cédula de inmigrante se haría constar la edad, sexo, oficio, procedencia, aptitud y 

buena conducta del titular. Del artículo 29 al 31 se regula la manera para pagar los gastos del buque, luego se 

indican los libros de registro que deben llevarse y finalmente, se regula la actuación de los agentes en el 

proceso de inmigración. 

 

A partir del capítulo cuarto, se norma la definición de los inmigrantes y los beneficios de viaje, así como los 

que encontrará a su arribo en el país. 

                                                           
34

 Valentín Solórzano. Evolución económica de Guatemala. 3 ed. Guatemala: Editorial José de Pineda Ibarra, 

Ministerio de Educación, 1970. Página 379. 
35

 Cfr. Decreto número 200 de J. Rufino Barrios, Jeneral (sic) de División y Presidente de la República de 

Guatemala, 2 de marzo de 1878. 
36

 Cfr. Decreto número 217 de J. Rufino Barrios, Jeneral (sic) de División y Presidente de la República de 

Guatemala, 19 de agosto de 1878. 
37

 Cfr. Decreto número 234. de J. Rufino Barrios, Jeneral (sic) de División y Presidente de la República, 27 de 

febrero de 1879. (Ley de Inmigración) 
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Artículo 34.- Se considera inmigrante para los efectos de esta ley á todo extranjero que, siendo 

jornalero, artesano, industrial, agricultor, profesor ó apto para el servicio doméstico y menor de 

cincuenta años y acreditando su moralidad y aptitudes, venga á la República expontáneamente, ó por 

cuenta de la Sociedad ó de particulares. 

 

Se completa esta definición con el artículo siguiente: 

 

Artículo 35.- Se tendrá también por inmigrante al que, aun cuando exceda de la edad indicada, sea 

jefe de una familia que tenga por lo ménos dos individuos varones, útiles para el trabajo. 

 

Las ventajas se enlistan a continuación: 

 

Artículo 36.- Todo inmigrante que hubiese obtenido cédula de inmigración, disfrutará de las 

siguientes ventajas generales: 

1o. Ser embarcado en los buques fletados para el efecto. 

2o. Desembarcar gratis en los puertos de la República 

3o. Introducir libres de derechos las prendas de uso, vestidos, muebles de servicio doméstico 

que sean precisos, máquinas, instrumentos de agricultura, semillas, casas portátiles para su 

habitación, herramientas, animales, carros destinados á su servicio y comestibles para seis 

meses y por una sola vez. 

 

En la ley se establece un goce diferencial de ventajas para los inmigrantes. 

 

Artículo 38. Para gozar de otras ventajas esclusivas á cada una de las clases de inmigrantes, que por 

ahora, podrán esperarse lleguen á la República, se dividirán estas en tres: 

1a. Inmigrantes que vengan espontáneamente, y por su propia cuenta, alentados tan solo por 

las ventajas que esta ley y el mismo país ofrece. 

2a. Inmigrantes pedidos por particulares, ó directamente, ó por medio de la Sociedad. 

3a. Inmigrantes contratados por la Sociedad con el objeto de que formen reducciones 

agrícolas ó aldeas, en puntos determinados. 

Los de la primera clase, además de las ventajas generales, tendrán derecho á la mediación de la 

Sociedad, para facilitarles la cómoda adquisición de tierras, en el mejor lugar posible, así como la de 

los materiales, semillas y animales que necesiten. 

Los de la segunda clase, cuando fueran pedidos por medio de la Sociedad, además de las ventajas 

generales, tendrán derecho á la intervención y apoyo de la Sociedad, en el cumplimiento de las 

ofertas hechas por los particulares que los hayan pedido. 

Tendrán así mismo derecho á que se les facilite su traslación al interior, á ser alojados por los agentes 

de la Sociedad, ó por la oficina central, durante los primeros quince días después de su llegada y 

mientras puedan ir á su destino: á ser visitados gratuitamente, mientras estén en el alojamiento, en 

caso de enfermedad, por el médico contratado al efecto por la oficina central ó por los agentes, y 

cuando la enfermedad lo exija, á que se les traslade al Hospital, en donde serán atendidos 

convenientemente. 

Los inmigrantes de la tercera clase, además de las ventajas generales, y de las que quedan enunciadas 

tendrán derecho á exijir uno ó mas lotes, en el terreno que la Sociedad haya destinado á este fin, 

gratuitamente, si fuere en terrenos baldíos, o pagadero en los términos que en el contrato se fijen, si 

el terreno fuese de los que la Sociedad adquiere por cualquier otro título. 

Así mismo; tendrán derecho á que se les provea de la herramienta necesaria para sus trabajos, de 

animales de labranza y de esquilmo, de semillas y de casas de habitación; y en algunos casos de 

socorro en dinero y comestibles, por el tiempo que se fije en el contrato. 

Por último gozarán por el término de diez años de la escención del pago de los derechos de 

extracción de los frutos de sus cosechas, siempre que les pertenezcan esclusivamente; y de todos los 

demás privilegios que les conceden los artículos 50, 51 y 52. 

 

Los privilegios que se anunciaban y concedía la ley constaban en el artículo 50, consistente en la exención de 

impuestos territoriales para los fundos de los extranjeros; igualmente por el artículo 51, se eximía del servicio 
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militar; y, por el artículo 52, se aseguraba a los inmigrantes que no serían gravadas sus herramientas por 

impuesto alguno. 

 

Sin embargo, la legislación liberal desconocía la corriente mundial, donde la inmigración organizada operaba 

en sentido contrario al regulado. Debido al fracaso de la comuna belga, la legislación pretendía crear aldeas 

con régimen municipal en el mejor de los casos. Pero, fuera de la inmigración voluntaria individual que se 

fomentaba con contratación directa, la única manera de atraer migrantes organizados consistía en favorecer 

proyectos colectivos de la nueva corriente ideológica mundial: el socialismo. Así, las comunas, sin apoyo 

estatal prosperaron en Norteamérica. Los huteritas se mudaron a EUA y Canadá entre 1874 y 1877 fundando 

alrededor de 155 aldeas. Los rapistas también eran otro movimiento influyente a mediados de siglo XIX en 

EUA, construyeron la comuna de Harmony y New Harmony en Indiana así como la comuna Economy en 

Pennsylvania. A partir de 1850, Albert Brisbane había fundado más de 40 phalanx, es decir aldeas bajo 

criterios fourieristas. Por lo tanto, el proyecto de atraer migración organizada no era ajeno a otros 

movimientos existentes en el mundo, el problema consistía en sostener un carácter oligárquico, no popular, en 

el movimiento. Para los liberales, la atracción de migrantes también se inscribía en la lucha ideológica que se 

sostenía contra la jerarquía católica pues se buscaba que arribaran protestantes al país. No obstante, tampoco 

hubo coherencia en esta motivación pues se pudo haber aprovechado que muchas de las comunas que se 

formaban tenían origen o proyecciones religiosas protestantes. 

 

La insistencia en que las personas inmigrantes fueran de buena conducta, seguramente apunta a un temor 

incipiente al socialismo. Por ello, no es de extrañar que no hubiere entusiasmo en recibir a exilados. En ese 

sentido, después del levantamiento de la Comuna en 1871, muchos de los revolucionarios habían sido 

desterrados a Nueva Caledonia por el gobierno francés. Esos mismos comuneros, habrían de participar en un 

nuevo levantamiento en Nueva Caledonia, que entre sus consecuencias provocó el destierro de más de 500 

cabecillas kanakas después de los consiguientes fusilamientos.
38

 A pesar de sus esfuerzos, los franceses no 

pudieran encontrar un puerto de desembarco en toda Centroamérica. Finalmente, los kanakas fueron 

prácticamente vendidos en el Soconusco precisamente en 1890. Obviamente no pudieron ser “reducidos” pues 

rápidamente se dispersaron, algunos alcanzaron también aldeas de la costa sur de Guatemala.
39

 Esa, quizás, 

era la única inmigración para la que se consideraba cerrada la inmigración, aduciendo como pretexto que eran 

personas de mala conducta. 

 

A pesar de lo indicado, la ley consideró la posibilidad de formar aldeas agrícolas con extranjeros. En el 

Decreto número 234. de J. Rufino Barrios, Jeneral de División y Presidente de la República, del 27 de febrero 

de 1879, se refería a las reducciones agrícolas que podían formarse con la inmigración: 

 

Capítulo 5o De las Aldeas ó Reducciones agrícolas 

Artículo 39. La Sociedad de Inmigración podrá establecer aldeas o reducciones agrícolas, que no 

excedan de cien familias, en aquellos puntos que, reuniendo las condiciones ventajosas de buen 

clima y de fertilidad, ofrezcan en un solo cuerpo, una estensión suficiente de terreno para cultivarse. 

Estas reducciones estarán compuestas por mitad de inmigrantes extrangeros y de hijos del país, 

gozando estos de las mismas garantías y beneficios concedidos á aquellos en esta ley. 

 

Como se advierte se trataba de integrar aldeas con doscientas personas nacionales y extranjeras bajo 

protección estatal.
40

 El plan consistía en instalarlas en terrenos baldíos o incluso se aceptaba que el Estado 

comprase las fincas para instalar a la aldea. No obstante, la iniciativa no era libre, pues se debía contar con 

autorización de la junta de migración para asentar una aldea, no sólo para los extranjeros sino también para 

los nacionales. Un problema grave inicial era que la aldea carecería rápidamente de acceso a recursos que la 

sustentara. La única riqueza inmediata aprovechable eran los bosques, pero se indicaba que no se les ofrecería 

tal recurso. Sabido es que ese aprovechamiento, se realizaba por parte de los funcionarios estatales de esa 

época, por lo que no estaban interesados en ofrecerlo a los recién llegados. Al contrario, buscaban exportar la 
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madera fuera de cualquier control, con destino a los grandes astilleros de Europa vía Belice. Dejar a las aldeas 

de inmigrantes sin una fuente importante de ingresos sólo haría más difícil su instalación, en este aspecto 

pudo más la egoísta ambición de la oligarquía que buscaba constituirse en el régimen liberal. 

 

La inmigración tirolesa había servido de experiencia, de allí la insistencia en que se fundaran pueblos por 

parte de los inmigrantes para evitar su dispersión que se suponía favorecía el abandono de la parcela. En ese 

sentido, la supervisión continuada de los extranjeros, formaba parte de las miras de los liberales. Esta 

empezaba con la verificación de las parcelas en el terreno para garantizar no sólo su existencia sino su 

aprovechamiento agrícola. De esa cuenta, la concesión de tierra que era gratuita, estaba sujeta a un término de 

cuando menos cuatro años. En consecuencia la propiedad sólo se adquiría después de pasado el tiempo y 

cumplir las condiciones de explotación que se fijaran en cada caso particular. Como una condición favorable, 

se establecía que no se pagaría impuesto territorial sobre esas tierras durante el establecimiento. De la misma 

manera, quedaba exento del servicio militar el recién llegado, aunque era sabido que, en esa época, era 

redimible en dinero. 

 

Además, en la ley, se concedían concesiones para las compañías que se dedicaran a la atracción de 

extranjeros. De acuerdo con la misma debían ser integradas por particulares, así como podrían ser titulares de 

contratos sobre el particular con el Estado. Los proponentes no se esforzaron mucho pues las facilidades que 

se proponía otorgar eran iguales a las que se concedían a cada colono. De tal manera se estableció que una 

sexta parte de las concesiones del Estado se aplicarían a las compañías y que gozarían de las mismas 

exenciones que se acordaran para la aldea. 

 

Las aldeas o reducciones podían constituirse en municipios de acuerdo con la ley. Esta concesión necesitaba 

de la renuncia de nacionalidad a la que se obligaba a los colonos. En efecto, la renuncia “de nacionalidad y 

derechos de extrangería” debía verificarse en el puerto de partida, los que no lo hubieren hecho a su arribo 

debían hacerlo para poder acceder a las concesiones estatales. En todo caso, los extranjeros podían optar por 

la nacionalidad guatemalteca. 

 

La propaganda para atraer migración se encargaba a los cónsules del país en el exterior. No estaba claro cómo 

organizarían a los grupos y la manera en que se agenciarían de los fondos para el pago de los pasajes. La falta 

de regulación de estos aspectos denotaba la gran improvisación con la que se estaba trabajando en este 

aspecto. Con esta ley se pensó establecer reglas claras para evitar los problemas que se habían generado con 

intentos anteriores. No obstante, la migración discurriría por otros caminos y no los que pensaron sus 

proponentes. 

 

Se puede afirmar con toda certeza que el proyecto falló en sus intenciones de lucha ideológica: jamás hubo 

una migración masiva de protestantes al país. El protestantismo se desarrollo por la conversión personal de los 

connacionales. En efecto, la actividad de reforma religiosa puede señalarse hasta 1882, cuando inició su 

misión, el reverendo presbiteriano John Clark Hill: primero, a través de la fundación de un colegio en lengua 

inglesa con el nombre de Colegio Americano; luego, edificó, en 1894, en la ciudad de Guatemala, un templo e 

inició oficios religiosos. 

 

La Junta Presbiteriana de los EUA consideraba que Hill estaba al servicio de la oligarquía y, por el contrario, 

que el mensaje cristiano debía ser llevado a las clases pobres, así que en 1889 fue reemplazado por Edward 

Haymaker que erigió, en 1894, un templo en la manzana norte de la plaza de armas y publicó El Mensajero 

que fue la primer revista confesional no católica.
41

 

 

Fue hasta 1908 que emigra al país una fraternidad cuáquera y funda la primera escuela protestante en 

Chiquimula bajo dirección de Emma B. Stanton. Como se sabe, ya había muerto Justo Rufino Barrios en la 

batalla de Chalchuapa de 1885. 

 

La evaluación de la atracción de extranjeros durante fines del siglo XIX puede ser hecha con base en los 

censos. En un censo realizado en 1871, se tuvo una enumeración de los extranjeros: resultó que había 191 

mexicanos, 164 españoles, 103 franceses, 93 belgas, 71 italianos, 64 alemanes y 50 ingleses. Después de 

                                                           
41

 Cfr. Herbert J. Miller. Religión e iglesias. En J. Luján Muñoz, comp. Op. Cit. página 399 y 402. Tomo IV. 



La legislación migratoria en Guatemala. Página 23 de 66 

aplicada la política de atracción de inmigrantes, un nuevo censo de 1893 encontró que las “diversas colonias 

extranjeras sumaban 11,331 personas, de las cuales 1,303 eran estadounidenses, 532 españoles, 453 italianos, 

399 alemanes, 349 ingleses, 272 franceses, etcétera”
42

 En conclusión, se duplicó la población extranjera pero 

no consiguió los niveles de ingreso de los EUA u otros “espacios vacíos” (Argentina, Australia, etc.) del 

mundo. 

 

3. Regulación de la extranjería 
 

La regulación migratoria necesariamente introdujo un tema conexo: la necesidad de esclarecer los conceptos 

de extranjería y nacionalidad. La discusión legal tuvo lugar en el nivel constitucional y se concretó en leyes 

privativas. 

 

a. Nacionales 
 

Así el 11 de diciembre de 1879 se decreta por la Asamblea Nacional Constituyente una nueva Ley 

Constitutiva de la República de Guatemala que en su Título I, de la Nación y sus habitantes tratará dichos 

conceptos. Esta ley fue modificada el 20 de octubre de 1885 y nuevamente reformada el 5 de noviembre de 

1887. Aunque prosiguieron las reformas constitucionales, ya hubo una dirección clara en la regulación de la 

extranjería que continuaría a lo largo de la primera mitad del siglo XX y que se trata adelante. 

 

En la constitución de 1879 se estableció la calidad de naturales y naturalizados para los guatemaltecos, en los 

artículos 5º y 6º se estableció quienes se considerarían naturales y en el 7º a los naturalizados. 

 

 Artículo 5º.- Son naturales: 

1º.- Todas las personas nacidas o que nazcan en territorio de la República, cualquiera que 

sea la nacionalidad del padre, con excepción de los hijos de los agentes diplomáticos. 

2º.- Los hijos de padre guatemalteco, o hijos ilegítimos de madre guatemalteca, nacidos en 

el extranjero desde el momento en que residan en la República, y aun sin esta condición, 

cuando conforme a las leyes del país del nacimiento tuvieren derecho a elejir nacionalidad y 

optaren por la guatemalteca. 

Artículo 6º.- Se consideran también como guatemaltecos naturales, los hijos de las otras repúblicas 

de Centro-América, por el hecho de encontrarse en cualquier punto del territorio de Guatemala, a no 

ser que ante la autoridad correspondiente manifiesten el propósito de conservar su nacionalidad. 

 

El 20 de octubre de 1885, durante el régimen de Manuel Lisandro Barillas, sucesor de Barrios, se decretaron 

reformas a la constitución, entre ellos, a los dos artículos que trataban la nacionalidad. El artículo 5º, inciso 2º 

quedó básicamente igual pero su modificación estuvo encaminada a impedir la doble nacionalidad pues señala 

que serán considerados guatemaltecos naturales sólo “cuando conforme á las leyes del lugar de nacimiento les 

corresponda la nacionalidad de Guatemala”. Otro inciso, abrió camino al tratado que se negociaba con el 

imperio alemán en el sentido de permitir a los hijos de padres de esa nacionalidad, la consideración de 

extranjeros, con eso se allanaba la ratificación del tratado suscrito entre Lorenzo Montúfar y Werner von 

Bergen el 20 de septiembre de 1887 y que finalmente sería ratificado el 21 de noviembre de ese año.
43

 

 

También se restringió la nacionalidad guatemalteca de los centroamericanos regulada en el artículo 6º. Las 

reformas quedaron así. 

 

 Artículo 5º.- Son naturales: 

  1º. (...) 

2º.- Los hijos de padre guatemalteco ó hijos ilejítimos de madre guatemalteca nacidos en 

país extranjero, cuando conforme a las leyes del lugar del nacimiento les corresponda la 
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nacionalidad de Guatemala ó cuando les diere derecho de elegir i optaren por la 

guatemalteca. 

3º. Sin embargo de los principios jenerales establecidos en los incisos anteriores, el 

Gobierno de la República podrá estipular tratados con las naciones amigas consultando los 

intereses del país al fijar las cláusulas que afecte á la nacionalidad, siempre que al mismo 

tiempo haya reciprocidad. 

Artículo 6º. Se consideran también como guatemaltecos naturales á los originarios de las otras 

Repúblicas de Centro-América que manifiesten ante la autoridad competente el deseo de ser 

guatemaltecos. 

 

El 5 de noviembre de 1887 se volvió a omitir el inciso 3º del artículo 5º constitucional y se ratificó la 

modificación que se había hecho del artículo 6º. Como se señaló, estas adiciones y supresiones tenían que ver 

con el tratado suscrito con el imperio alemán. De hecho, a pesar de ser suprimido el inciso 3º del artículo 5º de 

la ley constitutiva se volvió a ratificar el tratado el 4 de abril de 1888, para que no quedaran dudas en el 

cumplimiento de las obligaciones internacionales. El tratado proporcionó una buena base para la inmigración 

alemana pues a fines del siglo XIX se calculaban en un millar a los nacionales del imperio. 

 

b. Naturalizados 
 

La constitución de 1879 también siguió el criterio amplio de conceder nacionalidad por la residencia 

continuada en el país. 

 

 Artículo 7º. Son naturalizados: 

1º.- Los Hispano-Americanos domiciliados en la República, si no se reservan su 

nacionalidad. 

2º.- Los demás extranjeros que hayan sido naturalizados conforme a las leyes anteriores. 

3º.- Los que obtengan carta de naturaleza con arreglo a la ley. 

 

Esta disposición no fue modificada en 1885 ni en 1887, con lo que se manifestaba el deseo de obtención 

rápida de población del Estado guatemalteco. 

 

c. Extranjeros 
 

Como quedó dicho al inicio, el régimen liberal desarrolló los conceptos de nacionalidad, ciudadanía y 

extranjería en la legislación. La ciudadanía se fijó en la constitución de 1879 en 21 años si se tiene ingresos o 

18 si se está en el ejército. En 1885, se agregó que debían saber leer y escribir y se limitó a 21 años. En 1887 

se retornó al criterio de la constitución de 1879 y se agregó a los bachilleres en el límite de 18 años. La 

ciudadanía se estableció definitivamente el 11 de marzo de 1921 en 18 años y las condiciones fueron 

desapareciendo paulatinamente en el texto constitucional. En la constitución del 1 de marzo de 1945, la 

condición de ser alfabeto fue una restricción para ejercer derechos políticos por parte de las mujeres y la 

constitución del 15 de septiembre de 1965, finalmente, sólo puso como condición a la edad de 18 años. 

 

Lo relevante consiste en destacar como bajo el orden constitucional, se regula a la extranjería en el territorio 

nacional. Es decir, se acepta que puedan coexistir dos estatutos políticos entre los habitantes del territorio. Los 

nacionales que adquieren la ciudadanía y por lo tanto pueden ejercer derechos políticos y los extranjeros que a 

pesar de ser considerados civilmente capaces no adquieren derecho a desempeñar actividades políticas. En 

este sentido, la legislación seguirá el criterio de igualdad de nacionales y extranjeros salvo en materia política. 

En ese tiempo, existía también otra corriente jurídica conocida como de reciprocidad, según la cual sólo se 

habrían de conceder derechos a los extranjeros si en su país existía una provisión similar para los nacionales, 

pero este criterio restrictivo fue desechado en Guatemala. 

 

A partir de 1892 cuando asume un nuevo presidente existe interés en regular la materia. El Decreto Número 

491 de José María Reyna Barrios, Presidente de la República, del 21 de febrero de 1894 contiene la Ley de 

Extranjería. La ley está dividida en diez títulos: I Quiénes son extranjeros, II Clasificación de los extranjeros, 

III De la matrícula y sus efectos, IV Condición política de los extranjeros, V Condición civil, VI De la vía 
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diplomática, VII De la expulsión, VIII regula la asistencia a los extranjeros, IX establece la forma de adquirir 

bienes y X trata de materia criminal en relación con extranjeros. 

 

En general sigue la tónica constitucional para definir a los extranjeros una vez que se ha determinado a 

quienes se consideran nacionales. Es curioso anotar que los hijos de mujer guatemalteca casada con extranjero 

no se consideran nacionales si nacieron en el extranjero, lo que no ocurre de igual manera con los varones 

padres de hijos en el extranjero. En efecto, el artículo 1º. de esta ley es un claro ejemplo de régimen patriarcal 

pues ante un mismo hecho, daña a la descendencia de guatemaltecos a partir de consideraciones sexistas. 

 

Por primera vez se introduce una clasificación de los extranjeros: 

 

Artículo 9º.- Los extranjeros en Guatemala pueden ser: 

1o. Domiciliados 

2o. Transeúntes; y, 

3o. Emigrados. 

 

Sin embargo, esta clasificación no tiene gran interés práctico porque se concede libertad de tránsito, 

residencia y establecimiento a los extranjeros de acuerdo al artículo 10; de la misma manera, los artículos 11 y 

12 establecen que tienen a salvo sus derechos civiles e igualdad con los nacionales para la adquisición de 

derechos. 

 

La única obligación para los extranjeros que los diferenciaba entre vecinos y transeúntes, era la obligación 

que tenían los primeros, de acuerdo al artículo 35, de registrarse en el Ministerio de Relaciones Exteriores. En 

el artículo 45 se estableció que las profesiones sujetas a colegiación obligaban a que los extranjeros 

obtuviesen esa calidad para poder ejercerlas. La ley estableció igualdad civil y preceptuó las normas mínimas 

para el matrimonio. Así como estableció que se podía acudir a la vía diplomática cuando existiera denegación 

de justicia de acuerdo a la doctrina jurídica generalmente aceptada. Estableció igualmente la manera en que se 

procedería a la naturalización fijando requisitos y procedimiento. 

 

La Ley de extranjería de 1894, vuelve sobre la primera afirmación republicana, en relación a la consideración 

del extranjero en el territorio, pues el artículo 95 reitera que la residencia del extranjero debe considerarse 

siempre como un asilo. No obstante, del 96 al 100, se señala también el procedimiento de expulsión, 

indicando que la autoridad que lo ejerce es el Presidente de la República por atribución incluida en el artículo 

100. De donde, se colige que para el efecto habría que promulgarse, como había sido hasta la fecha, un 

decreto gubernativo para proceder en ese sentido. No obstante, se establece que, en caso de matrimonio del 

extranjero, esta medida debe ser totalmente justificada y debe ser de uso excepcional. Es curioso que el 

artículo 105, que señala esa excepción, se refiera con exclusividad a varones. El artículo 106, señala que el 

procedimiento de expulsión es de carácter gubernativo; sólo adquiere el carácter de judicial, cuando se 

desacata la orden, y, por lo tanto, configura el delito de desobediencia de acuerdo con el artículo 107. 

 

La naturaleza restrictiva y confiada a la presidencia de la república de la pena del destierro del extranjero por 

utilidad pública, contrasta con el artículo 101 que obliga a los Jefes Políticos y Alcaldes del país a cuidar de 

los extranjeros indigentes o enfermos, así como ordena se busque apoyo de juntas benéficas para el socorro y 

facilitar el regreso al país de estos extranjeros. En el artículo 102, se ordena igualmente acudir en auxilio de 

los menores extranjeros abandonados, de quienes debe darse aviso al cónsul a la brevedad de acuerdo a 

disposición del artículo 103. 

 

La ley no dejó satisfechos a los diputados pues cuando la ratifican juzgan oportuno hacer nuevas precisiones 

con relación a los citatorios judiciales de extranjeros. En efecto, en el Decreto Número 245 de la Asamblea 

Nacional Legislativa de la República de Guatemala del 30 de abril de 1894 se reitera en el artículo 14 que los 

guatemaltecos y extranjeros pueden citarse ante los tribunales de justicia. Así mismo, en el artículo 25, se 

establece que una vez extinguida la condena de un extranjero, se reputa como su domicilio, el que tenía con 

anterioridad a la condena. 

 

Con relación a la internación establece en el artículo 26 que cada extranjero tiene como domicilio al propio y 

existe independencia del domicilio del padre en el caso de internación. Es decir, no hay domicilio familiar 
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sino individual para los extranjeros. La asamblea dispuso establecer una constancia de nacionalidad en el 

artículo 38 del decreto citado. 
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V. Tratamiento de la migración en la primera 

mitad del siglo XX. 
 

Hasta 1894, la legislación sobre ciudadanía, nacionalidad y extranjería tenía un carácter político, por ello se 

convirtió en materia de derecho público. Pero a inicios del siglo XX ese carácter político comenzó a diluirse 

al adquirir más bien un carácter social. En principio, la migración debía de regularse e inspeccionarse esto 

significaba que los viajeros eran una población que debía sujetarse a controles administrativos. 

Desafortunadamente, quienes decretaron la regulación sobre el tema, lo hicieron con base en sus prejuicios 

racistas dando lugar a una legislación restrictiva expresión de un estado oligárquico. 

 

A. Inicio de legislación con cortapisas racistas 
 

En los decretos sobre migración de inicio de siglo XX, de manera creciente, se asumió una actitud defensiva 

hostil que intensificó el racismo existente en el país como forma básica de manifestación y expresión de los 

temores más ocultos de la oligarquía guatemalteca. En sus inicios, la reforma liberal pudo utilizar el discurso 

liberal para orientar la política que debía asumir el Estado; pero conforme los asuntos públicos adquirían 

concreción, las palabras sonaban cada vez más huecas pues se abandonaban los principios en razón de miedos 

e intereses miopes. 

 

No obstante, si había necesidad de favorecer intereses concretos se hacían a un lado, los escrúpulos. La 

ganancia de hoy, justificaba diferir al futuro, la solución de los problemas. Tal fue el caso del afán de 

conseguir trabajadores agrícolas. En efecto, en la busca de fuerza de trabajo se fomentó la recepción de 

polinesios. Los nuevos viajeros eran trabajadores de lo que hoy se llama Kiribati (antes islas Gilbert) que 

habían aceptado engancharse con patronos norteamericanos para trabajar en plantaciones tropicales del 

continente americano. Los isleños se consideraban habitantes de un protectorado británico, lo que levantó 

mucha controversia para permitir su salida y transporte por parte de norteamericanos. Para mayor disputa, en 

Guatemala, los empleadores eran líderes liberales que incluían al expresidente Manuel Lisandro Barillas, a 

Julio M. Samayoa, Francisco Camacho y a la familia Herrera además de Eugene Dufourcq y Eugene De Sabla 

que en esa época no tenían el apoyo incondicional de las nuevas autoridades gubernamentales. Por ello, desde 

el inicio de esta empresa migratoria se generó un debate en medios de comunicación e instituciones políticas 

sobre la conveniencia de contratar a estos trabajadores tanto en la capital del imperio inglés, Londres, como 

en los diarios de la costa oeste de los EUA; polémica que era ampliada en Guatemala. 

 

De los 475 inmigrantes que zarparon en 1892, los registros daban como sobrevivientes a la mitad en 1895. 

Aunque no se ha estudiado a profundidad la corriente migratoria, parece ser que, en general, fallecían los 

niños y los viejos; pues, en algunos casos, cuando se ofrecía la repatriación, ésta era rechazada. De donde las 

condiciones de vida no deben haber sido muy distintas de las existentes en Kiribati, de ese entonces. Hay que 

anotar, empero, que también ocurría lo contrario; es decir, en otros casos era solicitada. Además, muchos se 

dispersaron, lo que hizo imposible su control y conocer a ciencia cierta la verdadera condición de los 

trabajadores migratorios. Para complicar las cosas, en 1902 hubo una erupción del volcán Santa María, la que 

provocó que la mayoría de jornaleros de Manuel Lisandro Barillas se dispersaran en la zona de San Sebastián 
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Retalhuleu. En fin, lo cierto es que, según los registros, 1,175 micronesios migraron a Guatemala y sólo 

fueron repatriados 243 y del resto se desconoce su suerte.
44

 

 

Como se indicó, esta corriente despertó un debate internacional que generó inquietud sobre su control en las 

autoridades gubernamentales. Temiendo que escapara del dominio estatal, el 27 de abril de 1895, la Asamblea 

Legislativa en el decreto 290, ordenó al ejecutivo que actualizara las leyes de la materia. Como resultado, el 

25 de enero de 1896, se promulga el Decreto Número 520 de José María Reyna Barrios, General de División 

y Presidente Constitucional. De inicio reconoce que la migración ha adquirido un cariz laboral: 

 

Considerando: 

Que los intereses bien entendidos del país demandan una ley que consulte el desarrollo creciente de 

las empresas agrícolas é industriales, paralizadas en parte por falta de trabajadores; 

 

No obstante, en el Estado guatemalteco habían sectores políticos opuestos a beneficiar por esta vía a los 

dueños de plantación, algunos de los cuales habían sido miembros liberales prominentes. Además, se había 

agotado con la experiencia de los trabajadores de micronesia y, en el horizonte, se advertían posibilidades de 

recibir una corriente migratoria del Lejano Oriente. 

 

Durante el siglo XIX, China fue sacudida por una guerra civil: por una lado estaban los defensores de la 

monarquía; y, por el otro, los republicanos anclados en tradiciones propiamente chinas (rebelión Taiping).
45

 

La solidaridad republicana a fin del siglo XIX había desaparecido y las regímenes republicanos con ansia 

imperialista: EUA y Francia, apoyaron a la monarquía junto al Imperio Británico y Ruso. La derrota de los 

primeros republicanos chinos dio por resultado una corriente de refugiados así como un incremento de la 

migración para escapar del régimen autocrático. EUA contestó a esa migración con la Chinese Exclusion Act 

de 1882.
46

 Esta política se mantuvo pues en 1892, la Geary Act extendió esa política de exclusión. En 1907, se 

incluyó a los japoneses como indeseables. Las prohibiciones fueron reiteradas en 1924 con la National 

Origins Act que restringió la migración asiática a los EUA. 

 

Por su parte, la oligarquía guatemalteca había aceptado la presencia de micronesios (por algunos llamados 

negritos), pero aparentemente se asustaron con el debate internacional pues ante la posibilidad de contar con 

suficiente mano de obra china, prefirieron seguir los prejuicios racistas que se imponían en los EUA e impedir 

la migración. De donde en el decreto gubernativo señalado antes, en su parte dispositiva prohibe la 

inmigración china. 

 

Artículo 2. No se contratarán como inmigrantes, ni serán aceptados como tales los individuos del 

Celeste Imperio ni los de cualquiera otro país que sean mayores de sesenta años, á menos que éstos 

sean el padre ó la madre de una familia que venga con ella ó que se encuentre ya establecida. 

Tampoco serán aceptados como inmigrados los presidiarios, que por delitos comunes hubiesen sido 

condenados en sus respectivos países, y los que no ofrezcan las condiciones de buena salud y 

moralidad requeridas. 

 

De esa cuenta los participantes en la república Taiping, quedaban equiparados a presidiarios, delincuentes, 

enfermos e inmorales. Se debe señalar que la designación estaba bien clara, pues Taiping era equivalente a 

imperio celeste o también puede traducirse como reino celestial. Pero a la Asamblea Nacional, no le gustó esa 

denominación ya que en el Decreto Número 321 del 18 de abril de 1896, donde se aprobaba el decreto 

presidencial que contenía la nueva Ley de Inmigración, se reparó la denominación de celeste imperio y se 

puso en lugar del citado artículo 2: 

 

                                                           
44

 Cfr. David McCreery & Doug Munro. Trabajadores polinesios en fincas de café 1890-1908. En J. Luján 

Muñoz, comp. Op. Cit. pág. 463 a 471. 
45

 Cfr. Colección de libros. El movimiento del reino celestial Taiping. Beijing: Ediciones en Lenguas 

Extranjeras, 1979 
46

 Cfr. Franklin S. Abrams. 5 Política estadounidense de inmigración. ¿Qué tan estrecha es la puerta? En 

Richard R. Hofstetter. La política de inmigración de los Estados Unidos. México: Ediciones Gernika, S. A., 

1989. Pág. 181. 
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“No se contratarán como inmigrantes, ni serán aceptados como tales los individuos de nacionalidad 

china,...” 

 

De esa cuenta, tanto los exiliados del bando perdedor de la guerra civil china como los ganadores eran 

rechazados; al fin y al cabo, ambos eran chinos. Hay que hacer notar que esta prohibición también se hacía 

extensiva a los japoneses. Estos habían comenzado a migrar a partir de 1853 cuando Japón abrió nuevamente 

sus puertos. A los chinos y a los japoneses se les equiparaba, a pesar de sus obvias diferencias en el régimen e 

historia política. Pero el racismo no entiende de sutilezas de geografía política. 

 

Fuera de esa exclusión, la nueva ley continuaba con una actitud positiva frente al inmigrado: 

 

Artículo 3. Se reputará inmigrado, para los efectos de este decreto, á todo extranjero que tenga 

alguna profesión, bien sea jornalero, artesano, industrial, agricultor ó profesor que, abandonando su 

domicilio para establecerse en Guatemala, acepte el pasaje que le proporcione el Gobierno ó las 

empresas particulares, desde el puerto de su embarque en el exterior hasta su desembarque en el país. 

 

De la misma manera se mantuvo la clasificación de inmigrantes para distribuir los beneficios que otorgaba el 

país a los recién llegados: 

 

Artículo 5. Los inmigrados se dividen en las siguientes categorías: 

I. Inmigrados sin contratos en solicitud de colocación en el país. 

II. Inmigrados contratados por empresas particulares 

III. Inmigrados contratados por el Gobierno de la República. 

Los primeros y los últimos gozarán del pasaje pagado por cuenta de la Nación; y los segundos por 

cuenta de las empresas particulares. 

 

Hubo un cambio en la Sociedad de Inmigración que ya no sería tal, sino Junta. Además del cambio de nombre 

se precisó a sus integrantes. 

 

Capítulo II. De la junta de inmigración 

Artículo 7o. Créase bajo el nombre de Junta Central de Inmigración en la capital de la República un 

departamento, compuesto por dos agricultores, dos comerciantes y dos maestros de taller, la cual 

dependerá inmediatamente del Ministerio de Fomento. 

 

En el artículo 90, se señalaba que podían establecerse sucursales de esa junta para organizar las actividades 

tendientes a la atracción de inmigrantes. También se definieron las funciones en el artículo 10º, que en lo 

fundamental consistían en: I discutir los medios para incrementar la inmigración, II mantener comunicación 

con los cónsules para dar a conocer el país a los posibles inmigrantes, III realizar una especie de coordinación 

de las sucursales que se establecieran, IV contratar empresas de navegación para facilitar los viajes de los 

inmigrantes, V intervenir ante las agencias de ferrocarriles y puertos para que el desembarque fuera expedito 

y cómodo para los recién llegados, VI supervigilar el cumplimiento de los contratos de transporte ante las 

empresas navieras, VII cerciorarse de la pronta colocación de los inmigrantes, VIII llevar un libro de registro 

de los inmigrantes y IX elaborar anualmente una memoria de labores. 

 

En la ley se establecieron ventajas para los inmigrantes, en consecuencia no se abandonaba la política de 

propiciar la atracción de población foránea: 

 

Capítulo III. Franquicias y garantías de los inmigrados 

Artículo 11. Franquicias 

I. Pago de pasaje marítimo y terrestre 

II. Exención de pago de derechos sobre bienes personales y herramientas 

III. Exención de derechos consulares 

 

En el artículo 12 se señalaron a las tierras ubicadas en Petén, Izabal y Huehuetenango, como aptas para ser 

adjudicadas a los inmigrantes, en una extensión mayor de dos hectáreas y menores de seis siempre y cuando 

garantizaran cultivar cuando menos la tercera parte. En los artículos siguientes, 13, 14 y 15, se normó que en 
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las áreas de extranjeros habría exención de servicios municipales obligatorios así como trabajos forzados de 

vialidad. 

 

Entre los deberes de los inmigrados que estaban preceptuados en el Capítulo IV, artículos 16, 17 y 18 se 

mencionaba en primer lugar el acatamiento de las leyes, así también que se obligaban a una residencia hasta 

de cuatro años por lo menos, en el área asignada y cultivar los terrenos que recibieran. 

 

La ley de inmigración estableció a los agentes de migración como los funcionarios encargados de esta materia 

y además, de acuerdo al artículo 20, con funciones de propaganda, proporcionar datos, certificar la buena 

conducta de los inmigrantes y vigilar el cumplimiento de los contratos de la materia, así como se les encargó 

pagar pasajes, entregarlos, celebrar contratos y llevar un libro donde constara su actuación sobre la materia. 

 

También se establecieron, al menos en la ley, oficinas de trabajo que atenderían a los inmigrantes en sus 

peticiones, los colocarían en trabajos adecuados, vigilarían el cumplimiento de los contratos y llevarían un 

registro de todos sus actos administrativos, como constaba en el artículo 21. 

 

La ley de 1896 renunciaba a la formación de barrios o fraccionamientos para extranjeros. La inmigración que 

se había soñado forma de un caudal se había convertido en un gotero. 

 

En 1898, fue asesinado el Presidente Reyna Barrios por un sicario extranjero, Oscar Zollinger, 

inesperadamente los preceptos legales funcionaron y otorgaron la presidencia a Manuel Estrada Cabrera, 

quien la ejercería por más de una veintena de años. 

 

La ley de migración fue actualizada a inicios de siglo siguiendo básicamente los mismos lineamientos de la 

promulgada por Reyna Barrios. En el Decreto Número 792 de la Asamblea Nacional Legislativa del 30 de 

abril de 1909, sancionado el 7 de mayo de 1909 por el Presidente Manuel Estrada Cabrera, está contenida la 

nueva ley de inmigración. Comienza con los derechos y obligaciones de los inmigrantes a quienes pasa a 

definir. 

 

Artículo I. Repútase inmigrante para los efectos de esta ley, á todo extranjero, jornalero, industrial, 

artesano, agricultor ó profesor que, acreditando su moralidad y aptitudes, llegue á la República para 

establecerse en ella. 

 

De igual forma que las legislaciones que le antecedieron hace una clasificación de los mismos: 

 

Artículo II. Los inmigrantes se dividen en tres clases: 

1a. Los que vinieren sin contratos, en solicitud de colocación en el país. 

2a. Contratados por empresas ó particulares 

3a. Los Contratados por el Gobierno de la República 

 

En el artículo III señala que todos los inmigrantes están obligados a cumplir los contratos a los que se 

obliguen, salvo que haya ilegalidad en el mismo. Nuevamente, a las restricciones de edad y carencia de 

antecedentes penales, se añade nuevamente una restricción racista. 

 

Artículo IV.- No se aceptarán como inmigrantes los individuos de raza mongólica, los reos de delitos 

comunes graves, que hubieren sido condenados ó que se conceptúen prófugos; los que no ofrezcan 

las condiciones de buena conducta y moralidad requeridas, y los mayores de 60 años, á menos que 

sean ascendientes de una familia que vengan con ella ó que se encuentre establecida en el país. 

 

No está clara esta limitación pues la raza mongólica en sentido estricto podría referirse a los habitantes de 

mongolia, por extensión a los siberianos anteriores a la expansión rusa, los esquimales y aborígenes 

precolombinos del continente americano. Aparentemente, se seguía arrastrando problemas con la 

identificación de los asiáticos. Debido a la extensa política de agresión imperialista de esos años se prefirió 

una demarcación que como siempre sucede entre los racistas son equívocas, acientíficas y erróneas, ya que 

introdujo un término inusual y difuso que no podía aplicarse cabalmente. En parte también era explicable esta 

falta de precisión pues la geografía política de esos años era totalmente incierta y cambiante. 
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En el caso de que alguno de estos inmigrantes vetados deseara desembarcar, el artículo V establecía que sería 

deportado a costa de la compañía. En el artículo VI, se señala que los viajeros que ingresen a territorio 

nacional tienen obligación de presentarse ante la autoridad respectiva. El régimen de Estrada Cabrera debe 

verse como el inicio de la burocracia estatal. Él mismo era un burócrata que accedió a la presidencia en 

función de regulaciones legales escalafonarias. Así que el inicio de los controles migratorios queda 

establecido por fin en la legislación; es decir se anuncia el inicio de colas, sellos etc. Por ello el artículo VIII 

se señala que se debe ingresar por puertos habilitados o vías públicas al país. 

 

Aunque en el artículo XXIII, se aprueba la continuación de la junta de inmigración, hay variantes, pues ésta se 

integra con cinco personas “competentes”, bajo dependencia del Ministerio de Fomento; y, en el artículo 

XXXIV, todavía se mantiene la disposición que establece que todo movimiento migratorio masivo debe 

contar con un plan de asentamiento; no obstante, el sistema está pensado para una migración individual. Un 

cambio importante consiste en separar a la naturalización de los requisitos de ingreso al país, esta decisión se 

le otorga la característica de la voluntariedad como queda establecido en el artículo VII. 

 

Las Franquicias se conceden sólo a los inmigrantes de primera clase que gozan de pago de pasaje, exención 

de derechos sobre ropa y herramientas, derechos consulares y traslado a cuenta del gobierno según el artículo 

IX. Así mismo, en el artículo XI, se mantenían exentos a los inmigrantes de “servicios consejiles y 

contribuciones” durante cinco años, además de no estar obligados a servicios militares, y, en el artículo XII, 

se garantizaban cinco días de alimentos a su arribo. 

 

Se debe anotar que los agentes de migración tenían como obligación, coadyuvar en la busca de empleo al 

inmigrante tal como lo establece el artículo XIII. A los campesinos se les habría de conceder lotes que no 

superaran las 45 hectáreas y había disposiciones para garantizar que fuesen cultivadas, de acuerdo a los 

artículos del XV al XVIII. Si los inmigrantes hubieren de arribar en número suficiente, se les ayudaría a 

fundar un pueblo. En todo caso, del artículo XX al XXVII, se regula todo lo relativo a los contratos de 

colonización que serían celebrados con el Ministerio de Fomento o la Dirección General del Ramo. Siempre 

los cónsules quedaron encargados de hacer propaganda, visar, inspeccionar etc. a los inmigrantes como se 

establece en el artículo XXXV. 

 

Como se constata, la ley de inmigración de la dictadura de Estrada Cabrera no innovaba, en casi nada, a la del 

régimen de Reyna Barrios. El cambio de números arábigos a romanos, es apenas un signo de la 

superficialidad de los cambios que se impulsaron. Fue una ley que se hizo, nada más, que por hacerla. 

 

B. Legislación migratoria racista 
 

El 8 de abril de 1820, la Asamblea Nacional declaró loco a Manuel Estrada Cabrera y precipitó la rebelión 

unionista. Después de la revuelta urbana popular se instituye el gobierno de Carlos Herrera. Este movimiento 

marcó una nueva etapa en el desarrollo político del país; en especial, modificó el carácter del liberalismo en 

Guatemala, así como la desaparición de los conservadores. 

 

En efecto, por una parte, los nuevos liberales se despojan, salvo del anticlericalismo, de todos los postulados 

de la ilustración en sus aspectos revolucionarios: igualdad de la ciudadanía, carácter popular del Estado, 

representatividad ciudadana etc.; por otra parte, los conservadores tienen menos razón de ser, pues los 

liberales son los mejores defensores del statu quo, de donde tienden a desaparecer. El unionismo marca 

también el inicio de los gérmenes de socialismo cristiano y otras versiones socialistas, así como un incipiente 

inicio de la política popular en el seno de la iglesia católica romana. 

 

Un hito importante en la jurisprudencia sobre extranjeros tuvo lugar a nivel internacional. El 20 de febrero de 

1921, se celebró la convención sobre la condición de los extranjeros de la VI Conferencia Panamericana de la 

Habana, que dejó de lado el criterio de reciprocidad y estableció, en su lugar, la igualdad de consideración 

jurídica para nacionales y extranjeros, en todos los asuntos jurídicos, salvo las limitaciones políticas 

aceptadas. En este sentido, la legislación guatemalteca no tenía problemas como se ha mostrado. 
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El 9 de septiembre de 1921, se decreta la Constitución Política de la República de Centroamérica que 

restablecía la nacionalidad centroamericana entre Guatemala, El Salvador y Honduras. El 5 de diciembre de 

ese mismo año, los generales José María Lima, José María Orellana y Miguel Larrave daban un golpe de 

Estado, que culminó otorgando al primero, la presidencia interina. Entre los primeros actos del “interino”, se 

decreta la separación de Guatemala, de la nueva Federación, el 14 de enero de 1922; y, posteriormente, 

después de unas rápidas elecciones, se hizo elegir presidente el 4 de marzo de 1922. 

 

En septiembre de 1922, por medio del Decreto 798 de José María Orellana, Presidente de la República, se 

extraña al arzobispo Don Luis Muñoz y Capurón. Aparece, entonces, una manera de legislar propia de 

gobiernos que se preocupan por la legitimidad siendo conscientes de su falta de aprobación pública. Pues por 

medio del Decreto Número 841 de José María Orellana, Presidente de la República, el 28 de septiembre de 

1923 se decreta: 

 

“El poder ejecutivo tiene la facultad exclusiva de hacer abandonar el territorio nacional a todo 

extranjero, sin excepción alguna, cuya permanencia juzgue inconveniente para el país, por cualquier 

motivo que sea”. 

 

Mientras esta degradación republicana sucedía en el país, un hecho importante para la migración internacional 

ocurrió. Uno de los territorios de destino de muchas corrientes migratorias comenzó a observar obstáculos, 

pues por medio de la Inmigration Act del 26 de mayo de 1924, EUA dejó de ser un “espacio vacío” propio 

para la inmigración. La conocida como National Origins Act estableció cuotas por países. 

 

Orellana no llegó a terminar su período, las malas lenguas dicen que fue envenenado. Cualquiera fuera la 

causa, el 26 de septiembre de 1926, falleció en la Antigua Guatemala. El primer designado a la presidencia, 

no esperó mucho para intervenir en materia migratoria, blandiendo prejuicios racistas y políticos. El decreto 

número 936 de Lázaro Chacón, primer designado en ejercicio de la Presidencia de la República, del 7 de 

diciembre de 1926, modifica la Ley de Extranjería. En efecto, entre las primeras disposiciones se hace 

explícito los prejuicios de raza: 

 

Artículo 10.- Los extranjeros podrán entrar, residir y establecerse libremente en cualquier punto del 

territorio guatemalteco; no obstante, el Poder Ejecutivo, podrá admitir o no el ingreso al país, de los 

extranjeros que, por razón de raza, de seguridad interior, de salubridad pública o por cualquier otro 

motivo fundado, considere como elementos desmoralizadores o inconvenientes, para el 

mantenimiento del orden público. 

 

Aunque la disposición no tiene carácter específico es un indicio de un creciente sentimiento racista que se ha 

adueñado de la oligarquía guatemalteca. Como se ha señalado, por muchos autores, tanto la colonia como los 

sucesivos regímenes republicanos han observado un acentuado carácter etnocéntrico, y en consecuencia, se ha 

utilizado al racismo, como un arma ideológica formidable contra las manifestaciones culturales de origen 

maya. Lo nuevo de este sentimiento xenofóbico, en el primer tercio del siglo XX, consistió en que también se 

aplicó a ciertos grupos internacionales que no se deseaba llegaran al país. La oligarquía logró seguridad en sus 

posiciones racistas, gracias a que éstas también prosperaban en otras partes del mundo. 

 

Como se ha señalado, el principal país punto de destino de millones de viajeros había cerrado sus puertas. 

Esta decisión se había visto acompañada de un incremento de movimientos fanáticos en EUA. En efecto, 

desde mediados de la década de 1920, había crecido la intolerancia a algunos grupos étnicos. El Ku Klux 

Klan, uno de los más conspicuos movimientos racistas, llegó a afiliar del 15 al 20% de la población adulta 

varonil de EUA.
47

 El antisemitismo era un movimiento en ascenso, uno de sus impulsores, el millonario 

Henry Ford señaló como objetivo de ataque a los banqueros internacionales, los bolcheviques y los judíos. Su 

periódico, el Dearborn Independent propagandizó los Protocolos de los ancianos de Sión cuyos primeros 80 

artículos aparecieron en forma de libro: The International Jew: The World’s Most Foremost Problem.
48

 La 

                                                           
47

 Cfr. Frederick Lewis Allen. Only Yesterday. New York: Harper, 1931. Página 66. Citado por Seymour 

Martin Lipset & Earl Raab. La política de la sinrazón. Trad. Juan José Utrilla. México: Fondo de Cultura 

Económica, 1981. 
48

 Cfr. Martin Lipset & Earl Raab. Op. Cit. página 164. 
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legión negra, una asociación secreta que crecía en popularidad a fines de la década, juraba guardar “los 

secretos de la orden, defender a Dios, la Constitución de los Estados Unidos y la Legión Negra en su guerra 

sagrada contra católicos, judíos, comunistas, negros y extranjeros”.
49

 

 

La oligarquía guatemalteca no se sintió aludida por tales movimientos, antes bien copió esas formas de 

manifestación e intolerancia. Aunque en 1921, Hitler había sido electo “presidente ilimitado” del partido 

nacional socialista y editaba el Völkischer Beobachter (Observador de la raza), todavía era un movimiento 

político de segunda categoría. La influencia del nazismo fue evidente una década después; mientras tanto, los 

militares que dirigían Guatemala se bastaban con el ejemplo de los extremistas norteamericanos para actuar 

en consecuencia. 

 

Se debe anotar que la xenofobia no era un sentimiento generalizado a todas las nacionalidades. En esta época, 

los inmigrantes alemanes eran una influyente comunidad en Guatemala y no eran blanco de odio racial. El 4 

de octubre de 1924, el encargado de negocios el Conde Franz von Tattenbach y el Ministro de Relaciones 

Exteriores Roberto Löwenthal habían firmado la Convención de Comercio entre Alemania y Guatemala. Se 

calcula que el capital alemán a mediados de la década de 1920 alcanzaba entre 35 y 40 millones de quetzales 

(equivalente a dólares de EUA); así como, el 14.7% de los propietarios equivalente a 219 dueños de 

plantaciones cafeticultoras eran alemanes. Un buen ejemplo de los propietarios menores, es decir aquellos que 

no vinieron representando intereses de bancos o compañías grandes, puede ser Máximo Bregartner dueño de 

la finca El Carmen Villaseca de menos de 5 caballerías (aproximadamente 400 Ha) quien arribó en 1928. Este 

alemán compró la finca a una empresa con domicilio en New York que había sido formada por terratenientes 

guatemaltecos.
50

 Este ejemplo de muchos otros similares, sirve para mostrar como la inmigración se convertía 

en un resultado de la actividad especulativa de compañías localizadas en EUA por guatemaltecos y por lo 

tanto no despertaban sentimientos xenofóbicos. 

 

Sobre ese mismo grupo nacional, conviene apuntar que quienes después formaron la comunidad judía en 

Guatemala, inicialmente se les consideraba primero alemanes, y después, judíos; por lo tanto, no concitaban 

ninguna animadversión por parte de la oligarquía guatemalteca. Antes bien, ingresaron en el negocio de la 

exportación de café y préstamos refaccionarios sin ningún problema. Se debe hacer notar que no eran los 

únicos en operar dentro de ese giro, pues muchos de los incipientes industriales guatemaltecos participaban 

igualmente en el negocio financiero. En 1913, se fundó sin molestias, la Sociedad Israelita de Guatemala con 

una membrecía de 51 personas. 

 

Sin embargo, no todos los judíos gozaron de igual trato, pues los sefarditas y los eskenazies fueron blanco de 

imprecaciones debido a su origen nacional, y, sobre todo, a la falta de grandes fortunas. Las invectivas no se 

explican, fuera de modas y el consabido racismo, pues, en general, eran personas honradas que integraban su 

patrimonio gracias a su voluntad decidida y trabajo laborioso. 

 

Gran parte de los movimientos migratorios en la década de 1920, resultaron como una consecuencia de la 

Primera Guerra Mundial. Muchos sefarditas migraron en razón de las invasiones militares de los antiguos 

territorios europeos y occidentales del Imperio Otomano. La misma causa contribuyó a que sirios, libaneses y 

los palestinos también viajaran para evitar las consecuencias de las rebeliones e invasiones que desmembraron 

a ese imperio, así como la guerra civil que terminó en la constitución de Turquía entre 1918 a 1923. Los 

Armenios constituyen un caso especial, pues más de dos millones fueron masacrados por los otomanos antes 

de la primera guerra mundial, y después de la guerra civil turca, fueron invadidos por Ataturk (Mustafa 

Kemal), lo que provocó entre 1915 y 1923, un flujo de 200 mil refugiados. 

 

En lugar de simpatía, solidaridad humana y mucho menos caridad cristiana, todos estos viajeros sufrieron una 

actitud hostil e inhumana. El primer designado a la presidencia, originario de Teculután, Zacapa, no tuvo 

ninguna sutileza para expresar esos sentimientos racistas. El Decreto Número 950 de Lázaro Chacón, 

Presidente de la República del 31 de agosto de 1927, partía de señalar que los inmigrantes llegaban con poco 
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dinero; y, en la misma oración, contradiciéndose evidentemente, afirma que “los turcos, palestinos, libaneses, 

árabes y sirios se dedican al agio y comercio ambulante”. ¿Cómo era posible no tener dinero y hacer 

préstamos usurarios a la vez? Sólo en la lógica del teculutaneco, cabía la posibilidad de afirmar una 

consideración contradictoria; pero igual, decreta la restricción de dichas nacionalidades a la inmigración. 

Nuevamente, adiciona a este decreto el Acuerdo Gubernativo del 31 de enero de 1930, del mismo Presidente 

Lázaro Chacón, donde establece: 

 

1o. Incluir entre las restricciones para el ingreso al país establecidas por el Decreto Número 950 de 

fecha 31 de agosto de 1927 a los individuos naturales o de nacionalidad armenia, egipcia, polaca, 

afgana, griega, búlgara, rumana, rusa, persa, yugoeslava, indú (coolies), de los países que antes 

formaron el imperio ruso y los del litoral del Norte de África. 

2o. Prohibir el ingreso de gitanos cualquiera que sea la nacionalidad que posean por nacimiento o 

naturalización 

 

Además de los antiguos ciudadanos del Imperio Otomano, la primera guerra mundial y el desmembramiento 

del Imperio Ruso y vecinos, provocó que muchos polacos y de los países bálticos viajaran al continente 

americano. Muchos de estos polacos eran eskenasis (hablantes de yiddish), sin grandes fortunas pero con 

habilidades probadas para los negocios. Al no poder alcanzar la cuota de ingreso a los EUA eran rebotados a 

México y Centroamérica, donde no eran recibidos amistosamente, al menos por el gobierno militar de 

Guatemala. Igual pasaba con los búlgaros, rumanos y yugoeslavos que habían integrado la última corriente 

migratoria masiva hacia los EUA, antes de la imposición de cuotas. 

 

Es curioso que también se definiera como indeseables a persas e indúes pues no había gran movimiento de 

emigración en estos países. Lo que pudo haber motivado esta prohibición fue el temor de dar cabida a 

revolucionarios de esos países que iniciaban su lucha por la independencia del Imperio Británico. 

 

El gobierno de Chacón también se mostró pionero en la agresión contra los gitanos, pueblo blanco de 

múltiples agresiones. Más tarde, en la II Guerra Mundial, medio millón de ellos perecerían en los campos de 

concentración nazis. 

 

En diciembre de 1930, Lázaro Chacón sufrió un derrame cerebral que lo retiró de la presidencia. En febrero 

de 1931 alcanzó la presidencia Jorge Ubico quien establecería una dictadura de quince años. Uno de sus 

primeros actos de gobierno fue nuevamente atacar a la inmigración bajo pretexto de proteger a la “industria” 

nacional. En efecto, el decreto número 1131, de Jorge Ubico, Presidente de la República, del 15 de marzo de 

1931 establece: 

 

Artículo 1. Mientras dure la actual crisis de trabajo se prohibe temporalmente el ingreso al país de 

trabajadores de taller o fábrica que vengan a ejercer su oficio en el territorio de la República. 

 

En el artículo 2 se exceptuaba a los contratados por el gobierno y las compañías autorizadas, en especial la 

United Fruit Company, dueña de los puertos, ferrocarriles y plantaciones por graciosas concesiones de los 

gobiernos guatemaltecos. Se había consolidado la política de discriminación racial en el gobierno con un 

carácter oligárquico que consideraba siempre los intereses del capital monopólico extranjero. 
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VI. De la legislación racista explícita 
 

A mediados del siglo XX, apareció claro que los asuntos políticos involucraban aspectos sociales en materia 

migratoria. No obstante, el gobierno no consideró a la migración como una palanca para el desarrollo 

económico, sino continuó expresando temores y hostilidad al extranjero, como la esencia de la actividad 

regulatoria. En ese sentido, no existió diferencia entre el régimen dictatorial, ni el ensayo democrático que 

impulsó la Revolución de 1944. 

 

A. Legislación de la dictadura 
 

El gobierno de Jorge Ubico Castañeda fue un régimen militar ampliamente represivo que operó para mantener 

intacto el sistema de plantaciones cafeticultoras, en medio de la crisis económica mundial de la década de 

1930. Dicho gobierno no mejoró, en nada, las obras públicas, ni tuvo ningún proyecto nuevo, se concentró en 

mantener, con trabajo forzado, los caminos, y facilitar la operación del capital monopólico de EUA, en el 

negocio bananero, ferrocarril y puertos. Coincidiendo con el auge del facismo, no disimuló su gusto por 

copiar los aspectos exteriores más oprobiosos del mismo: el pensamiento totalitario y el racismo. 

 

El Decreto Número 1745, la Asamblea Legislativa de la República de Guatemala, del 31 de mayo de 1931, es 

el primero, de una serie, que desarrollan más ampliamente el racismo y la intolerancia hacia los extranjeros en 

la práctica legislativa. En el artículo 1º. se convierte obligatoria la portación de pasaporte por guatemaltecos y 

extranjeros. Esta disposición garantiza, como después se comprobará en la II Guerra Mundial, que cualquier 

persona puede ser fácilmente aprendida por “carencia” de identificación. Sin embargo, esta disposición se 

volvería insustancial; ya que un día antes, se había establecido que desde el primero de enero de 1932, todos 

los habitantes de la República, debían portar la recién instituida cédula de vecindad, de acuerdo al Decreto 

Número 1735 de la Asamblea Legislativa de la República de Guatemala del 30 de mayo de 1931. 

 

Pero, el que expresa mejor el carácter de la nueva legislación es el artículo segundo que establece una 

clasificación para prohibir la entrada por “razones étnicas”, “por ser indeseables a perpetuidad” y los 

“indeseables temporalmente”. Tales categorías se repetirán en adelante en la legislación guatemalteca con 

apenas algunos disimulos. La disposición es la siguiente: 

 

Artículo 2. Se prohibe la entrada al país de los extranjeros siguientes: 

a) por razones étnicas: 

1o. De los individuos de raza amarilla o mongólica 

2o. De los individuos de raza negra, salvo las estipulaciones de las leyes en vigor. 

En ambos casos cualquiera que sea la nacionalidad de la persona. 

b) Por ser indeseables a perpetuidad: 

1o. Los fugos de presidio 

2o. Los condenados por delitos infamantes; 

3o. Los que se dedican a la trata de blancas; 

4o. Los que comercian con drogas heroicas; 

5o. Los expulsados de otros países por hacer propaganda disociadora o que la hagan ya estando en el 

país. 

6o. Los que hagan del contrabando su ocupación habitual, o se dediquen a comercios fraudulentos o 

ilícitos; 
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7o. Los incapacitados; 

8o. Los que pretendan entrar al país con documentación falsa; 

9o. Los demás excluidos por leyes anteriores. 

c) Por ser indeseables temporalmente; 

1o. Los que padecieren enfermedades contagiosas; 

2o. Los nacionales de un país que se encuentre en guerra con la República; 

3o. Los que por cualquier motivo puedan agravar las condiciones difíciles en que se encuentra el 

país. 

 

Como se advierte se sigue confundiendo a los mongoles con los chinos pero se agregan los negros. Más 

adelante se reconoce la existencia de estas personas en el territorio. No obstante, el desagrado se hace patente: 

 

Artículo 5o. Los extranjeros de razas amarilla y negra que actualmente residen en el país, de 

conformidad con las leyes vigentes, podrán permanecer en Guatemala, pero si abandonaren 

voluntaria o forzosamente el territorio no podrán ingresar en él. 

Salvo que salió con causa grave comprobada. 

 

En el artículo segundo, en medio de proxenetas, contrabandistas y presos fugados aparecen los incapacitados 

y los activistas políticos. En este último caso, ya se tiene a la vista a los enviados de la tercera internacional 

comunista (Komintern), que comienzan a ser temidos por su influencia y labor propagandística. Entre los 

indeseables temporalmente, además de los enfermos y los ciudadanos de los países enemigos (sic), se señala a 

comerciantes y trabajadores extranjeros. En gran parte, los activistas políticos realizaban estas actividades, a 

la par que recorrían las plantaciones centroamericanas difundiendo las ideas socialistas. 

 

De acuerdo al artículo 3 y 4, era facultad del ejecutivo dictar las medidas asegurar el cumplimiento de estos 

preceptos. 

 

El reconocimiento de la corrupción entre las autoridades migratorias amerita que se amenace con fuertes 

sanciones: 

 

Artículo 6o. Toda autoridad que violando las disposiciones de esta Ley permitiere la entrada al país, 

de los extranjeros en ella comprendidos, incurrirá en la pena de dos años de prisión correccional e 

incapacidad para el desempeño de puestos públicos por un tiempo igual al que fueren condenados, 

tiempo que empezará a contarse desde que el reo obtuvo legalmente su libertad. 

 

Con esta ley, se deroga el decreto gubernativo de Lázaro Chacón del 31 de enero de 1930, al tenor de artículo 

7, donde también se señalaban restricciones racistas a la inmigración. Es importante anotar que se trató de una 

ley de la Asamblea, lo que denota el carácter generalizado de estos criterios entre la oligarquía guatemalteca. 

No era simplemente que el recién electo presidente Jorge Ubico fuera una persona ligada sentimentalmente a 

la idea de restablecer un régimen dictatorial sino se trataba de un consenso amplio, entre los miembros de la 

oligarquía que monopolizaban los puestos del Estado guatemalteco. 

 

Posteriormente, la figura del dictador se irá manifestando de manera creciente; sobre todo en este dominio, a 

través de una serie de ajustes a la legislación. Por medio del Decreto Número 1241 de Jorge Ubico Presidente 

Constitucional de la República del 2 de febrero de 1932, se considera que el gobierno debe acudir en defensa 

de intereses nacionales, debido a la competencia ilícita de buhoneros extranjeros que causa “enormes” daños a 

comerciantes del país. Por lo tanto se estatuye en el artículo 1º, que se prohibe la entrada y permanencia en el 

país de extranjeros que se dediquen al “comercio de buhoneros”, estableciendo en el artículo siguiente que 

serán extrañados del territorio de la república quienes contravengan esta disposición. 

 

A los pocos días, nuevamente el furor del futuro dictador se dirige contra los extranjeros, en el Decreto 

número 1247 de Jorge Ubico Presidente Constitucional de la República del 10 de febrero de 1932, constata 

que “en investigaciones llevadas a cabo por los Tribunales de la República con motivo de delitos perpetrados 

contra los intereses fiscales” se debe reprimir especialmente a los extranjeros de donde decreta: 
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Artículo 1. Los extranjeros que participen como autores, encubridores o cómplices en la comisión de 

delitos contra la Hacienda Pública serán expulsados del país, sin perjuicio del cumplimiento de la 

condena que les sea impuesta. 

 

Esta disposición fue sustituida al ser integrada en el artículo 216 de la Ley de Alcoholes (Decreto Gubernativo 

1602 de noviembre de 1934) y 78 de la Ley de Tabacos (decreto Gubernativo1466 de octubre de 1933) así 

como se reiteraría en la futura ley de extranjería que dictaría Ubico. Se debe dejar anotado que en el año de 

1933 fue fundada una filial del partido Nacional Socialista Alemán (Nazi) en el país. 

 

Mientras tanto, nuevamente por medio del Decreto Número 1524, Jorge Ubico, Presidente de la República del 

7 de mayo de 1934, nuevamente vuelve a la carga contra los extranjeros, pero quiere dejar a salvo a los que 

trabajan en las plantaciones e intereses de la United Fruit Company. De este modo en el artículo 1º, indica que 

efectivamente se ha prohibido el ingreso de nuevos trabajadores al país, en razón de la crisis económica 

mundial pero que quedan “exceptuados los técnicos que vengan contratados por el Gobierno de la República 

o por compañías o particulares, que tengan previamente autorización del Ejecutivo”. No obstante, indica a 

continuación: 

 

Artículo 2o. Los trabajadores que posean algún dinero y deseen ingresar al país con el objeto de 

establecer taller o industria, para explotarlos por cuenta propia, podrán hacerlo cuando previamente 

hayan consultado y obtenido resolución favorable del Ejecutivo. 

 

Como establecía el ordenamiento constitucional de la época, este decreto fue aprobado por Decreto 

Legislativo 2003 del 19 de mayo de 1934. 

 

Nuevamente, se vuelve a regular de manera general, la materia de extranjería por medio del Decreto Número 

1781, de Jorge Ubico, Presidente de la República, del 25 de enero de 1936. Este decreto no es muy diferente 

de la ley que se había aprobado al inicio de su mandato pero su importancia radica en que se mantuvo vigente 

prácticamente sin cambios por una treintena de años y hubo resistencia para derogarla. La legislación se 

efectuaba en plena campaña para la reelección y prácticamente en el establecimiento de la dictadura. De esa 

cuenta, nada retrata tan bien el carácter racista y excluyente de la oligarquía guatemalteca en el ejercicio del 

poder que esta regulación de la extranjería. 

 

La ley esta organizada en 7 títulos que contienen los siguientes temas: Título I: Capítulo único, quiénes son 

los extranjeros; Titulo II, Capítulo I, condición jurídica de los extranjeros, Capítulo II, Matrimonio, 

separación y divorcio; Titulo III, Capítulo único, de la inscripción y sus efectos; Titulo IV, capítulo único, 

naturalización; Titulo V, capítulo único, de la expulsión; Titulo VI, capítulo único, de la vía diplomática; 

Titulo VII, capítulo único, competencia en materia civil y criminal. 

 

La legislación supone un atraso en la inclusión de la nacionalidad guatemalteca de manera amplia. Al 

contrario, incluye una serie de mecanismos para negar la nacionalidad. 

 

Artículo 1º. Para los efectos de esta Ley se reputan extranjeros: 

a) Las personas nacidas fuera del territorio guatemalteco de padres que no son 

guatemaltecos; 

b) Los hijos de matrimonio nacidos fuera de Guatemala de padre extranjero y madre 

guatemalteca, que no lo sea de origen; 

c) Los guatemaltecos que hayan perdido su nacionalidad; 

d) Los nacidos fuera de Guatemala, de padres que hayan perdido la nacionalidad 

guatemalteca; 

e) La mujer guatemalteca que hubiere hecho constar expresamente, en las diligencias 

matrimoniales, que renuncia a su nacionalidad y adopta la de su marido; 

f) Los hijos de Agentes Diplomáticos, aunque hayan nacido en territorio guatemalteco. 

 

Después se hace el reconocimiento territorial de naves en el artículo 2º, así como que el guatemalteco 

naturalizado en otro país puede recobrar la ciudadanía según el artículo 3º, pasa a resolver las diferentes 

situaciones que se presentarían por cambio de estado o carencia de éste de las mujeres para determinar la 
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nacionalidad. Lo realmente operativo de esas situaciones contenida en los artículo 4º y 5º, consiste en la 

inscripción. De la misma manera el articulado siguiente se refiere a obligaciones burocráticas de 

guatemaltecos o extranjeros naturalizados para recuperar o conservar la nacionalidad. 

 

La ley conserva las clases de extranjeros de la misma manera que las primeras legislaciones favorables a la 

inmigración tal como se puede leer. 

 

Artículo 8º. Los extranjeros en Guatemala pueden ser: 

1º. Domiciliados, conforme lo establece el Titulo II del Código Civil; 

2º. Transeúntes. Se consideran como transeúntes a los extranjeros que accidentalmente se 

encuentran en un lugar de la República o que vengan al país en vía de paseo, siempre que su 

permanencia no pase de dos meses desde la fecha de su ingreso y que hayan manifestado 

viajar en tal calidad al solicitar los documentos respectivos en los Consulados de Guatemala. 

También se consideran transeúntes los extranjeros que sin ánimo de radicarse en el país, 

ingresen con licencia especial para permanecer más de dos meses; 

3º. Inmigrantes. Para los efectos de esta Ley se considera inmigrantes a todo extranjero 

(jornalero, industrial, artesano, agricultor o profesor), que, acreditando su moralidad y sus 

aptitudes, llegue a la República para establecerse en ella; y se dividen en dos clases: 

a) Los que vinieren sin contratos, en solicitud de colocación en el país; 

b) Contratados por empresas o particulares, 

c) Contratados por el Gobierno de la República. 

 

Fuera de consideraciones anecdóticas como señalar la pifia legal, pues las clases eran tres y no dos, como 

equivocadamente consigna el artículo de ley. Y, por lo tanto, se pondría en duda, si el dictador sabía contar. 

El punto relevante que permanece consiste en hacer notar que era ocioso reconocer clases de inmigrantes pues 

no se derivaban tratos especiales para éstos. Tal diferenciación era un deslinde sin ningún sentido. 

 

En el artículo 9 se establecía la libertad de tránsito pero a la vez se ponía en manos del organismo ejecutivo la 

restricción por razones de “raza, de seguridad interior, de salubridad pública o por cualquier otro motivo 

fundado”. Las restricciones se hicieron más claras por medio de un listado que recordaba la legislación que 

había sido elaborada a partir de los regímenes de nuevos liberales. 

 

Artículo 10. Se prohibe la entrada al país de los extranjeros siguientes: 

a) por razones étnicas, cualquiera que sea la nacionalidad de las personas, por nacimiento o 

naturalización; 

1. De los individuos de raza amarilla o mongólica; 

2. De los individuos de raza negra, salvo las estipulaciones de las leyes en vigor; 

3. Los gitanos; 

b) Por ser indeseables a perpetuidad; 

1. Los fugos de presidio; 

2. Los condenados por delitos infamantes; 

3. Las mujeres que se dediquen a la prostitución, y los individuos que se ocupen de 

la trata de blancas; 

4. Los toxicómanos y los que comercien con drogas estupefacientes; 

5. Los expulsados de otros países por hacer propaganda disociadora o que la hagan 

ya estando en el país, y los que profesen ideas comunistas o anarquistas; 

6. Los que hagan del contrabando su ocupación habitual o se dediquen a comercios 

fraudulentos o ilícitos; 

7. Los idiotas, ciegos, dementes, epilépticos, alcohólicos crónicos, sordomudos, 

inválidos o cualquier otra persona que por su condición física pueda constituir una 

carga para la sociedad o el Estado; 

8. Los que pretendan entrar al país con documentación falsa; y, 

9. Los demás excluidos o que se excluyan por leyes especiales y de emergencia; 

c) Por ser indeseables temporalmente: 

1. Los que padecieren enfermedades infecto-contagiosas; 



La legislación migratoria en Guatemala. Página 39 de 66 

2. Los nacionales de un país que se encuentre en estado de guerra con la República; 

y 

3. Los excluidos temporalmente en virtud de leyes de emergencia; 

d) Queda restringida la entrada al país: 

1. De todo extranjero mayor de quince años que no posea en efectivo para 

presentarlo en el puerto o frontera, por lo menos, una suma equivalente a cien 

quetzales, más los gastos indispensables para trasladarse al lugar del país donde 

piense permanecer. Quedan exceptuados los hijos menores y las esposas que viajen 

en compañía de sus padres y marido respectivamente; 

2. De los que vengan a buscar trabajo en establecimientos comerciales, agrícolas o 

industriales o se dediquen a actividades remuneradas con sueldo, honorarios, 

salarios o jornal; exceptuándose los técnicos contratados por el Gobierno de la 

República, por compañías o particulares, que tengan autorización previa del 

Ejecutivo, y los trabajadores que posean fondos suficientes que deseen establecer 

taller o industria para explotarlos por cuenta propia cuando previamente hayan 

consultado y obtenido resolución favorable del Ejecutivo; 

3. De los artistas de teatro, circos o cualquier otro espectáculo público, 

exploradores o andarines, salvo que vengan contratados por cuenta de alguna 

sociedad o institución y que tengan autorización previa del Ejecutivo; 

4. De los extranjeros mayores de sesenta años de edad, a menos que sean 

ascendientes de familia que venga a establecerse o se encuentre establecida en 

Guatemala, o que acrediten tener un capital no menor de cinco mil quetzales; 

5. De los individuos, cualquiera que sea su nacionalidad, de raza turca, siria, 

libanesa, árabe, griega, palestina, armenia, egipcia, afgana, indú, búlgara, rusa, y 

los de razas nativas del litoral del Norte de Africa. Estos individuos para ingresar al 

país, deberán solicitarlo previamente a la Secretaría de Relaciones Exteriores, 

comprobando estar comprendidos en los siguientes casos: 

a) Los cónyuges de las personas del origen indicado, cuando los 

interesados comprueben que se encuentran establecidos en el país; 

b) Los ascendientes o descendientes de los mismos, con tal que pueda 

comprobarse que los residentes en Guatemala están en posición 

desahogada y tienen o disponen de los medios suficientes para su 

manutención; 

c) Los que habiendo residido antes en el país puedan comprobar que 

actualmente tienen negocio propio establecido; 

d) Los que comprueben que poseen un capital mayor de cinco mil 

quetzales; 

6. Las personas comprendidas en los casos anteriores, para ser admitidas en el país, 

deberán hacer un depósito de doscientos quetzales (Q. 200), el cual será devuelto si 

el interesado sale del país, dentro de un término que no exceda de un año de la 

fecha de su ingreso a la República. 

 

Esta disposición legal, deja claro la existencia de prohibiciones racistas para el ingreso al país; aparece 

igualmente preciso que se impide el ingreso por poseer “ideas comunistas o anarquistas”; se trata en este caso 

de una posición profiláctica social extrema. Las restricciones se lanzan de manera difusa para permitir la 

arbitrariedad, como señalar a los que excluyan leyes especiales y de emergencia. Recuérdese que, por estar en 

vigor, se prohibía el ingreso de comerciantes bajo ese carácter emergente; además, para asegurar la 

prohibición, se expresa taxativamente la prohibición de ingreso de trabajadores salvo autorización previa del 

gobierno. También, a nadie escapa, la alusión directa al dinero como medio de excepción. 

 

La ley reitera el imperio de la ley a todos los habitantes de la República, la observancia de disposiciones y 

reglamentos de policía, pagar impuestos, igualdad en consideración de derecho civil, excepción de derechos 

políticos, reconocimiento de estado civil y modificaciones salvo oposición a las leyes del país, así como 

disposiciones para trámites judiciales, en el articulado comprendido del 11 al 33. En el artículo 34, se 

establece como excepción: la prohibición de ejercer profesiones de colegiación obligatoria, desempeñarse 

como profesor, así como ejercer aquellas que no estén establecidas en la República. 
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Cómo se señaló, el capítulo II, se dedica al matrimonio, separación y divorcio. En el artículo 38, se indica que 

la disposición de bienes en el caso de anulación o separación se hará con base en las leyes del país, de la 

misma manera, el 39 señala que esos procedimientos sólo pueden tramitarse bajo causas consideradas en las 

disposiciones legales nacionales. El artículo 43 y 44 ordenan inscribir en el registro civil, el matrimonio 

cuando se domicilien en el país, así como la modificación del mismo. 

 

El título III, trata de la inscripción de los extranjeros en la Secretaría de Relaciones Exteriores que tenía 

efectos importantes, pues en el artículo 51 se prohibía a las autoridades reconocer derecho de acción al 

extranjero no inscrito. El título IV, se refería a la naturalización, como quedo dicho, indicándose en el artículo 

61 que ésta podía ser expresa, tácita o presunta de acuerdo a la formalización ante la autoridad. El título V 

relativo a la expulsión, la atribuía al “Poder Ejecutivo” en el artículo 78, y aparte de ser una prerrogativa que 

no necesitaba expresión de causa, en un contrasentido, señalaba, después múltiples causas cuyo común 

denominador era expresar juicios en la prensa o de otro modo contra los poderes nacionales o del extranjero. 

La vía diplomática se trataba en el título VI, con la consabida regulación de ser supletoria, en caso de 

denegación de justicia. Además, el artículo 87 reconocía el derecho de demandar al Estado por daños y 

perjuicios, siempre y cuando las autoridades legítimas los hubieren causado en ejercicio de sus funciones; 

pero, en el artículo 92, se amenazaba con que la demanda temeraria o exagerada daría lugar a multa 

equivalente al 25% de la cantidad demandada. 

 

En el título VII dedicado a la competencia en materia civil y criminal, se reitera la aplicación universal de las 

leyes, exceptuándose los jefes de Estado, los diplomáticos, los ejércitos extranjeros autorizados de paso, las 

naves y aeronaves extranjeras de acuerdo a los artículos 94 a 98. En cambio, los delitos contra la humanidad 

cometidos en espacio internacional, se castigarán por las leyes nacionales, señala el artículo 99. La materia 

civil se trata del artículo 100 al 110, y, en general, son disposiciones centradas en el carácter voluntario para 

someterse a la legislación civil en actos celebrados en el extranjero. 

 

En el artículo 111, se afirma la finalización del Tratado de Paz, Amistad, Comercio y Navegación celebrado 

con Alemania en 1887 que caducó el 15 de marzo de 1916, señalándose la obligación de inscripción como 

extranjeros de quienes hubieren prestado servicio militar en Alemania como único requisito para que pudiera 

operar la consideración de nacionalidad alemana para los nacidos en el territorio nacional de padres alemanes. 

 

Una vez firmado por Ubico y su secretario de relaciones exteriores Alfredo Skinner Klee, fue aprobado por el 

Decreto Número 2121 de la Asamblea Legislativa de la República de Guatemala, el 23 de marzo de 1936, con 

alguna reforma insustancial como afirmar que el lugar donde los actos se ejecutan o deban de cumplirse los 

contratos, rige (locus regit actum). 

 

La ley de extranjería tuvo otros ajustes pero jamás fue derogada hasta 1986. El mismo dictador comenzó a 

poner parches en la materia. Por medio del decreto 1919, Jorge Ubico, Presidente de la República del 10 de 

febrero de 1937, modifica el artículo 1º inciso b, de la ley de extranjería que fue referido adelante. La 

modificación estatuye: 

 

 “Los hijos de matrimonio nacidos fuera de Guatemala, de padre extranjero y madre guatemalteca.” 

 

Antes de esta reforma, la mujer guatemalteca paría hijos nacionales si lo hacía valer consularmente, de la 

misma manera que los nacidos de madre soltera guatemalteca (véase artículo 4º de la Ley de Extranjería 

comentada). Pero, en un alarde de machismo, las mujeres guatemaltecas casadas con extranjero pierden ese 

derecho. Si se consulta el texto original aparece que igualmente se había restringido ese derecho a mujeres 

guatemaltecas naturalizadas, no así a los padres (varones). 

 

Nuevamente por medio del Decreto Número 2153, de Jorge Ubico Presidente de la República, expedido el 7 

de octubre de 1938, se vuelve a modificar la ley de extranjería, ahora en sentido contrario, en especial para 

facilitar la declaración de nacionalidad de quienes en virtud de los tratados se encontraban en trámites de 

reconocimiento de nacionalidad. Así, las mujeres guatemaltecas podían, mediante simple declaración, 

recobrar la nacionalidad guatemalteca ante la Secretaría de Relaciones Exteriores o ante agente diplomático o 
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consular. Así mismo, la extranjera casada con igual declaración, adoptaba la nacionalidad guatemalteca del 

esposo. 

 

Estas marchas y contramarchas se explican en gran medida porque en la lejanía retumbaban los tambores de 

guerra y los nacionales europeos estaban preocupados de las consecuencias de ostentar su nacionalidad en 

caso de conflicto bélico. 

 

B. Una deuda no saldada por la revolución de 1944 
 

La culminación de un movimiento cívico popular tuvo lugar el 20 de octubre de 1944 cuando después de la 

renuncia del dictador Ubico, su sucesor el General Federico Ponce Vaides fue depuesto por la insurrección 

que se gestó en la capital. El movimiento armado popular pudo ganar la iniciativa gracias a una serie de 

decretos de la Junta Revolucionaria de Gobierno que se iniciaron con la convocatoria a elecciones generales 

(Decreto No. 1), intervención de los bienes de Ubico y Ponce Vaides (Decreto No. 2), exoneración de 

impuestos de exportación a los ganaderos (Decreto No. 4), reorganización de la exportación de café (Decreto 

No. 5), nueva inscripción ciudadana (Decreto No. 6), abolición del servicio personal obligatorio en carreteras 

(Decreto No. 7), etc. 

 

El 25 de noviembre de 1944 se declaró inaugurado el período de sesiones de la recién electa nueva Asamblea 

Legislativa de la República de Guatemala. El 14 de diciembre de 1944, la asamblea acometió la tarea de 

discutir la legislación sobre extranjería. La historia probó que a los jóvenes diputados, más valdría haber 

esperado y no actuar precipitadamente, porque carecían de bases diferentes a la de la generación que les había 

precedido. En efecto, quienes ocuparon los puestos de gobierno después de la sublevación popular fueron en 

especial jóvenes profesionales. La junta de gobierno estaba integrada por el comerciante y terrateniente Jorge 

Toriello de 35 años, y el Mayor Francisco Javier Arana de 39 años y Jacobo Arbenz Guzmán de 30 años. 

Aunque todavía no se ha hecho un promedio de la edad de los diputados, provisionalmente se puede afirmar 

con base en informes y comentarios de contemporáneos de esos acontecimientos, que se encontraba alrededor 

de los 30 años. De esa cuenta, su formación había tenido lugar en medio de un ambiente represivo y, por la 

guerra mundial que frenó el turismo internacional, sus horizontes eran muy limitados. Cuando modificaron la 

Ley de extranjería apenas pudieron esbozar consideraciones de mucho alcance pero no las lograron concretar 

en la parte dispositiva del decreto que no sólo fue pobre sino en muchos casos los cambios resultaban 

ridículos. 

 

El primer considerando del Decreto Número 10 de la Asamblea Legislativa de la República de Guatemala 

señala la necesidad de armonizar con las nuevas leyes de la revolución a la Ley de extranjería. El segundo 

considerando está enderezado a establecer la situación jurídica de quienes sirvieron al eje Berlín, Roma, 

Tokio. A partir del tercer considerando la declaración de motivos es claramente política pues señala: 

 

 Considerando: 

Que dicha ley contiene el concepto de discriminación racial inaceptable en una democracia; 

 Considerando: 

Que algunos artículos del citado decreto cierran totalmente las puertas del país a elementos 

culturales, así como a trabajadores de diversos órdenes que pueden y deben ser incorporados a la 

vida nacional o participar en ella mediante una política de población técnicamente planeada por el 

Gobierno de la República; 

 Considerando: 

Que Guatemala debe ser un asilo para los perseguidos políticos de las dictaduras de todo el 

mundo; 

 Considerando: 

Que debemos estrechar los lazos que nos unen con los nativos de España e Iberoamérica y 

especialmente con los centroamericanos, quienes están llamados a formar con nosotros una sola 

nacionalidad; 

 Considerando: 



La legislación migratoria en Guatemala. Página 42 de 66 

Que es un deber del Estado fomentar el turismo y las corrientes inmigratorias que beneficien 

la cultura y economía del país y que también es necesario suprimir todas las obligaciones vejatorias 

impuestas por la ley anterior; 

 

Sin embargo, las reformas a la ley fueron solamente cambio de palabras y en algunos casos regateo para 

prohibir a grupos nacionales o étnicos el ingreso al país. En el cuadro que sigue se hace una comparación 

entre los decretos para contrastar las normativas y demostrar que los cambios fueron solamente de forma. 

 

 

Decreto número 1781 Decreto número 10 

Artículo 1º. 

c) Los guatemaltecos que hayan perdido su 

nacionalidad; 

Artículo 1º. 

c) Los guatemaltecos que hayan adoptado 

nacionalidad extranjera, mientras no ingresen al país 

con el propósito de radicarse en él. 

Artículo 1º. 

d) Los nacidos fuera de Guatemala, de padres que 

hayan perdido la nacionalidad guatemalteca; 

Artículo 1º. 

d) Los nacidos fuera de Guatemala, de padres que 

hayan adoptado nacionalidad extranjera. 

Artículo 3º. El guatemalteco naturalizado en otro país, 

al regresar a Guatemala, recobra ipso facto la 

nacionalidad guatemalteca por la residencia en el 

territorio de la República y recobra la ciudadanía al 

completar dos años consecutivos de residencia, 

contados desde la fecha de su ingreso al país. Al 

efecto deberá ocurrir al Registro Civil 

correspondiente, acompañando el pasaporte o 

documento que compruebe la fecha de su ingreso a la 

República y los documentos que identifiquen su 

persona, dentro del plazo de dos meses a contar de esa 

fecha, para que se haga la inscripción 

correspondiente. 

Artículo 3º. El guatemalteco natural que hubiere 

adoptado nacionalidad extranjera, recobra ipso facto 

la nacionalidad guatemalteca desde el momento en 

que ingrese en el país con el propósito de radicarse en 

él, y recobra la ciudadanía veinticuatro horas después. 

el propósito de radicarse podrá ser manifestado 

expresamente mediante declaración escrita ante la 

Secretaría de Relaciones Exteriores o tácitamente por 

actos que lo hagan evidente. 

El guatemalteco naturalizado que adopte nacionalidad 

extranjera, quedará sujeto a las reglas generales sobre 

nacionalización. 

Artículo 8º. 

2º. Transeúntes. ...permanencia no pase de dos 

meses... 

Artículo 8º. 

2º. Transeúntes. ...permanencia no pase de seis meses 

prorrogables a otro término igual. 

Artículo 9º. 

...podrá negar el ingreso al país de los extranjeros que 

por razón de raza... 

Artículo 9º. 

...podrá negar el ingreso al país de los extranjeros que 

por razón de interés social.. 

Artículo 10. 

a) Por razones étnicas,... 

Artículo 10. 

a) Por razones de interés social,... 

Artículo 10. 

b) Por ser indeseables a perpetuidad: 

1. Los fugos de presidio; 

Artículo 10. 

b) Por ser indeseables a perpetuidad: 

1. Los prófugos de presidio por delitos comunes; 

5. Los expulsados de otros países por hacer 

propaganda disociadora o que la hagan ya estando en 

el país, y los que profesen ideas comunistas o 

anarquistas; 

5. Los expulsados de otros países por hacer 

propaganda totalitaria o que la hagan ya estando en el 

país y los que profesen ideas antidemocráticas; 

d) Queda restringida la entrada al país: 

1. ...quedan exceptuados los hijos menores y las 

esposas que viajen en compañía de sus padres y 

marido, respectivamente. 

d) Queda restringida la entrada al país: 

1. ...quedan exceptuados los hijos menores y las 

esposas que viajen en compañía de sus padres y 

marido, respectivamente; y los que vengan como 

refugiados políticos. 

2. De los que vengan a buscar trabajo...; 

exceptuándose los técnicos contratados por el 

Gobierno de la República, por compañías o 

particulares, que tengan autorización previa del 

Ejecutivo, y los trabajadores que posean fondos 

suficientes que deseen establecer taller o industria 

2. De los que vengan a buscar trabajo...; a no ser que 

previamente hayan consultado y obtenido resolución 

favorable del Ejecutivo. Se exceptúan los técnicos 

contratados por el Gobierno de la República, 

compañías o particulares que sean autorizados por el 

Gobierno. 
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para explotarlos por cuenta propia, cuando 

previamente hayan consultado y obtenido resolución 

favorable del Ejecutivo; 

3. De los artistas de teatro, circos o cualquier otro 

espectáculo público, exploradores o andarines salvo 

que vengan contratados por cuenta de alguna sociedad 

o institución y que tengan autorización previa del 

ejecutivo. 

3. De los artistas de teatro, circos o cualquier otro 

espectáculo público, o andarines, salvo que vengan 

contratados por cuenta de alguna sociedad, institución 

o persona responsable establecida en el país, las 

cuales deberán previamente comprometerse a cubrir 

los gastos de repatriación de los extranjeros 

comprendidos en este precepto. 

4. De los extranjeros mayores de sesenta años .... 4. De los extranjeros mayores de sesenta años a 

menos que sean centroamericanos de origen o ... 

5. De los individuos, cualquiera sea su nacionalidad, 

de raza 

turca, siria, libanesa, árabe, griega, palestina, armenia 

egipcio, afgana, indú, 

búlgara, rusa 

y los de razas nativas del litoral Norte de Africa 

5. De los individuos, cualquiera sea su nacionalidad, 

de origen 

turco, sirio, libanés, árabe, griego, palestino, armenio 

egipcio, afgán, hindú, 

e iranio 

y los de poblaciones nativas del litoral norte de Africa 

Estos individuos para ingresar al país ... 

d) Los que comprueben que poseen un capital mayor 

de cinco mil quetzales; 

Estos individuos para ingresar al país... 

d) (suprimido) 

Artículo 34. Esta vedado a los extranjeros el ejercicio 

de las profesiones... Ley de Educación Pública o los 

tratados. Sin embargo puede el Gobierno... puestos en 

el profesorado de las Facultades y escuelas 

superiores, así ... 

Artículo 34. Esta vedado a los extranjeros el ejercicio 

de las profesiones...ley orgánica de la Universidad de 

San Carlos de Guatemala o los tratados. Sin embargo, 

puede el Gobierno... puestos directivos o en el 

profesorado de las escuelas superiores que no sean 

universitarias, así... 

Artículo 37. Si alguno de los contrayentes... Artículo 37. Si alguno de los que pretenden contraer 

matrimonio en el territorio nacional... 

Artículo 38. Los efectos y consecuencias de la 

nulidad del matrimonio... 

Artículo 38. Los efectos y consecuencias de la 

nulidad del matrimonio...siempre que la legislación 

del país extranjero establezca que ambos cónyuges 

deben ser oídos en el juicio respectivo;... 

Artículo 46. Están obligados a inscribirse...para 

permanecer en él más de dos meses... 

Los derechos de inscripción son de Q. 2.25 que se... 

Artículo 46. Están obligados a inscribirse...para 

permanecer en él más de seis meses... 

Los derechos de inscripción serán los que fije el 

Ejecutivo... 

Artículo 58. Se considera guatemaltecos naturales a 

los originarios de las demás Repúblicas de Centro-

América...siempre que exista la reciprocidad... 

Artículo 58. Se considera guatemaltecos naturales a 

los originarios de las demás Repúblicas de Centro-

América...siempre que exista la reciprocidad... 

Si no existiere la reciprocidad, basta con hacer la 

manifestación arriba citada, para que el 

centroamericano quede de hecho naturalizado 

guatemalteco. 

Artículo 78. El Poder Ejecutivo tiene la facultad 

exclusiva de hacer abandonar el territorio nacional a 

todo extranjero, sin excepción,... 

Artículo 78. El Poder Ejecutivo tiene la facultad 

exclusiva de hacer abandonar el territorio nacional a 

todo extranjero transeúnte, sin excepción,...; pero los 

extranjeros domiciliados se les hará saber el motivo 

de la expulsión y éstos podrán ofrecer prueba en 

contrario ante la autoridad que la decrete, dentro de 

un plazo de ocho días, sin perjuicio de que el 

Ejecutivo quede facultado para tomar de inmediato 

todas las medidas de seguridad que estime 

conveniente. 

 



La legislación migratoria en Guatemala. Página 44 de 66 

El decreto del congreso fue firmado por Manuel Galich en su calidad de presidente, Alfonso Bauer Paiz como 

secretario y Manuel María Avila Ayala como secretario de la Asamblea Legislativa de la República de 

Guatemala, de donde pasó al ejecutivo y fue ratificado el 16 de diciembre de 1944 por la Junta Revolucionaria 

de Gobierno y el Secretario de Estado en el Despacho de Relaciones Exteriores, Enrique Muñoz Meany.  

 

Después de efectuarse elecciones, en marzo de 1945, tomó posesión Juan José Arévalo Bermejo como 

Presidente de la República. Durante su mandato hubo una generosa política de asilo y de lucha contra los 

regímenes dictatoriales de Centroamérica y el Caribe; así mismo, muchos profesores españoles emigrados por 

la guerra civil así como otros de toda Latinoamérica ofrecían cátedras en la Universidad de San Carlos de 

Guatemala. En los negocios también prosperaron capitalistas extranjeros que con posterioridad a la guerra 

preferían invertir en Guatemala, antes que buscar suerte en las destruidas economías de Europa. Una 

historiadora crítica de la revolución señala: 

 

Tolerante al comunismo, en su época llegaron a Guatemala numerosos exiliados españoles, chilenos 

y mexicanos comunistas, recibidos con los brazos abiertos, respetados por su intelectualidad y por 

poseer conocimientos que no se tenían en el país.
51

 

 

Fuera de que habría que preguntarse, si los comunistas eran mexicanos solamente, o también lo eran los de 

todas las nacionalidades que se mencionan; lo que aparece claro, es que la política de apertura a la migración 

internacional era fuerte y permitía a la universidad nacional ofrecer cursillos y cursos con las figuras más 

relevantes de la intelectualidad latinoamericana. Además, muchos sirvieron de asesores para la facción de 

leyes, procedimientos administrativos y sistemas de producción que modernizaron al país. De esa cuenta, la 

regulación migratoria era administrada con bastante tino y no despertó suspicacia entre los revolucionarios 

que se encontraban volcados a superar el atraso en todos los órdenes que había dejado la dictadura ubiquista. 

 

C. El congelamiento de la regulación migratoria 
 

Después de la campaña presidencial de 1950, Jacobo Arbenz Guzmán ganó las elecciones con un programa de 

gobierno que buscaba impulsar cambios que tendieran a la industrialización y reparto más equitativo de la 

renta nacional bajo un marco capitalista, tal como afirmó en su discurso de toma de posesión. La política 

internacional no fue tan intensa como con Arévalo, pues éste había propiciado incluso acciones militares 

dirigidas contra países dictatoriales. No obstante, fue derrocado el 27 de junio de 1954, por instigamiento del 

gobierno de los EUA, cuyos principales ejecutores fueron el Departamento de Estado y la agencia central de 

inteligencia conocida por sus siglas en inglés CIA,
52

 debido a que el gobierno había afectado los intereses de 

la otrora poderosa compañía internacional de ferrocarriles y de uno de los monopolios bananeros de los EUA, 

cuyos abogados precisamente ocupaban esas oficinas federales: los tristemente célebres hermanos Dulles. 

 

Lo aberrante del caso fue que la justificación de los órganos de gobierno de los EUA, para operar en ese 

sentido fue que combatían un país comunista. Con lo que instalaron a Guatemala en un teatro de 

enfrentamiento internacional, de confrontaciones político ideológicas, que dominaron la década de 1950 

conocido como Guerra Fría. La rápida derechización del ejército de Guatemala se expresó en la 

reorganización de los estudios militares en la Escuela Politécnica para convertirlos en una fuerza dirigida 

contra cualquier programa socialista. La pérdida de las proporciones e importancia del país fue clara en el 

ampuloso estilo del gobierno espúreo que instalaron, ya que rayaba con lo ridículo en sus declaraciones. 

Debido a la guerra psicológica, la propaganda que realizaron los medios de comunicación norteamericanos 

alcanzó al mundo entero, lo que ofreció una idea desproporcionada de la importancia del país, así como de los 

límites de creación política. 

 

Una prueba de la pérdida del sentido de realidad al abrazar la política anticomunista se observa en el Decreto 

Número 151 de Carlos Castillo Armas, Presidente Constitucional de la República de Guatemala, del 23 de 

noviembre de 1954, donde se reforma la ley de extranjería, con el objeto de hacer más claras las prohibiciones 
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 Alcira Goicolea. Los diez años de primavera. en J. Luján Muñoz, comp. Op. Cit. Página24 del tomo VI. 
52

 Cfr. Stephen Schlesinger & Stephen Kinzer. Fruta amarga. Trad.: Romeo Medina et al. México: Siglo XXI 

editores, 1982 



La legislación migratoria en Guatemala. Página 45 de 66 

de ingreso al país por parte de nacionales de un país enemigo en guerra. Así, en el artículo 10 muchas veces 

citado antes del Decreto Número 1781, Ley de extranjería, en su inciso c) que regula a los indeseables 

temporales, se le adiciona al numeral 7, la frase: “mientras dure la lucha armada”. 

 

Si no moviera a risa, esa reforma, supuestamente servía para avizorar una situación futura donde se vería 

involucrado el país: una guerra. Además, consideraba la extensión temporal de la misma que hacía necesario 

declarar el fin de las hostilidades. 

 

Es increíble como la Guerra Fría provocó la pérdida de juicio para juzgar las proporciones y las posibilidades 

de acción de la república. Creyéndose uncidos al carro de guerra de las alianzas militares norteamericanas, los 

dirigentes nacionales hacían ostentación de lujo en ceremonias inútiles. Sólo así es que puede explicarse las 

parodias de un plebiscito en octubre de 1954, para nombrar Presidente Constitucional a quien había sido 

seleccionado por los mandos de la CIA, entre varios candidatos, para presidir a los mercenarios que se 

agrupaban bajo el ampuloso nombre de “ejército de la liberación”. De la misma manera, cuando ese “ejército” 

fue arrestado por una fuerza compuesta por cadetes de la Escuela Politécnica, el 2 de agosto de 1954, se firmó 

una hoja conocida como “pacto de caballeros” que volvía las cosas al anterior estado previo a la rebelión, a 

cambio de respetar la integridad de los alzados. No obstante de poco valió, pues cuando entregaron las armas, 

fueron sometidos a corte marcial, salvándose de ser fusilados gracias a la intervención de abogados patriotas 

ante la Auditoría de Guerra. 

 

El gobierno de la “liberación” oscilaba entre el ridículo y la falta absoluta de principios a la hora de respetar el 

régimen constitucional. So pretexto de la amenaza “comunista”, restringió las libertades de asociación y de 

expresión del pensamiento. De esa cuenta, tratándose de un régimen que deseaba revertir el desarrollo 

democrático del país, como se ha dicho insistentemente, desarrolló el gusto por lo superfluo. Así no es de 

extrañar que por medio del Decreto Número 245 de Carlos Castillo Armas, Presidente Constitucional de la 

República, del 4 de marzo de 1955, se haya establecido los procedimientos y ceremonial de naturalización, 

con juramento incluido, como una legislación que desarrollaba el acceso a la nacionalidad guatemalteca. 

 

No obstante, un cambio que merece destacarse aparte, por su importancia para la regulación de la autoridad 

migratoria, consistió en el Decreto Número 1147 del Congreso de la República del 18 de febrero de 1957, 

promulgado por Carlos Castillo Armas, el 19 del mismo mes y año. En ese decreto se trasladan las funciones 

de regulación migratoria y de acceso al país del Ministerio de Relaciones Exteriores al de Gobernación, salvo 

los asuntos relativos al asilo diplomático. La inmigración se convertía en un asunto de régimen interior. 

 

Fuera del cambio apuntado, los gobiernos que siguieron se sintieron cómodos con la legislación racista que 

había sido concebida al inicio del régimen ubiquista. El 26 de julio de 1957, el Coronel Carlos Castillo Armas 

fue asesinado en el interior del Palacio Nacional de Guatemala. Se intentó organizar un nuevo gobierno 

realizando elecciones apresuradas para favorecer al candidato del partido “liberacionista” pero un viejo 

general ubiquista, Miguel Ydígoras Fuentes impugnó el resultado. Lo que resultó en varias reorganizaciones 

del gobierno, dirigidas por facciones militares que, finalmente, encontraron salida en una nueva elección que 

le cedió el mando al general mencionado. 

 

De allí en adelante hasta 1986, los militares ejercerán la Presidencia de la República salvo en el período de 

1966 a 1970 que asumió el civil Julio César Méndez Montenegro. No obstante, éste gobernó por medio de un 

acuerdo con los jefes de las regiones militares que lo obligaba a consultar todo programa social o medida 

política de su gobierno. De esa manera, se instala un régimen político conocido como democracia restringida 

debido a que las elecciones sólo eran indicativas. Para los intelectuales de la represión se trataba de un 

ejercicio previo a la instalación final de la democracia representativa. Tal restricción se explicaba en función 

del atraso de los ciudadanos guatemaltecos. 

 

En los hechos, el régimen político establecía períodos presidenciales que finalizaban en un proceso que 

discurría en un deslucido período de propaganda electoral, muchas veces contendiendo sólo candidatos 

militares; finalmente, después de un conteo electoral obscuro y secreto, se anunciaba el triunfo del candidato 
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militar oficial. El carácter central de ese régimen político,
53

 consistió en mantener una política 

contrainsurgente concretada en programas de asesinatos políticos y masacres a la población, así como 

asegurarse de que las acciones del gobierno no pusieran en peligro la ideología oficial anticomunista. Los 

militares sumieron al país en una larga guerra civil durante casi medio siglo. 

                                                           
53

 Esta etapa política se refiere a los gobiernos militares de Enrique Peralta Azurdia (1963-1966), Julio César 

Méndez Montenegro (1966-1970), Carlos Arana Osorio (1970-1974), Kjell Laugerud García (1974-1978), 

Romeo Lucas García (1978-1982), Efraín Ríos Montt (1982-1983), Oscar Humberto Mejía Víctores (1983-

1986). 
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VII. Tardía legislación de seguridad nacional 
 

El General e Ingeniero Ydígoras Fuentes fue sustituido mediante alzamiento militar, el 31 de marzo de 1963, 

liderado por el Coronel Enrique Peralta Azurdia quien llamó a la ciudadanía, a colaborar “para lograr el 

establecimiento de un sistema de Gobierno basado en los principios verdaderamente democráticos y la 

erradicación del comunismo en Guatemala”.
54

 Entre los primeros actos de gobierno estuvo, el Decreto-Ley 

Número 9 de El Jefe de Gobierno de la República, del 10 de abril de 1963, titulado Ley de defensa de las 

instituciones democráticas. Allí se quiso impedir el libre tránsito internacional, según se lee: 

 

Artículo 4º. Serán penados con dos años de prisión correccional: (...) 

4.-Los guatemaltecos que visiten los países del bloque comunista, sin expresa autorización 

del Gobierno. 

 

Esta será la primera vez que se intenta regular los viajes en el exterior dentro de la legislación guatemalteca, 

un claro ejemplo de aplicación extraterritorial de la ley. Por supuesto, dicha regulación jamás tuvo validez 

pues el Estado guatemalteco es pequeño y carente de potencia para tales pretensiones. La nota estampada en 

castellano en los pasaportes jamás preocupó a los agentes migratorios en los puertos de entrada de los países 

europeos o asiáticos incluidos. 

 

A partir de la década de 1960, se inician una serie de luchas políticas que finalmente apelaran a las armas para 

hacer valer las pretensiones populares, debido a la intransigencia anticomunista de los gobiernos bajo control 

militar. En medio de una aguda guerra civil, Guatemala fue un país expulsor de población. La mayor parte de 

los emigrantes se dirigió a los EUA aunque también se establecieron en otras latitudes. En un cálculo del 

comportamiento de la población sobre la base de los censos, siempre aparece un faltante importante de 

población. Se puede estimar que cerca de un millón de guatemaltecos abandonó el país durante los años de 

guerra civil.
55

 

 

A. Legislación migratoria militar 
 

Durante los gobiernos militares y especialmente en el del General Lucas García, la Dirección General de 

Migración fue incorporada dentro de los aparatos difusores del terror entre la población civil. Los solicitantes 

de pasaporte eran filtrados por oficinas de control político militar para decidir su eventual desaparición en 

caso conviniera a los militares. Amnistía Internacional, la organización observadora de los derechos humanos, 

documentó el caso de Horacio Flores García que fue detenido en las propias oficinas de esa Dirección 

General, el 11 de abril de 1980.
56

 

 

Este carácter abusivo se quiso sostener por medio de una nueva ley que decretó el último gobernante militar. 

A través del Decreto-Ley No. 22-86 del gobierno del General de división Oscar Humberto Mejía Víctores, 

promulgado el 10 de enero de 1986, publicado en el diario oficial el 13 de enero de 1986, se buscó extender el 
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 Punto resolutivo 9º. Constitúyese el nuevo gobierno de la República a cargo del ejército nacional, 31 de 

marzo de 1963. 
55

 Cfr. Antonio Mosquera Aguilar. Análisis regional por tasa de crecimiento intercensal. En Los trabajadores 

guatemaltecos en México. Guatemala: Editorial Tiempos Modernos, 1990. 
56

 Cfr. Amnistía Internacional. Guatemala. Programa gubernamental de asesinatos políticos. London: 

Amnesty International Publications, 1981. 
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carácter autoritario del régimen militar al proyectar una oficina todopoderosa que prosiguiera sus funciones 

abusivas sin considerar los requerimientos del régimen democrático. El Reglamento se promulgó por Acuerdo 

Gubernativo 59-86 del 10 de enero de 1986. Dicho decreto se denominó, Ley de migración y extranjería. La 

ley se organiza de la siguiente forma: 

 

Título I. Objeto, competencia, funciones y organización, con los capítulos: I. Disposiciones 

generales, II. Organización (de la dirección general de migración); 

Título II. De los extranjeros y su régimen jurídico, con los capítulos: I. de los extranjeros, II. de los 

bienes, III. Derechos y obligaciones, IV. matrimonio, separación y divorcio, V. prohibiciones, VI. 

sanciones; 

Título III. De los pasaportes y las visas, con los capítulos: I. de los pasaportes, II. de la visas, 

Título IV. Capítulo único. Notificaciones y recursos 

Título V. Capítulo único. Disposiciones finales 

 

La ley deroga al Decreto No. 792 de Asamblea Nacional (Ley de Inmigración) del 30 de abril de 1909; 

Decreto Gubernativo Número 1241 de fecha 2 de febrero de 1932; Decreto Gubernativo Número 1781 (Ley 

de extranjería) de fecha 25 de enero de 1936; Decreto Gubernativo Número 2.039 (Ley de pasaportes) de 

fecha 2 de noviembre de 1937; Acuerdo Gubernativo de fecha 11 de marzo de 1953; Decreto Presidencial 

Número 420 de fecha 30 de septiembre de 1955; Acuerdo Gubernativo Número 153-84 de fecha 1o de marzo 

de 1984. Las últimas tres disposiciones legales se refieren a cuotas de extranjería (acuerdo gubernativo de 

1953), a pena de arresto por evadir la delegación de migración (decreto presidencial de 1955), y nuevamente 

cuotas de extranjería (acuerdo número 153-84). 

 

Lo importante fue la derogatoria de la Ley de extranjería de la dictadura ubiquista.
57

 La nueva ley partía de 

consideraciones donde aludía a la dispersión de la normativa, así como deseaba “propiciar un sistema 

administrativo eficiente que se ajuste a la realidad nacional (...) y especialmente que tienda a un mejor control 

del ingreso y salida de personas del territorio nacional”. La ley se inicia describiendo su ámbito: 

 

Objeto: 

Artículo 1º. La presente ley tiene por objeto regular las relaciones de los extranjeros con el Estado de 

Guatemala, cuando por cualquier motivo se encuentren en el territorio nacional; los actos relativos a 

la inmigración y emigración tanto de guatemaltecos como de extranjeros, así como la organización y 

funcionamiento administrativo que garantice una eficaz atención en materia de migración y control 

de extranjería. 

 

El artículo 2º indicaba que la materia era competencia de la Dirección General de Migración; y en el 3º, se 

describían las funciones. Con excepción del inciso 5 que se reproduce adelante y explicitaba un abuso de 

autoridad, las funciones eran las de recomendar políticas y sugerir tratados internacionales, orientar la 

inmigración al país, evitar lo que llamaba “inmigración ilegal”, aplicar sanciones a quienes infringieran la ley, 

expedir pasaportes, conceder visas, regular el movimiento migratorio internacional de los extranjeros, crear 

puestos fronterizos de ingreso fijando cobros. Sin embargo, la inclinación del régimen militar por archivos y 

registro queda patente cuando señala: 

 

5. Organizar y realizar los registros y control de los movimientos migratorios de nacionales y 

extranjeros. 

 

Obviamente, esta función desborda la competencia de regular el movimiento migratorio internacional por 

parte de la dirección general de migración y atenta contra el derecho de libre tránsito en el territorio nacional. 

Pero era obvio que los militares pensaban que debían tener un instrumento legal para crear fronteras internas. 

                                                           
57

 No obstante, la arraigada xenofobia en los sectores gubernamentales provocó que muchos, valiéndose de un 

error de imprenta o quizás una malintencionada maniobra, continuaran sosteniendo que la ley seguía vigente. 

En efecto, en el diario oficial en lugar de 1781 se puso 1782, típico error de imprenta que obliga a una 

corrección automática, pues todos los demás datos son correctos; no obstante, en algunas compilaciones 

legales se mantuvo a la ley derogada como vigente por parte de editores que en actitud contumaz, se negaban 

aceptar la derogatoria de esa regulación. 
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El capítulo II esta dedicado como se indicó a la organización de estas funciones. Para el efecto señala un 

esbozo de organización de la mencionada dirección, sujeta a los Cónsules, a las “directrices y políticas” de la 

Dirección General de Migración, así como les señala las facultades y obligaciones. Es curioso, pero 

nuevamente se vuelve a sostener la idea de que el país podía elaborar contratos de colonización. En efecto en 

el artículo 6º aparece el siguiente inciso: 

 

h) Vigilar que el embarque de inmigrantes o colonos cumpla estrictamente con las disposiciones de 

esta ley y su reglamento, las leyes de orden público, la moral y las buenas costumbres así como las 

obligaciones establecidas en los contratos respectivos; 

 

También establece el cargo de delegado de migración, señalando su calidad de representantes de la citada 

Dirección, en los puertos o lugares de entrada y salida del país, con indicación de sus funciones. Nuevamente, 

en el artículo 8º, la ley deja lugar a la interpretación, pues no establece con precisión que sólo se regula el 

tránsito hacia y desde el exterior del país. 

 

El Título II señala el régimen jurídico de los extranjeros. Para el efecto define negativamente a los mismos. 

 

Artículo 11.- Son extranjeros quienes no reúnan las condiciones de nacionales guatemaltecos de 

conformidad con la ley. 

 

La ley establece las clases de extranjeros a continuación. 

 

Artículo 12.- Para los efectos de la presente ley, los extranjeros son: 

a) Transeúntes 

b) Turistas 

c) Inmigrantes 

d) Residentes 

e) Asilados 

f) Refugiados; y, 

g) Apátridas. 

 

En seguida, se procede a definir a los transeúntes, artículo 13; a los turistas, artículo 14; para luego, hacer lo 

propio, con los inmigrantes. 

 

Artículo 15. Son inmigrantes los que acreditando sus buenas costumbres, moralidad, aptitudes y 

capacidad económica, lleguen a la República con autorización previa, para establecer su residencia 

en ella. 

Los inmigrantes pueden ser: 

a) Los que vinieren sin contrato 

b) Los que vinieren contratados por particulares o empresas 

c) Los que vinieren contratados por el Gobierno de la República; y, 

d) Los que vinieren de conformidad con un convenio de inmigración. 

 

Si en ese tiempo no hubiera habido conmociones internacionales, en especial la referente a la entrega de Hong 

Kong en 1997, por parte del Reino Unido a China; así como, la transición que se iniciaba en Africa con 

gobiernos representativos de la población africana en 1994, pareciera un anacronismo. Pero es evidente que 

los militares pensaban sacar provecho de temores y deseos de inmigración por parte de ciertos sectores de 

población chinos y blancos sudafricanos. 

 

En los artículos 22 y 23, se definen a los asilados y los refugiados. Esta definición es por demás ociosa pues 

en el artículo 25 tienen igual restricción de derechos políticos, y, en el artículo 26 se prohibe expresamente la 

expulsión hacia el país de origen. En este aspecto, conviene hacer notar que la ley de los militares, recoge la 
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tendencia a disminuir el ámbito del asilo. En efecto, como se ha discutido en otro escrito,
58

 para la tradición 

jurídica latinoamericana refugiado y asilado eran sinónimos. El separar en dos figuras, al asilado, en contra 

del tenor expreso de los tratados de la materia celebrados por los gobiernos latinoamericanos,
59

 sólo debilita a 

la institución e introduce criterios ajenos, que sirven para manipular esta consideración jurídica, por los 

poderes mundiales dominantes. 

 

En el capítulo II del título comentado, se trata sobre los bienes de los extranjeros, de acuerdo con el principio 

de territorialidad. 

 

Artículo 27.- Los bienes, sea cual fuere su naturaleza, situados en Guatemala, están sujetos a las 

leyes guatemaltecas, aunque los dueños sean extranjeros. 

 

Igualmente, se expresan las prohibiciones de propiedad en terrenos fronterizos, en el artículo 28; así como, 

que no corre los derechos de titulación supletoria, aunque quedan a salvo los derechos de sucesión hereditaria 

de acuerdo al artículo 29. 

 

En seguida, se tratan los derechos y obligaciones de los extranjeros. En contra de la afirmación de controles 

por parte de la Dirección General de Migración, a nivel abstracto se afirma la libertad de locomoción. 

 

Artículo 32.- Los extranjeros pueden entrar al territorio nacional, así como transitar, residir y salir 

libremente de él, sin más limitaciones que las establecidas para los guatemaltecos y las contempladas 

en la presente ley. 

 

En general, la regulación establece la igualdad entre extranjeros y nacionales, particularizándose en los 

aspectos de aplicación de la ley, pago de impuestos, reciprocidad para exoneración de impuesto de 

extranjería, reglas de domicilio para adquirir la residencia. La residencia de centroamericanos se regula así: 

 

Artículo 45. Los centroamericanos de origen que legalmente ingresen al país podrán adquirir su 

residencia definitiva, sin más requisitos que comprobar su honorabilidad y no estar comprendidos 

dentro de las prohibiciones que establece la presente ley y su reglamento, siempre que hayan 

permanecido en la República durante un período no menor de dos años. 

 

De la misma manera se regula la residencia para los extranjeros casados con guatemaltecos o con hijos 

nacionales. Los guatemaltecos pueden readquirir fácilmente su nacionalidad de acuerdo al artículo 49. 

También se norma la vía diplomática, definiéndose la denegación y retardo de justicia. En el artículo 55 se 

exenta del servicio militar a los extranjeros. 

 

Por medio del artículo 58 y 59 se establece la doble inscripción de los extranjeros, tanto en la Dirección 

General de Migración como en el Registro Civil de la localidad de residencia. 

 

Aunque el capítulo IV anuncia que trata de  

 

 Capítulo IV. Matrimonio, separación y divorcio 

 

considera actos de la vida civil válidos tanto si se efectuaron en el extranjero como en el país, salvo se oponga 

a las leyes del país. Curiosamente no se regula ni alude a la separación y al divorcio. 

 

El carácter represivo de la legislación quedó claro en el capítulo V que habla de prohibiciones. Destaca que 

desde el inicio se permite la arbitrariedad. 
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 Cfr. Antonio Mosquera Aguilar. Los mexicanos y la legalidad. En varios. Una década de refugio en 

México. México: Ediciones de la Casa Chata, 1992. Páginas 68 a 92. 
59

 Cfr. Walda Barrios Ruiz. El derecho de asilo. Guatemala: Tesis Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales, 

Universidad de San Carlos de Guatemala, 1976. 
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Artículo 67. La Dirección General de Migración podrá suspender o prohibir el ingreso y permanencia 

de extranjeros por razones de orden público, interés nacional o seguridad del Estado, así como 

salubridad, moral y buenas costumbres. 

 

De esa cuenta resulta que la facultad que estuvo encomendada a la Presidencia de la República, consistente en 

expulsar del país a una persona, pasa a ser prerrogativa del Director General de Migración. Dicha facultad 

sólo puede dar lugar a la corrupción y la xenofobia. 

 

En el artículo 68, se prohibe el ingreso de menores sin autorización de los padres suficientemente expensados 

para el viaje. Así como de adultos que no puedan demostrar la posesión de igual cantidad de dinero para los 

gastos, que se fijan en 300 quetzales a razón de 50 quetzales diarios. Quedan exentos los diplomáticos y 

agentes consultares, los funcionarios internacionales, becarios y participantes en eventos científicos, 

culturales, deportivos o religiosos. 

 

Los notarios son convertidos en agentes de migración, pues se les exige comprobar la legalidad del ingreso y 

permanencia en el país de acuerdo al artículo 69. Disposición que fue objetada por los miembros del Colegio 

de Abogados y Notarios de Guatemala y derogada poco antes de que la ley fuera sustituida, como se señala 

adelante. El artículo 71 en cambio, prohibe el ejercicio profesional mientras no haya autorización de la 

Universidad de San Carlos de Guatemala, salvo casos de conferencias, cursillos o actividades similares. 

 

Las sanciones se regulan en el capítulo VI que se inicia presentándolas: 

 

Artículo 72. - Sin perjuicio de las penas previstas en esta ley, leyes ordinarias, convenios 

internacionales, el incumplimiento de la presente ley y su reglamento dará lugar a la imposición de 

las sanciones siguientes: 

1. A los extranjeros: 

a) Multa de cincuenta  a un mil quetzales; y  

b) Expulsión del país. 

2. A los funcionarios públicos, autoridades de Migración y demás servidores del Estado; 

a) Amonestación verbal o escrita según el caso; y, 

b) Suspensión en el puesto hasta por treinta días; 

c) Destitución. 

3. A los guatemaltecos no comprendidos en el numeral anterior: multa de veinticinco a 

quinientos quetzales. 

 

Los hechos punibles son de acuerdo a esta ley: a) ingreso o salida ilegal que se cometía utilizando 

documentos falsos en perjuicio de lo establecido en el artículo 73; b) evasión de control migratorio, artículo 

74; c) ejercer actividades remuneradas sin permiso, artículo 75; d) permanencia ilegal que acarreaba la multa 

de diez quetzales por día de exceso sin perjuicio de acordarse la expulsión, artículo 76; e) omisión de 

inscripción y aviso, artículo 77; f) transportación de extranjeros indocumentados, artículo 78; g) facilitar 

salida o ingreso ilegal, artículo 79; h) emplear trabajadores extranjeros sin sujetarse a las leyes, artículo 80; i) 

simulación de oferta o contrato para obtener visa, artículo 81; y  j) delitos políticos: 

 

 Seguridad del Estado 

Artículo 82. Los extranjeros que por cualquier medio conspiren contra Guatemala o desarrollen 

actividades que tengan como objetivo modificar el orden institucional o alterar la tranquilidad y el 

orden público y la seguridad del Estado, serán sancionados con multa de un mil a cinco mil 

quetzales, sin perjuicio de las sanciones que establezcan las leyes penales y las previstas en la 

presente ley. 

De las Relaciones Diplomáticas 

Artículo 83. Los extranjeros que realicen actividades que tiendan a comprometer las relaciones 

diplomáticas entre Guatemala y los países con los cuales se mantienen dichos vínculos, serán 

sancionados con multa de quinientos a un mil quetzales y expulsión del territorio de la República. 

 

k) Hospedaje de extranjeros sin informar, artículo 84. 
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La regulación busca ser altamente represiva, a través de señalar un plazo de inscripción para los extranjeros 

bajo apercibimiento de multa, castiga la reincidencia y otorga a la Dirección General de Migración un estatuto 

superior a los tribunales de la república pues vuelve ineficaz el arraigo de acuerdo al artículo 87; donde, 

además, se señala que en caso de no poderse ejecutar la expulsión por fuerza mayor, se mantendrá “estricta 

vigilancia” del extranjero por parte de “las autoridades migratorias”. Tal disposición equivalía a crear una 

nueva policía bajo el título de agentes inspectores. La orden de expulsión debía ser notificada en 24 horas, 

otorgando un plazo de ocho días para abandonar el país según el artículo 89. Los expulsados serían enviados 

al país de origen o a otro que los aceptara, según el artículo 88. Las multas debían pagarse en quince días de 

acuerdo al artículo 90. 

 

Ya se indicó que el título III se dedica a los pasaportes y visas, allí se sigue la tendencia internacional de 

aumentar los documentos de identificación para extranjeros, tales como reconocer validez a los pases de 

abordaje o el establecimiento de una tarjeta vendida para turistas. Las visas se clasifican en diplomática, 

consular, oficial, de cortesía, de negocios, temporal, ordinarias, de residencia, de estudios, de turismo, de 

tránsito, de tránsito fronterizo así como de salida y reingreso. Todas las visas son gravadas, con excepción de 

las diplomáticas, consulares, oficiales y de cortesía. La ley indica en el título IV que se sujeta al 

procedimiento de lo Contencioso Administrativo.  

 

Un aspecto relevante de la legislación migratoria consiste en señalar, que gracias al Reglamento de la Ley de 

Migración y Extranjería, Acuerdo Gubernativo Número 59-86 del Jefe de Estado, General de División Oscar 

Humberto Mejía Víctores, del 10 de enero de 1986, se autorizó el funcionamiento de tramitadores. Estos 

personajes, además de auxiliar a los solicitantes, se encargan de vender puestos en las colas para la obtención 

de pasaportes, venden exoneración extraoficial de requisitos para obtener pasaporte, así como se encargan de 

otros aspectos de la corrupción que acompaña a la oficina migratoria. El artículo 70, de ese reglamento indica 

que para ser autorizados, las personas “de reconocida honorabilidad y responsabilidad” deberían llenar una 

solicitud a la que acompañaran de cédula de vecindad, constancia de carencia de antecedentes penales y 

policíacos, aprobar un examen de la institución, presentar tres cartas de recomendación, una de las cuales 

debía ser extendida por abogado y notario, dos fotos recientes y prestar fianza por Q 1,500. Quedaba así 

establecido una de las instituciones mas queridas de los regímenes totalitarios.
60

 

 

Mejía Víctores fue el último general presidente del siglo XX, en el país. El ejército tuvo que acceder a una 

elección presidencial sin candidatos militares en 1985. No obstante, condicionó al régimen del partido 

ganador, la Democracia Cristiana, que se negó a la apertura de negociaciones de paz por encima de los 

ofrecimientos electorales de Vinicio Cerezo Arévalo, con lo que prolongó el conflicto que ganó intensidad en 

acciones militares aunque disminuyó el involucramiento político de la población. En 1991, asumió como 

presidente Jorge Serrano Elías, cuyo régimen abrió la negociación con la guerrilla pero estuvo acompañado de 

un alto grado de corrupción que finalmente concluyó en un “autogolpe de Estado” el 25 de mayo de 1993. 

Después de la reorganización del ejecutivo, resultó nombrado Ramiro De León Carpio, quien frenó las 

negociaciones de paz y a partir del inicio de su mandato, el 10 de octubre de 1994 nuevamente reconstituyó al 

Estado, bajo las mismas líneas que su antecesor, pero evitando los temas fundamentales del país, salvo el 

impulso a la modernización económica. 

 

B. Presiones por la mundialización 
 

Sin ingresar a una descripción profunda de las causas y modificaciones de la vida en el planeta, a fines del 

siglo XX, se debe aceptar la existencia de un estadio de mayor relación mundial,
61

 consistente en que a partir 

de la década de 1980, ocurrió un perfeccionamiento de la tecnología informática que permitió una 

comunicación global cada vez más eficiente y barata, la generalización del intercambio comercial, incremento 

                                                           
60

 Los tramitadores en materia migratoria, dejaron de existir cuando se privatizaron los servicios de extensión 

de pasaportes en 1999. 
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de la inversión en nuevas regiones que dio por resultado el surgimiento de nuevos países industrializados (en 

especial en Asia), el fortalecimiento de instituciones económicas internacionales con inmenso poder que no 

apela a la fuerza sino a la lógica de los negocios y finalmente el colapso del bloque hegemonizado por la 

Unión de Repúblicas Soviéticas Socialistas. Este estadio puede ser denominado, de forma descriptiva, como 

globalización, y entre las nuevas relaciones sociales que se promueven, para seguir la marcha creciente de los 

negocios, se encuentra la necesidad de atraer a los ejecutivos y financieros a los países deseosos de capital, 

para el efecto se les liberá de los controles migratorios. También es cierto, que por otra parte, se incrementan 

las barreras para impedir una rápida homogeneización de los ingresos de la fuerza de trabajo que se aceleren 

por la migración internacional. 

 

En un inicio, hubo titubeos en abrir la economía nacional. En efecto, desde fines de la década de 1980, se 

habían venido fundando empresas fabriles de ensamblaje, confección de ropa y procesos industriales 

terminales conocidas como maquilas. Muchas de estas empresas operan gracias al diferencial que observa el 

costo de la fuerza de trabajo entre los países industrializados y los países periféricos como Guatemala así 

como ventajas cambiarias. De esa cuenta, se deslocalizan procesos productivos para gozar de mayor 

apropiación de plustrabajo (trabajo del obrero asalariado no pagado). 

 

Inicialmente, el gobierno de Jorge Serrano Elías, corto de miras en materia económica, actuó poniendo 

obstáculos tales como establecer un caso especial del delito cambiario, cuando la operación no se efectuara en 

los bancos del sistema nacional y además fuera extranjero el autor, tal como consta en la Resolución Número 

106-93 de la Junta Monetaria publicada en el Diario Oficial del 1 de marzo de 1993. Pero finalmente se 

suprimieron los controles y se permitió la libertad cambiaria. 

 

Después de un “autogolpe de Estado” que sólo sirvió para que el gobierno resbalara a manos de Ramiro De 

León Carpio, como se indicó antes. Se comenzaron a concretar medidas a favor de la promoción financiera, 

mercantil o productiva sin trabas para extranjeros. El código de comercio de Guatemala, decreto Número 2-70 

del Congreso de la República, promulgado por Julio César Méndez Montenegro el 9 de abril de 1970 sufrió 

una modificación en su artículo 8, por el Decreto 62-95 del Congreso de la República promulgado por Ramiro 

De León Carpio, publicado el 2 de noviembre de 1995. Antes, en el cuerpo original del código mencionado, 

se pedía a los comerciantes extranjeros, la autorización por parte del organismo ejecutivo para ejercer el 

oficio, pero a partir de la reforma sólo se les pide que se inscriban de la misma manera que los nacionales. El 

mismo decreto también derogó el artículo 69 de la Ley de migración y extranjería Decreto Ley Número 22-86 

permitiendo a los extranjeros realizar negocios libremente sin que hubiera necesidad de comprobar calidad 

migratoria por notarios, autoridades gubernativas, municipales “o de cualquier otra índole” como decía la ley. 

 

Otra modificación, fue el artículo 43 de la Ley de migración y extranjería, Decreto Ley Número 22-86, donde 

señalaba que los extranjeros sólo podrían desempeñarse como árbitros de derecho cuando estuvieran 

incorporados como abogados por la Universidad de San Carlos de Guatemala. Sin embargo, por medio del 

Decreto Número 67-95 del Congreso de la República, artículo 53 inciso 2 se facultó a los árbitros extranjeros 

para actuar tanto de derecho como de equidad, tal como aparece publicado en el Diario Oficial del 17 de 

noviembre de 1995. 

 

El 14 de enero de 1996, asumió la presidencia Álvaro Arzú Irigoyen que impulsó la negociación de paz, con 

lo que fue posible alcanzar el acuerdo final de paz, el 29 de diciembre de 1996. El nuevo gobierno se 

caracterizó por ejercer el poder atendiendo sólo a los criterios que se consensaban al interior del partido 

oficial, sin oír a los sectores involucrados o interesados en el tema. Tal es el caso de la legislación migratoria 

que se proyectó de manera arrogante por consultores contratados por el gobierno sin consulta con 

organizaciones y ciudadanos interesados en hacer conocer sus criterios a favor de humanizar a la legislación 

migratoria. Por ello, se puede considerar provisionalmente, que los nuevos regímenes políticos pueden ser 

caracterizados como de hegemonía burguesa. 

 

C. Reiteración de los temas oligárquicos 
 

La legislación sobre materia migratoria parte de una serie de ideas que han estado presente a lo largo del siglo 

XX, en el imaginario de la clase dominante guatemalteca. Para la clase dominante, los extranjeros desean ser 
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guatemaltecos, añoran vivir en el país y sólo algunos extranjeros deben ser elegibles para el efecto, 

desechando a los demás. 

 

La mentalidad de la clase dominante se caracteriza por suponer que Guatemala puede llevar una a cabo una 

política de gran potencia. Para el efecto, puede inmiscuirse en asuntos internos de grandes países 

reconociendo a provincias rebeldes, puede iniciar relaciones diplomáticas para sostener gobiernos que 

practican la segregación étnica (el apartheid), así como tener otros excesos en materia de relaciones 

exteriores, tales como no cuidar las relaciones con sus vecinos. Con ese antecedente, no resulta difícil explicar 

que hubo interés en modificar la ley de nacionalidad para permitir que los maquiladores y otros inversionistas 

adquirieran la nacionalidad. 

 

En el Decreto 1613 del Congreso de la República de Guatemala del 22 de septiembre de 1966 promulgado 

por Julio César Méndez Montenegro, el 13 de octubre de 1966 y publicado en el Diario Oficial el 29 de 

octubre de 1966, se estableció una ley de nacionalidad bastante comprensiva y que regula con detenimiento la 

materia. Está organizada en capítulos como sigue: I. Disposiciones fundamentales, II. Competencia y 

procedimientos generales, III. Prueba de la nacionalidad guatemalteca, IV. Naturalización concesiva, V. 

Naturalización declaratoria, VI. Disposiciones comunes a ambas naturalizaciones, VII. Equiparación de los 

centroamericanos, VIII. Fraude en materia de nacionalidad, IX. Disposiciones relativas al orden internacional, 

X. Disposiciones especiales, XI. Disposiciones generales, XII. Disposiciones transitorias y finales. 

 

La primera modificación ocurre por medio del Decreto Número 2-91 del Congreso de la República, del 8 de 

enero de 1991, promulgado el 9 de enero de 1991 por Cerezo Arévalo, publicado en el diario oficial el 11 de 

enero de 1991. Nuevamente, por medio del Decreto 86-96 del Congreso de la República del 9 de octubre de 

1996, promulgado el 21 de octubre de 1996 por Álvaro Arzú Irigoyen y publicado en el Diario oficial el 24 de 

octubre de 1996. En lugar de regular el ambiente propicio para la inversión así como asegurar la vida y bienes 

de los habitantes, se pretende que en el territorio de un Estado donde campea la impunidad y la corrupción 

pueda surgir el deseo de compartir la nacionalidad política. 

 

El otro tema conectado naturalmente con éste, consiste en pensar que Guatemala puede ser un lugar tranquilo 

para disfrutar la vida de retiro o de descanso. Esta materia fue regulada por primera vez por medio del 

Decreto Número 58-73 del Congreso de la República, promulgado por el gobierno militar de Carlos Arana 

Osorio y publicado en el Diario Oficial el 2 de agosto de 1973, en lo fundamental parte del supuesto de atraer 

a esta población por exención de impuestos. Nuevamente, se vuelve sobre el tema por medio de 

modificaciones a esa regulación en el Decreto 2-90 del Congreso de la República, promulgado por el gobierno 

de Vinicio Cerezo Arévalo, publicado el 12 de febrero de 1990, donde se realizan modificaciones de las 

exoneraciones y fijación de montos. Muchas de estas exoneraciones impositivas sirven para que personas que 

tienen parientes en los EUA periódicamente ingresen automóviles de lujo y otros bienes para venderlos por 

medio de reserva de dominio. De hecho, el país no es atractivo para extranjeros jubilados. 

 

En primer lugar, frente a las exageraciones sobre el clima del país se debe considerar que no es único en el 

mundo. Al contrario, es el clima más abundante en el globo terráqueo, pues el territorio se ubica en el trópico 

y, teniendo en cuenta que las masas de tierra continentales e islas, se agrupan en su mayor parte entre las dos 

líneas tropicales, de cáncer y capricornio, es previsible encontrar similares climas en esos lugares. Además, 

las personas retiradas no sólo desean un lugar barato pues pueden ser asediados por nubes de mendigos y 

robados por cientos de ladronzuelos. Los jubilados son personas, muchas al fin de su vida, en busca de un 

lugar donde convivir con paz social, que es la base del sentimiento de seguridad y sensación de afecto 

humano. 

 

No obstante, como si fuese prioridad nacional, nuevamente, por el Decreto Número 7-97 del Congreso de la 

República promulgado, por el gobierno de Álvaro Arzú Irigoyen y publicado en el Diario Oficial el 27 de 

febrero de 1997 se estableció la Ley de residentes, pensionados y rentistas. La ley se inicia reconociendo que 

el Estado quiere aprovecharse de los extranjeros. En los considerandos se reconoce abiertamente que se debe 

estimular actividad que fomente ingreso de divisas y empleo; en razón de que los residentes, pensionados y 

rentistas invierten capitales, hay que regular su estancia. El artículo 1 autoriza el ingreso al país de personas 

bajo la categoría de residentes, pensionados o residentes rentistas. Naturalmente, lo determinante según el 
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artículo 3, consiste en disfrutar de un ingreso mensual de US $ 500 para pensionados y US $ 1,000 para 

rentistas. 

 

Las exoneraciones comienzan en el artículo 6º, que libra de pagos migratorios, el 7º del impuesto sobre la 

renta, el 8º del IVA en importaciones así como del menaje de casa, y el 9º de la importación de vehículos. Es 

clave que, de acuerdo al artículo 15, correspondía al Instituto Guatemalteco de Turismo conocido por su 

acrónimo INGUAT, la resolución de las solicitudes que eran trasladadas a Migración para que causaran 

efectos. 

 

La improvisación y falta de coordinación de este gobierno quedó claro pues dos años después, sustituye la ley 

que había sido pensada dentro de un régimen de seguridad nacional por los militares del régimen de Mejía 

Víctores. De esa cuenta, nuevamente se cierra el siglo XX, de la misma manera que había resultado en el siglo 

XIX, con una serie de leyes migratorias que se corrigen a cada paso. 
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VIII. La legislación migratoria de fines del siglo 

XX 
 

Los gobiernos que ocuparon la última década del siglo XX, regularon inicialmente, sólo aspectos relativos a 

favorecer los negocios, permitiendo que continuara la legislación inspirada en los regímenes militares con 

objeto de garantizar una supuesta “seguridad nacional”. Pero, después de los acuerdos de paz, la busca de una 

clara hegemonía burguesa en el Estado, se expresa por el establecimiento de controles subterráneos y fuentes 

de corrupción para quienes detentan el poder público. Por ello, la nueva legislación migratoria de fines del 

siglo XX, seguramente tendrá poca influencia en ordenar la incorporación de extranjeros al país. 

 

A. Contenido de la Ley de Migración 
 

Por medio del Decreto Número 95-98 del Congreso de la República de Guatemala del 26 de noviembre de 

1998, promulgado por el Presidente Álvaro Arzú Irigoyen el 17 de diciembre y publicado en el diario oficial 

(Diario de Centroamérica) el 23 de diciembre, ambas fechas del mismo año, se elaboró una nueva Ley de 

Migración. 

 

La ley está organizada de la siguiente forma: 

 

Título I disposiciones generales con el capítulo del objeto y campo de aplicación. 

Título II de las autoridades migratorias, capítulo I del Ministerio de Gobernación y de la Dirección 

General de Migración; capítulo II del Consejo Nacional de Migración. 

Título III de las categorías migratorias, capítulo I clasificación; capítulo II de los no residentes; 

capítulo III de los residentes temporales; capítulo IV de los residentes permanentes, sección primera de 

los residentes pensionados y residentes rentistas, sección segunda de otras categorías de residentes 

permanentes; capítulo V disposiciones comunes. 

Título IV del registro de extranjeros residentes con el capítulo del registro. 

Titulo V de los documentos de viaje, capítulo I de la clasificación; capítulo II de los pasaportes, 

sección primera de los pasaportes ordinarios, sección segunda de los pasaportes diplomáticos y 

oficiales, sección tercera pase especial de viaje, sección cuarta de la tarjeta de visitante o turista. 

Título VI de la visa, capítulo I disposiciones generales; capítulo II de la clasificación de las visas; 

capítulo III de las características de las visas. 

Titulo VII control migratorio del ingreso, salida y reingreso, capítulo I del control migratorio; capítulo 

II del ingreso; capítulo III de la salida y reingreso. 

Título VIII régimen financiero con el capítulo disposiciones generales. 

Título IX de los medios de transporte. 

Título X de los delitos y las faltas, capítulo I de los delitos; capítulo II de las faltas. 

Título XI recursos. 

Título XII disposiciones transitorias y finales. 

 

La Ley de Migración tiene deficiencias técnicas, en parte debidas al apresuramiento con que fue aprobada, sin 

el detenimiento de una discusión para remediar defectos de la iniciativa, así como esconde intereses para 

promover la corrupción de los funcionarios encargados de tratar con extranjeros. Su complemento es el 

Reglamento de la Ley de Migración, Acuerdo Gubernativo 529-99 del Presidente de la República, Álvaro 

Arzú Irigoyen del 20 de julio de 1999. La improvisación es clara pues el 28 de septiembre de ese mismo año, 
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se realizan ajustes al mencionado reglamento por medio de las Reformas al reglamento de la ley de migración 

contenidas en el Acuerdo Gubernativo 732-99 del Presidente de la República, Alvaro Arzú Irigoyen. 

 

Las consideraciones de la Ley de Migración se inician con un despropósito pues indican que con ella se busca 

proteger a la persona y la familia, para mantener la paz y la libertad. Seguidamente señala que los procesos 

mundiales “nos obligan a unificar y modernizar los procedimientos legales en materia migratoria”, que por lo 

demás es retórico, pues el mismo congreso había un año antes contribuido a la dispersión legal. El tercer 

considerando es claro en la motivación policíaca y abandono de la inspiración de seguridad nacional de la 

legislación anterior, cuando afirma: 

 

Que el desarrollo de la sociedad guatemalteca, aunado a la transformación de las distintas sociedades 

del mundo, hace obsoleta la Ley de Migración vigente, siendo por consiguiente necesario emitir un 

cuerpo normativo que regule todo lo relacionado con el movimiento y control migratorio dentro del 

país, a la par que establezca los requisitos, infracciones, delitos así como sanciones y penas para 

aquellas personas nacionales o extranjeras que busquen violarlos para beneficio de terceras personas 

y no del Estado como ente rector 

 

Puede ser que los encargados de la iniciativa legal hayan tenido pocas luces en materia de redacción, como se 

advierte a lo largo del articulado, pero es evidente que la última proposición tiene un sentido verdaderamente 

aterrador pues la afirmación contraria consiste en suponer que a la par de establecer requisitos y otros 

extremos se espera, si se violan, sea en beneficio “del Estado como ente rector”. 

 

Además, el ámbito de aplicación de la ley es confuso, ya que las intenciones iniciales de la misma se 

contradicen de artículo a artículo. En efecto, el artículo 1 señala que la ley tiene como objeto garantizar un 

eficaz ordenamiento migratorio, regulando la entrada y salida de nacionales y extranjeros del territorio 

nacional, así como la permanencia en el país de los últimos. Para el efecto, en el artículo 3, encarga al 

Ministerio de Gobernación como “máxima autoridad en materia migratoria” ejerciendo las funciones a través 

de la Dirección General de Migración. No obstante, resulta que en materia de asilo y refugio, el Ministerio de 

Relaciones Exteriores es la autoridad decisoria, según texto del artículo 23. Aquí se tiene que señalar que la 

Ley de Migración tiene un olvido, entre muchos otros que se señalan después, consistente en omitir a la 

autoridad que otorgaba el estatuto de refugiado; en consecuencia, en el reglamento se incluye, en el artículo 

33, nuevamente al Ministerio de Relaciones Exteriores, para regular la situación de refugiados, asilados y 

apátridas. 

 

Mas todavía, en menoscabo de la “máxima autoridad” resulta que, en el artículo 43, se indica que los 

extranjeros con residencia temporal o permanente que “deseen trabajar en relación de dependencia” son 

autorizados por el Ministerio de Trabajo y Previsión Social. Y si no bastara con esos ministerios, además el 

Ministerio de Finanzas debe ser informado de toda salida de residente pensionado o rentista como establece el 

artículo 41. De donde resulta que la “máxima autoridad”, no sólo está bastante disminuida para regular la 

estancia de extranjeros en territorio nacional, sino supone, una serie de trámites sobre la materia que se 

efectúan en oficinas diferentes, con la consiguiente duplicidad de papeleos, burócratas y lo que ello acarrea. 

Como se sabe, todo incremento de trámites, autorizaciones, avisos, tarjetas, sellos y otros requisitos tiene por 

objeto provocar que el ciudadano omita uno de ellos para que sea sujeto de exacción ilegal. Pero lo peor es 

que tiene serios defectos jurídicos, además de formales que la vuelven repelente al sistema legal de la 

república. 

 

B. Defectos jurídicos 
 

La Ley de Migración es un documento precipitado, no discutido con sectores sociales interesados, hecho por 

encargo de funcionarios que creen que perduran en sus puestos como si fuera patrimonio particular. Tiene 

indicios de inconstitucionalidad, contradicciones en el texto, falta de técnica legislativa, 

 

1. Indicios de inconstitucionalidad 
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En Guatemala, las leyes pueden declararse inconstitucionales cuando la Corte de Constitucionalidad así lo 

decida. La impugnación podía encontrar asidero en los siguientes puntos: 

 

a. El orden público en un Estado democrático 
 

La Constitución Política de la República de Guatemala establece clara y precisamente 

 

Artículo 139. Ley de Orden Público y Estados de Excepción. Todo lo relativo a esta materia, se 

regula en la Ley Constitucional de Orden Público. (...) 

 

Es decir, que las garantías y derechos acordados por la constitución a quienes se encuentran en su territorio, 

no pueden ser disminuidos por leyes que no sean constitucionales. Pero los inspiradores y encargados de 

faccionar la Ley de Migración, pensaron que se podía menoscabar ese mandato constitucional por medio de 

una ley ordinaria. Así, el artículo 2 de la Ley de Migración expresa que sus disposiciones son de orden 

público, y por lo tanto, su observancia se extiende a todas las personas nacionales y extranjeras. Con esa base, 

regula la permanencia de nacionales en el territorio nacional, así como que realizará un registro de los 

movimientos migratorios de nacionales y extranjeros, fija puertas como si existiera una gran muralla rodeando 

al país, no establece condiciones o límites de discresionalidad para otorgar determinadas categorías de 

residencia a extranjeros, crea procedimientos punitivos sin defensa, condiciona la libertad de industria, 

establece registro e inspección y detención ilegal de personas, etc. 

 

Así, con el pretexto que se trata de una ley de orden público, viola las garantías constitucionales ofrecidas a 

todas las personas que se encuentren en territorio nacional independientemente de su sexo, nacionalidad, 

grupo étnico etc. En el fondo, la ley expresa el deseo de ciertos grupos que continúan enquistados en el 

gobierno de ejercer el poder público de forma arrogante y prepotente. La administración gubernamental es 

vista como una fuente de ganancias ilícitas que permite el ejercicio de los derechos ciudadanos sólo si media 

exacción ilegal. La añoranza de policías que puedan detener a vehículos en marcha, bajar personas, 

manosearlas, solicitar documentos y otros procedimientos arbitrarios para ninguna otra finalidad, sino 

alcanzar la humillación de la ciudadana ante la guardia migratoria, en este caso, para, de esa manera, acreditar 

su poder y ejercitarse en exacciones bajo el manto de legalidad que supuestamente se les otorga con esta ley. 

 

b. La detención de personas en un Estado democrático 
 

En Guatemala, la constitución prohibe expresamente toda detención o apresamiento de persona sin orden 

judicial. Cuando se trate de delito o falta en flagrancia, la detención no podrá ser mayor de seis horas antes de 

ponerla a disposición de autoridad judicial. Ningún detenido podrá ser interrogado por autoridad distinta a la 

judicial. Toda esta normativa está desarrollada en los artículos del 6 al 11 de la Constitución Política de la 

República de Guatemala, tiene su origen en los sucios episodios de la guerra civil, cuando la institución el 

secuestro de personas fue practicado por fuerzas policíacas, parapolicíacas, militares y paramilitares, con la 

consiguiente desaparición forzada, de cuya suerte sólo los cementerios clandestinos dan alguna luz. 

 

Sin embargo, la ley de migración crea centros de detención para “albergar” a extranjeros y hasta señala que 

pueden estar en lugares privados de acuerdo al artículo 111. El uso de eufemismos siempre ha caracterizado a 

los regímenes represivos, así los campos de exterminio nazi eran llamados “campos de concentración”. El 

verdadero carácter de esos albergues queda claro con el artículo 95 del Reglamento de la Ley de Migración: 

 

 (...) 

La DGM gestionará ante la Policía Nacional Civil que se proporcione seguridad a los centros de 

albergue a fin de evitar que los extranjeros albergados los abandonen, sin haber regularizado su 

situación migratoria. 

 (...) 

 

De esa cuenta quedan bien claros lo que se entendió por parte de los promotores de la ley como “albergues”, 

pero no es suficiente ese hecho. Es un derecho de un detenido ponerse a disposición de la autoridad judicial 

en 6 horas desde que ocurre su detención por los agentes de policía. En cambio los detenidos por migración 
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pueden estar presos por más de 11 días como mínimo (18 días máximo) sin ponerse a disposición de 

autoridad judicial alguna. En efecto, se lee en el: 

 

Artículo 113. Previo a la deportación de un extranjero por las infracciones establecidas en el artículo 

anterior, la Dirección General de Migración deberá de cumplir con el siguiente procedimiento: 

1) Correr audiencia al interesado por un plazo máximo de 10 días 

2) Recibir las pruebas propuestas dentro de los 5 días siguientes a su proposición; y, 

3) Resolver su situación dentro de las 72 horas siguientes a la evacuación de la audiencia o a la 

recepción de la prueba. 

Serán admitidas como prueba de descargo todas las previstas en el Código Procesal Civil y 

Mercantil. 

 

c. La legislación penal 
 

La legislación penal es resultado de una demanda constante por la ciudadanía, a lo largo de la historia, con el 

objeto de obtener seguridad y controlar el ejercicio de la autoridad. El movimiento a favor de la codificación, 

es decir compilar en un texto las acciones que se estiman punibles por la autoridad pública, se fue imponiendo 

a lo largo de muchos siglos. Los regímenes despóticos suelen crear delitos en leyes perdidas para que siempre 

se tenga a mano, alguna justificación para proceder contra la ciudadanía honrada. Así, iniciar esa proliferación 

de leyes con delitos fuera del código penal, no sólo es una amenaza a la integridad del orden jurídico del 

Estado, sino un precedente para generar acciones de represión apartadas de los principios generales de la 

legislación penal. 

 

El artículo 13 de la Constitución Política de la República de Guatemala establece que el auto de prisión 

procede cuando hay información que se cometió un delito y motivos racionales para creer que la persona 

detenida lo realizó o participó en el mismo. Para entender esta disposición constitucional es necesario acudir a 

los principios de la legislación penal guatemalteca, donde la relación de causalidad es importante para definir 

la responsabilidad penal. Un rápido análisis de los delitos “migratorios” demuestra su insubsistencia legal en 

el establecimiento de la conducta típica que se desea evitar por medio de la punición. 

 

En general, los delitos al estar mal tipificados, confunden la consumación, conspiración y proposición. Así es 

corriente señalar responsabilidad penal a quien promueva o facilite, frase contenida en los artículos 103 y 104 

de la Ley de Migración. En un caso, puede ser conspiración, proposición y en el último consumación, al no 

tener una tipificación clara, el delito se sanciona para ambos casos de manera igual, con lo que se violan los 

principios generales del Código Penal, Decreto Número 17-73 del Congreso de la República de Guatemala, 

contenidos en el libro primero, título II. 

 

El artículo 106 de la Ley de Migración es una aberración jurídica. En principio, no contempla la necesidad de 

que en la tipificación de la autoría exista un elemento subjetivo, como esperaría la doctrina penal. Todo el 

mundo sabe que los extranjeros son personas iguales a los nacionales, no se distinguen en el número de ojos, 

boca, etc. De donde, para cualquier persona, es muy difícil establecer cuando aloja a un extranjero, más aún 

puede ser engañado por el mismo. De donde debió haber establecido por medio de una frase, el conocimiento 

del autor de querer emprender una acción delictuosa. El actuar “a sabiendas” es una parte importante si se 

quiere establecer este delito, y no como se desprende de la redacción: 

 

Artículo 106. Comete el delito de ocultación de ilegales, la persona que permita la ocultación de 

personas extranjeras que hayan ingresado o permanezcan dentro del territorio guatemalteco, sin 

cumplir con los requisitos legales, en cualquier bien mueble o inmueble, con el fin de ocultarlo en su 

tránsito a otro país o para facilitarle su permanencia en el mismo. El responsable de este delito será 

sancionado con prisión de tres a seis años. 

 

Así, si una persona no actúa “a sabiendas”, “bajo conocimiento”, puede ocurrir que el extranjero se 

identifique como nacional cuando se le alquila una habitación que obviamente facilita su permanencia en el 

país. También puede suceder que sepa que es extranjero, pero puede resultar que el extranjero residente 

temporal, siga en el país después de haberse vencido el plazo para continuar en el mismo y, en ese caso, quien 
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alquila, de manera automática, sin tener ánimo de delinquir, aparece como autor del delito de ocultación de 

ilegales. 

 

De la igual forma, el artículo 107 que establece el delito de contratación de ilegales está en la misma 

circunstancia pues una persona puede dejar de cumplir con los requisitos legales que garantizan su estancia en 

el país o ser contratado sin haberse indagado su nacionalidad o con datos falsos por parte de trabajador. En 

todos esos casos, sin haber contratado “con conocimiento” o “a sabiendas” resulta sujeto de responsabilidad 

penal. 

 

El carácter antipopular de la ley queda claro cuando se establece que todas las conductas que realizan los 

extranjeros, son faltas; mientras las realizadas por los guatemaltecos, son delitos. Es decir, la asamblea de 

representantes del pueblo de Guatemala legisló contra los ciudadanos que los eligieron para castigarlos por 

hechos en los que pueden incurrir por error, engañados o sin conocimiento de las circunstancias. 

 

d. Racismo en la ley 
 

Costó mucho abandonar el racismo explícito que existía en las leyes migratorias anteriores. Ya se expresó que 

aún los revolucionarios de mitad de siglo, no pudieron deshacerse de esa pesada carga. Nuevamente, la ley 

tiene disposiciones racistas encubiertas algunas, y otras, muy explícitas. Dice la Ley de Migración: 

 

Artículo 7. Para ocupar los cargos de Director General, Director General Adjunto y Subdirectores se 

requiere: 

1) Ser guatemalteco de origen 

(...) 

La constitución señala: 

 

Artículo 146. Naturalización. Son guatemaltecos, quienes obtengan su naturalización, de 

conformidad con la ley. 

Los guatemaltecos naturalizados, tienen los mismos derechos que los de origen, salvo las 

limitaciones que establece esta Constitución. 

 

Como la Ley de Migración no es una ley constitucional, no puede limitar el derecho político de los 

guatemaltecos a optar a cargos públicos establecido en el artículo 136 de la carta magna del país. Solo 

chauvinistas estrechos, políticos arrogantes y prepotentes pueden aprobar estas leyes. El fin de siglo probó 

que los legisladores no avanzaron nada en despojarse de prejuicios. 

 

Pero también existe racismo oculto. La obtención de visa está sujeta a “reserva” de acuerdo a la siguiente 

disposición: 

 

Artículo 75. Cuando se trate de extranjeros de países con los cuales existan reservas para conceder 

libre tránsito y solicitaren visa en un Consulado de Guatemala debidamente acreditado en el exterior, 

éste previo a concederla, deberá consultar a la Dirección General de Migración sobre la procedencia 

o no de la concesión de la visa de que se trate. 

 

Más claro no se señala el derecho a exacción ilegal. La exención de visa es un acuerdo bilateral para facilitar 

los negocios, visitas turísticas y otras relaciones amigables. Pero la visa debe ser un derecho general cuyos 

requisitos deben estar tasados. Si para ingresar al país se necesita un número de dólares de EUA, ese debe 

servir para todo ciudadano del mundo sin importar, el país de donde proviene, etnia, religión u otra 

característica humana diferencial. Pero Guatemala, actuando como potencia clasifica a los países en cuatro 

tipos. Los países A, con los que se tiene tratado bilateral de exención de visa, los B que optan normalmente a 

la visa. En el Reglamento de la Ley de Migración está: 

 

Artículo 67. De la Categoría C. Pertenecen a la categoría “C”, los países a cuyos nacionales, de 

acuerdo a la política migratoria guatemalteca, se les requiera de visa consular obligatoria. 
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Artículo 68. De la Categoría D. Pertenecen a la categoría “D”, los países para los que el Consejo 

Nacional de Migración determine obligatoriedad de consulta a la Dirección General de Migración, 

previa emisión de visa a sus nacionales. 

Las consultas sobre la procedencia de emisión de visas para nacionales de países clasificados en la 

categoría “D”, serán conocidas y autorizadas por el Subdirector de Operaciones de Extranjería, salvo 

en los casos de países cuyas consultas de visa se reserve el Director General. En caso de ausencia del 

Director General y del Subdirector de Operaciones de Extranjería, el Director General Adjunto 

conocerá y autorizará dichas consultas. 

A extranjeros que posean residencia en otro país de diferente categoría al de su origen, se le aplicará 

la clasificación que le corresponde al país en donde residen. 

 

Sería terrible leer cuando dice subdirector de operaciones, “un militar”, y donde dice a extranjeros que posean 

residencia en otro país, “siempre y cuando no sea ciudadano de EUA, o de un país de la OTAN”. En lugar de 

proteger los derechos de los guatemaltecos a obtener visa, este articulado de la ley y el reglamento está 

encaminado igualmente a servir a la corrupción. Sabido es que hay países donde se hace gala de requisitos por 

demás vejatorios para los nacionales guatemaltecos; sin embargo, esto no le interesa a los funcionarios porque 

ellos llegan a los consulados de esos países por la puerta del fondo, mientras la ciudadanía tiene que presentar 

todo lo que le piden y encima sufrir también actuaciones racistas de esos empleados. La reciprocidad en visas 

que supondría tratar a determinados países de la misma manera, puede evitarse si se desea promover el 

turismo, pero sostener sistemas de países bajo “reserva” en el mundo actual es un resabio de la “guerra fría”. 

 

Tratar a los nacionales de un país como si fuera un asunto de relaciones internacionales, no sólo es una 

perversión sino viola la igualdad de las personas consignada en la constitución pues 

 

Artículo 4º. Libertad e igualdad. En Guatemala todos los seres humanos son libres e iguales en 

dignidad y derechos. El hombre y la mujer, cualquiera que sea su estado civil, tienen iguales 

oportunidades y responsabilidades. Ninguna persona puede ser sometida a servidumbre ni a otra 

condición que menoscabe su dignidad. Los seres humanos deben guardar conducta fraternal entre sí. 

 

En consecuencia, las personas no pueden acudir a una oficina gubernamental que los trate diferente sólo en 

virtud de su origen ya que de esa manera se rompe la igualdad de las personas ante la ley por razones racistas. 

 

2. Falta de técnica legislativa 
 

La ley también contiene una serie de imprecisiones que menoscaban su integridad, así como dan lugar a 

equívocos. Ya se ha señalado lo referente a la discutible calificación de máxima autoridad migratoria 

conferida al Ministerio de Gobernación. Si se hubiese puesto “máxima autoridad migratoria administrativa”, 

hubiere estado mejor servida la redacción, pues dejaba a salvo la jurisdicción judicial así como las funciones 

que establece para otros Ministerios. 

 

En el artículo 4 se tienen iguales defectos de redacción. El inciso que sigue prueba lo dicho: 

 

3) Garantizar que la entrada, permanencia y salida del territorio guatemalteco de nacionales y 

extranjeros se realice de acuerdo con lo preceptuado en la presente ley y su reglamento; (subrayado 

por autor) 

 

Si se tuviera mala fe en la interpretación de lo escrito, resulta que la permanencia de los guatemaltecos en 

territorio nacional puede ser regulada por el gobierno, como acontecía en el pasado cuando existía la pena del 

destierro. Otros incisos también contienen elementos que hacen equívoca la lectura: 

 

4) Garantizar y mantener con la mayor eficiencia técnica, los registros necesarios para un efectivo 

control del movimiento migratorio de nacionales y extranjeros; 

5) Sugerir al Ministerio de Gobernación la creación de los puestos de control migratorio necesarios 

en el interior del territorio nacional, en los lugares apropiados para la entrada y salida del país, de 

nacionales y extranjeros y, en caso de ser procedente, sugerir la supresión o reubicación de tales 

puestos; (subrayado por autor) 
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El problema obvio es que esos incisos están en clara oposición a la libertad de locomoción consignada en el 

artículo 26 de la Constitución Política de la República de Guatemala. Así, no pueden ponerse aduanas, 

puestos migratorios ni barreras de policía que impidan la libre circulación. Lo que se les olvidó a los 

redactores de la ley fue que la migración puede ser interna e internacional, la única que puede regularse es la 

internacional. De donde si hubiesen puesto “control de movimiento migratorio internacional” y “puestos de 

control migratorio internacional” en cada caso, no habría el problema de interpretación que genera esa falta de 

técnica jurídica. 

 

La ley de Migración también contiene conceptos mal elaborados como por ejemplo señalar que existen 

“lugares para el tránsito migratorio” en el artículo 14. El territorio nacional es bastante dilatado, a pesar de 

que Guatemala es un país pequeño en la geografía mundial. De allí que pueda ingresarse al territorio, en todo 

lo largo de su frontera terrestre y acuática. En el mar no hay lugares autorizados, sino un área marítima donde 

los barcos de otras nacionalidades ingresan libremente guardando las convenciones internacionales de tránsito 

pacífico; de la misma forma, ocurre en el espacio aéreo, los extranjeros ingresan en aeronaves que no van en 

caminos o “lugares autorizados”. 

 

La imprecisión es todavía mayor cuando se estrablece que el “ingreso al territorio nacional se realizará 

únicamente por los puestos de control migratorio”, como señala el artículo 90. Tal disposición es una 

pretensión exagerada de control de población. Algunos países han establecido, efectivamente, que los 

ciudadanos que no pertenecen a países del Tratado de Libre Comercio de América del Norte o de la 

Comunidad Europea, si viajan en aeronaves que tocan tierra deben llevar visa, aunque no se aterrice. Esta 

medida discriminatoria y racista en vez de suscitar horror por su carácter arbitrario es seguida por los que 

propusieron la redacción de la Ley de Migración. Como se indica, esta disposición es una disminución de las 

libertades de la sociedad civil. Falta saber, si Guatemala tendrá el suficiente poder como para hacerla valer 

ante las compañías aéreas y de yates de recreo. 

 

Un aspecto clave para regular un ingreso de un extranjero a territorio nacional, es su ánimo de residir o 

visitarlo. Existen muchos extranjeros que ingresan al territorio nacional en aeronaves y barcos que no 

necesitan aterrizar o atracar, por ello basta el tránsito pacífico de acuerdo a los convenios internacionales para 

considerar su paso como inocente. En cambio, se debió haber señalado que los extranjeros que desearan entrar 

al territorio nacional, ya sea para dirigirse a otro país o porque sus transportes atraquen en puertos aéreos o 

marítimos, se les podrá autorizar para el efecto. O, como se hace en otros países, crear la categoría de 

visitantes locales que se ofrece en puertos y puestos fronterizos para visitas que no exceden de días y muchas 

veces horas. 

 

De la misma manera, se considera ilegal al extranjero que haya “ingresado al país por un lugar no habilitado 

para el efecto”. ¿Qué ocurre con los viajeros extranjeros fluviales del Río Usumacinta que se les ocurra 

contratar una lancha de Guatemala? Cada vez que su lancha pasa al lado guatemalteco se convierten en 

ilegales, de esa cuenta dependiendo de la corriente habrán incurrido en tantas ilegalidades como bandazos da 

el bote, si se considera el artículo 89 inciso 1) de la Ley de Migración al tenor de lo escrito. ¿Se persigue 

acaso prohibir el tránsito fluvial en ese río o en las pocas lagunas cuyas aguas se comparten con los países 

vecinos? 

 

Otro tanto ocurre con la calidad de refugiado y asilado. En la legislación y tradición latinoamericana ambos 

términos fueron sinónimos hasta la década de 1980, cuando por efectos de la globalización que restringió la 

soberanía de los Estados nacionales, algunos países comenzaron a introducir reformas que menoscababan el 

derecho de asilo (véase nota 54). La Ley de Migración continúa esa tendencia desnacionalizadora regulando 

separadamente ambas calificaciones para una misma situación. Tal deslinde es pobre e irrelevante pues 

finalmente, ambas calificaciones coinciden en la autoridad calificadora. En el artículo 19, se señala que los 

refugiados serán clasificados con base al reglamento y, en el artículo 23, se indica que la calificación de 

asilados es materia del Ministerio de Relaciones Exteriores. En resumen, como se señaló antes, la misma 

situación, “eligibilidad” (sic), se resuelve en el Ministerio de Relaciones Exteriores de acuerdo al artículo 33 

del Reglamento de la Ley de Migración. Inútil diferencia, pues supone idéntica situación y procedimiento, 

una misma oficina, con los mismos sellos e idéntica firma. 
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3. Trámites perdidos 
 

En la ley existen omisiones y callejones sin salida, que obligan a quienes tramiten asuntos ante la Dirección 

General de Migración a penetrar en auténticos laberintos burocráticos similares a los descritos por Kafka. La 

regulación de la inversión como si fuera parte de la actividad migratoria es un monstruo oficinesco: 

 

Artículo 32. Los pensionados o rentistas no podrán ocuparse de tareas remuneradas. Quedan 

excluidos de esta prohibición los residentes pensionados o residentes rentistas que se encuentren en 

las situaciones siguientes: 

Los guatemaltecos a quienes se refiere el artículo 27 d esta ley; (rentisas o pensionados 

guatemaltecos) 

Las personas que inviertan en actividades productivas para el país en proyectos industriales, 

agroindustriales, agropecuarios, turísticos, artesanales, de vivienda u otros de interés nacional con 

aprobación del Ministerio de Economía y de la Dirección General de Migración; y, 

Aquellas personas que presten sus servicios profesionales como asesores a entidades de Estado, entes 

autónomos, universidades e institutos de enseñanza superior técnica o artesanal. 

En estos casos el residente pensionado o rentista tributará los impuestos respectivos. (cursivas y entre 

paréntesis del autor) 

 

Una persona que desee comprar una casa necesita al tenor del artículo tener aprobación del Ministerio de 

Economía y si no fuera poco, también de la Dirección General de Migración. Si se extrema la lectura puede 

resultar que una persona para comprar un huipil, contratar un carpintero necesita sendas autorizaciones. 

 

De la misma manera, se establece: 

 

Artículo 41. El residente pensionado o el residente rentista deberá informar a la Dirección General de 

Migración y al Ministerio de Finanzas Públicas de su salida del territorio nacional y de su regreso 

cuando la ausencia exceda de seis meses. 

 

Con ello, ahora habrá una nueva oficina en el citado Ministerio para control migratorio. Estos avisos y contra 

avisos sólo pueden pensarse adecuados en la mente de alguien que anhela vivir en un Estado policiaco. 

 

Una situación paradójica sucede si realizamos una secuencia de situaciones que la ley no consideró 

adecuadamente, según el artículo 36 una persona pierde la calidad de residente pensionado o residente 

rentista, si deja de percibir el ingreso y no cuenta con otro medio de subsistencia. Seguido a esta situación, se 

señala lo que procede en caso que el extranjero deseara seguir viviendo en el país: 

 

Artículo 38. El residente pensionado y el residente rentista que dejare de percibir el ingreso 

permanente a que se refiere esta ley, pero que cuente con los medios de subsistencia comprobables, 

podrá solicitar que se le conceda otra categoría migratoria con base en el reglamento de esta ley. 

 

Cualquier persona sabe que solicitar la posesión de un nuevo estado legal supone la renuncia al anterior. De 

donde si se sigue esta lógica resulta que el que perdió sus ingresos y solicita una nueva categoría migratoria 

esta renunciando a su condición y por lo tanto el artículo 33 le obliga a cancelar todos los derechos 

arancelarios que le fueron eximidos o bien reexportar sus bienes exonerados. ¿Con qué dinero lo efectuará ya 

que perdió su ingreso? 

 

La creación de oficinas y trámites nuevos en otros ministerios se nota en la siguiente disposición. 

 

Artículo 43. Los extranjeros que obtengan residencia temporal o permanente y que deseen trabajar en 

relación de dependencia, deberán hacerlo en actividades lícitas y estarán obligados a obtener la 

correspondiente autorización del Ministerio de Trabajo y Previsión Social. 

 

En principio toda persona tiene derecho al trabajo en Guatemala de acuerdo al artículo 101 de la Constitución 

Política de la República de Guatemala . No obstante, en razón de que la legislación laboral tutela los derechos 

de los trabajadores, el Decreto Número 1441 del Congreso de la República de Guatemala, del 29 de abril de 
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1971, promulgado por Miguel Ydígoras Fuentes el 5 de mayo de 1971, Código de Trabajo, que establece en el 

artículo 13 que los patronos no pueden emplear menos del 90% de nacionales en sus empresas y pagar a éstos 

menos del 85% del total de salarios, cuando no se excede de cinco trabajadores sólo uno puede ser extranjero 

y si fuera el cuadro directivo de cinco sólo dos pueden ser extranjeros. Todo patrono es libre de contratar 

extranjeros mientras no sobrepase esos porcentajes y números. 

 

La única autorización “correspondiente” sucede cuando un patrono desea disminuir esos porcentajes tal como 

señala el inciso a) del mismo artículo del Código de Trabajo. Establecer una autorización previa para 

cualquier contratación de extranjeros, no sólo es violatoria del derecho al trabajo de las personas establecido 

constitucionalmente, sino una intromisión en la libertad de empresa. Vale la pena indicar que en el Código de 

Trabajo, artículo citado aparece el siguiente inciso: 

 

b) Cuando ocurran casos de inmigración autorizada y controlada por el Organismo Ejecutivo o 

contratada por el mismo y que ingrese o haya ingresado al país para trabajar en el establecimiento o 

desarrollo de colonias agrícolas o ganaderas, en instituciones de asistencia social o de carácter 

cultural; o cuando se trate de centroamericanos de origen. En todas estas circunstancia, el alcance de 

la respectiva modificación debe ser determinado discresionalmente por el Organismo Ejecutivo, pero 

el acuerdo que se dicte por conducto del Ministerio de Trabajo y Previsión Social debe expresar 

claramente las razones, límite y duración de la modificación que se haga. 

 

Se sabe que Guatemala forma parte del sistema de integración centroamericana que tiene como finalidad 

futura el libre tránsito de personas. ¿Qué pide la ley de migración cuando ingresa a trabajar en el país? Un 

acuerdo del Presidente de la República preparado por el Ministerio de Trabajo y Previsión Social para 

contratar un trabajador jornalero salvadoreño u hondureño por una semana. Esta disposición es redundante, 

extremosa y absurda para el buen desarrollo de la economía nacional. 

 

4. Los negocios 
 

Una tendencia entre los dirigentes estatales que permite calificarlos como constitutivos de una hegemonía 

burguesa, consiste en la busca de privatizar servicios. Independientemente que así funcionen mejor o peor 

para los usuarios, sorprende a cualquiera que documentos auténticos de identificación de un país que están 

sujetos a plazo puedan ser cancelados sólo por un cambio técnico en su formato. En el artículo 51 que trata de 

los pasaportes, está el siguiente párrafo: 

 

Cuando por razones de interés nacional, la Dirección General de Migración, decida realizar cambios 

en los pasaportes, los usuarios contarán con el plazo de un año a partir de la fecha de emisión del 

nuevo pasaporte para renovar dicho documento. 

 

Es claro que en la busca de lucro, se habrá de obligar al cambio anticipado del documento antes del término 

del vencimiento para que el negocio particular “por razones de interés nacional” pueda prosperar rápidamente. 

¿Qué se gana con concentrar a todos los poseedores de pasaporte guatemalteco para obtener uno nuevo? 

Obviamente las colas, los sobornos y toda la corrupción que acompaña a un movimiento masivo burocrático 

estarán presentes. 



La legislación migratoria en Guatemala. Página 65 de 66 

 

 

 

 

 

 

 

Conclusión 
 

La legislación migratoria debe ser objeto de una evaluación en la que los criterios de juicio sean dados por 

principios humanísticos, apego a garantizar los derechos humanos y desarrollar las garantías contenidas en la 

Constitución Política de la República de Guatemala. La legislación migratoria es un campo donde se puede 

minar el racismo. Para el efecto, se tiene que afirmar iguales derechos para toda persona, sin ninguna 

discriminación por razón de sexo o preferencias sexuales, grupo étnico o aspecto fenotípico, nacionalidad, 

estado civil, ocupación, religión, disminución de facultades físicas, etc. Así, toda persona que desee ingresar 

al territorio nacional con ánimo de visitarlo o permanecer, debe encontrar una sociedad fraternal. De la misma 

manera, las personas que buscan protección encuentran en el territorio un asilo frente a cualquier persecución 

o régimen opresivo. 

 

Los extranjeros enriquecen la vida nacional con su rica variedad de usos y sus relaciones con el lugar de 

origen. Antes de pensar en crear estorcas con guardias privadas que se les obliguen a pagar protección, 

atemorizarlos con trámites enredados, encerrarlos en centros de detención o confinarlos en áreas cerrados, 

donde sólo las fuerzas de policía penetran para obtener propinas y ventajas, se debe ofrecer un país abierto y 

generoso. 

 

A mediados de 1999, la Dirección General de Migración contabilizaba 85,665 extranjeros. Un total de 66,095 

de personas provenientes de 144 países, se podían considerar con estancia temporal, el 48% eran mujeres y el 

resto hombres. Entre ello, 19,570 foráneos originarios de 90 países, tenían ánimo de permanecer en el país, el 

52% eran mujeres y el resto hombres. La nacionalidad mayoritaria era de ciudadanos de EUA, seguidos de 

hondureños, salvadoreños y nicaragüenses. Los centroamericanos se estima son la cuarta parte de los 

extranjeros registrados, no obstante el número debe ser mayor por aquellos que se han integrado a la vida del 

país sin trámites burocráticos. La mayor parte de los extranjeros que se califican como inversionistas son de 

origen coreano, seguido de nicaragüenses y salvadoreños.
62

 

 

El país necesita del ingreso de divisas y existen proyectos que relacionan al turismo con ese requerimiento. La 

mayoría de países que han logrado tener flujos altos de turistas lo han hecho con paz social y buen trato al 

visitante. El país tiene que invertir en proyectos que den facilidades a todo nivel de ingreso,
63

 para que el 

turista sienta que llegó a una sociedad fraterna. El buen trato se inicia con procedimientos expeditos tanto 

migratorios como aduanales. 

 

De la misma manera, los residentes extranjeros se estima conveniente atraerlos, pero no sólo para obtener 

ventajas económicas, sino también, muchos de ellos, enriquecen al país con sus conocimientos y experiencia. 

El respeto a su forma de vida debe ser idéntico, al que el poder público sostiene frente a los ciudadanos 

guatemaltecos. Igualmente, con el tiempo seguramente se comprenderá que hay que concederles algunos 

derechos políticos locales, especialmente de administración municipal. Es cierto que en los aspectos políticos, 

la nacionalidad señala los derechos de ciudadanía plena, pero hay que conceder que los asuntos locales 

afectan a todos por igual; y por lo tanto, deben ser llamados, tanto a contribuir como a administrar los 

recursos que se deben aplicar localmente. 
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 Cfr. Edgar Leonel Arana Paredes & Luis Enrique González. Más de 85 mil extranjeros residen en el país. 

En Siglo veintiuno. (Guatemala. Lunes 9 de agosto de 1999) página 6. 
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 Obviamente, debe haber medidas de protección frente al ingreso de sociópatas. No obstante, no debe 

identificarse a personas de bajo ingreso que pueden sostenerse durante un lapso de tiempo largo en el país, en 

virtud de los ahorros con que cuentan, con este tipo de personas. De la misma manera, debe estar claro que no 

hay que permitir la delincuencia, el tráfico de personas y la explotación sexual de extranjeros. 
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La República de Guatemala necesita desarrollar una amplia discusión de su legislación migratoria. Por lo 

tanto, la lucha legislativa, así como, eventualmente, el control constitucional, deben enfocarse contra la Ley 

de Migración para conseguir que el país tenga un ordenamiento jurídico acorde con el estado civilizatorio de 

sus ciudadanos. Objetar la ley no debe ser visto con miras cortas políticas. Así no debe considerarse que la 

normativa debe ser sujeta a negociación o mediación para impedir su cumplimiento, al contrario debe haber 

claridad jurídica tanto para declarar su inconstitucionalidad por el órgano competente, como su modificación 

por el legislativo. 

 

No hay que dudar en ejercer los derechos ciudadanos de petición y de activación de los órganos 

jurisdiccionales para que avance la legalidad. Sólo cuando se comprende que la ciudadanía participativa y 

activa es la base de una democracia que avanza hacia una sociedad armónica, no se tiene miedo a ejercer el 

derecho de acción legal para conseguir la satisfacción de las diferentes perspectivas que caracterizan a una 

sociedad civil que conforma al poder público. Ciudadanos temerosos de ejercer sus derechos conforman los 

regímenes despóticos y totalitarios, donde el poder público se yergue como ajeno y opuesto a la ciudadanía. 

Una patria para todos incluye en la afirmación que los foráneos que enriquecen el respeto a la creación y 

recreación de la identidad sociocultural de los diferentes grupos que la componen y le dan su fisonomía 

poliétnica, política plural y de riqueza cultural. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Nota sobre el criterio para citar leyes 

Entre los abogados se suele citar leyes sin aludir mucho al período histórico ni a quienes la decretaron o 

promulgaron. No obstante, ya que se trataba de un trabajo académico se consideró que era mejor poner la 

mayor parte de datos para ilustrar al lector aunque a veces resulte muy barroca la redacción. A continuación 

se presenta la manera como las leyes han venido siendo denominadas por cada uno de los regímenes políticos 

que ha legislado a partir de la revolución de 1871 para que abunde en situar mejor los títulos legales. 

 

Decretos Gubernativos del No.1 al 3157 (10 de junio de 1871 al 3 de octubre de 1944) 

Decretos Legislativos del No. 1 al 2813 (7 de mayo de 1873 a 30 de agosto de 1944) No tiene continuidad y 

tiene nuevas series después de tiempo. Primero se nombra Asamblea Legislativa, después Asamblea 

Constituyente, Luego Asamblea Nacional Legislativa 

Decretos de la Junta Revolucionaria de Gobierno del 1 al 89 (25 de octubre de 1944 al 14 de marzo de 1945) 

Decretos del Congreso de la República del 1 al 1063 (3 de diciembre de 1944 al 8 de junio de 1954) 

Decretos de la Junta de Gobierno del 1 al 63 (3 de julio de 1954 al 27 de agosto de 1954) 

Decretos presidenciales del 64 al 586 (1 septiembre de 1954 al 29 de febrero de 1956) 

Decretos del Congreso del No. 1064 al 1592 (1 de marzo de 1956 a 29 de marzo de 1963) 

Decretos de la Asamblea Nacional Constituyente (año de 1965, 1966) 

Decretos Leyes del 1 al 473 (15 de marzo de 1966 a 4 de mayo de 1966) 

Decretos del Congreso de la República del número 1593 al 1823 y 1-69 a 62-71 (5 de mayo de 1966 a 15 de 

junio de 1971) 

Posteriormente hubo Decretos del Congreso de la República hasta 1982, Decretos Leyes hasta 1986 que 

vuelven a ser Decretos del Congreso de la República a la fecha. 

El criterio general para no hacer una bibliografía sobre los instrumentos legales consiste en que pueden 

consultarse en la oficina de recopilación de leyes del Ministerio de Gobernación o la biblioteca del Congreso 

de la República. 

 


